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de protección pasaron de 6.384 en 2012 
a 9.638 en 2014 (24% del total de los 
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un incremento de 51% (3.254) enel 
número de esquemas prestados 

a la población objeto de la gestión 
institucional entre 2012 y 2014”. 
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La Ley del Plan sus orígenes 
y su importancia 
El contralor general, Edgardo Maya Villazón, pre- 


senta este número de la revista dedicado a los pla- 
nes nacionales de desarrollo y su impacto en el país. 


Un plan nacional de desarrollo 
para un nuevo país 


El director del Departamento Nacional de 
Planeación, Simón Gaviria, expone los detalles 
y las metas más relevantes del Plan Nacional de 

Desarrollo 2014-2018. 
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Hacia una mayor autonomía 
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“Prosperidad para todos” 
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Colombia a agosto de 2015 
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La Ley del Plan, 


sus orígenes y su importancia 


La planeación, como principio orien- 
tador de la ruta que a largo plazo 
debería seguir la sociedad, tiene 
una larga tradición en la concepción 
y guía de la política económica en 
Colombia. 


Luego de la formulación del Plan De- 
cenal a principios de los años sesen- 
ta, elaborado con las ideas y bajo el 
liderazgo de la CEPAL, cada uno de 
los gobiernos elegidos entre 1966 y 
1990 concibió y puso en marcha su 
respectivo Plan, sin que fuese nece- 
sario que el Congreso de la Repúbli- 
ca aprobara el mismo. Por lo tanto, 
en su momento, esos planes refleja- 
ron las visiones y las prioridades que 
el poder ejecutivo consideró como 
las más deseables para el país. 


A partir de 1994, en virtud de la 
Carta Constitucional de 1991 y de 
la consecuente expedición de la ley 
orgánica de planeación, el plan de 
desarrollo adquirió el rango de una 
ley especial pues, en seguimiento 
de esas disposiciones, es obligato- 
rio que cada gobierno presente, al 
inicio de su período, el respectivo 
proyecto para que sea debatido y si 
fuere del caso aprobado por el órga- 
no legislativo. 


Ese cambio normativo ha tenido 
múltiples implicaciones sobre el ca- 
rácter del Plan, su formulación, su 
análisis por los sectores interesados 
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en él y su aprobación por el Congreso de la República. 
Pasados 20 años del establecimiento del nuevo siste- 
ma parece oportuno someter el mismo a un debate que 
examine sus fortalezas y debilidades. Ese debate es, pre- 
cisamente, el tema central de este número de la Revista 
Economía Colombiana. 


Aquí el lector encontrará distintas opiniones sobre 
los propósitos que debería tener la planeación como 
principio, su flexibilidad temporal, el contenido de sus 
normas, el carácter participativo o no que debería te- 
ner la aprobación de los planes, el enfoque territorial o 
nacional de su contenido, y sobre las prioridades que 
debería dar a su trabajo el Departamento Nacional de 
Planeación. 


El lector advertirá matices sobre el grado mandatorio 
o indicativo del Plan, y por ende sobre la manera en que 
sus prioridades deben limitar las decisiones privadas a la 
hora de asignar los recursos en la economía. 


Pasados 20 años del establecimiento del nuevo 
sistema parece oportuno someter el mismo 

a un debate que examine sus fortalezas y debilidades. 
Ese debate es, precisamente, el tema central 

de este número de la Revista Economía Colombiana. 
Aquí el lector encontrará distintas opiniones sobre 
los propósitos que debería tener la planeación como 
principio, su flexibilidad temporal, el contenido 

de sus normas, el carácter participativo o no que 
debería tener la aprobación de los planes, el enfoque 
territorial o nacional de su contenido, y sobre las 
prioridades que debería dar a su trabajo 

el Departamento Nacional de Planeación. 


La duración temporal de los planes, prevista ahora para los cuatro años 
del respectivo gobierno, también es objeto de examen encontrándose ar- 
gumentos a favor de esa flexibilidad para que cada Presidente formule sus 
prioridades en el término de su mandato, y también contra argumentacio- 
nes en cuanto una extrema variabilidad sobre estas materias podría desar- 
ticular una visión de largo plazo sobre el rumbo de la nación, fomentar el 
adanismo y limitar la continuidad de los planes de inversión pública. 


El contenido normativo del Plan, o sea la ley que lo adopta propiamente 
dicha, también es objeto de reflexiones, pues algunos juzgan natural y con- 
veniente que ella contenga mandatos para viabilizar la ejecución del Plan, 
pero se cuestiona que la misma se convierta en un vehículo para incluir múl- 
tiples normas inconexas con la estrategia central del Plan. La profusión de 
esas normas lleva a pensar si muchas de ellas no deberían ser tramitadas 
por separado, dándole mayor consistencia a la tarea legislativa y evitando 
la tentación de que cada área de la administración aspire a modificar por 
esa vía preceptos que afectan su particular accionar. Sobre este aspecto 
la actual Contraloría General de la República fija su posición en un artículo 
que se publica en este número en donde, con jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, se precisan los alcances de lo que se ha dado en llamar 
unidad de materia. 


De particular significación son la naturaleza territorial y geográfica de las 
normas del Plan y la participación que en su elaboración y discusión debe- 
rían tener los entes territoriales y los agentes de la sociedad civil. Excluir 
a unos y otros tajantemente de estos análisis podría significar descono- 
cer realidades que son altamente representativas de las necesidades que 
el Plan intenta satisfacer; darles una participación excesiva e incluir toda 
aspiración regional o ciudadana, por legítimas que ellas sean, puede des- 
articular las estrategias que se persiguen y llevar a que esas aspiraciones 
se conviertan en un fuerte obstáculo para que el financiamiento del Plan 
sea fiscalmente viable. El justo medio de ese debate pone de presente la 
necesidad de alcanzar un equilibrio entre las necesidades de los territorios 
y de los sectores de la sociedad civil y las posibilidades presupuestales del 
Plan, con el fin de evitar que sus propósitos se conviertan en un listado 
irrealizable de necesidades sentidas. 


Por lo demás, este último debate pone de presente la importancia de com- 
plementar las finanzas de la nación con la de los territorios y en especial 
con la de los departamentos y la de las grandes ciudades, en donde en 
uno de los trabajos aquí presentados se advierten posibilidades novedo- 
sas para generar nuevos ingresos y sobre todo para utilizar la tributación 
como un instrumento que contribuya a un mejor y más ordenado desarro- 
llo urbano. 


Finalmente, también es objeto de debate el papel que debe cumplir el De- 
partamento Nacional de Planeación como cabeza responsable de la elabo- 
ración del Plan y como principal vigilante del grado de cumplimiento de 
sus metas. Las funciones administrativas y de control que se le han venido 
añadiendo al DNP en los últimos años, y las tareas de micro gerencia que 
ellas implican, se cuestionan porque lo pueden alejar de su tarea misional 
por excelencia que es la orientación de la sociedad hacia sus logros de fu- 
turo, y de la consecuente formulación del plan nacional de inversiones, en 
especial las públicas. 


Con matices, y de distintas maneras, esos son los análisis que contiene 
como tema central este número de nuestra publicación, los cuales se com- 
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plementan con algunos de los traba- 
jos elaborados por los funcionarios 
de la Contraloría para analizar polí- 
ticas públicas en temas como la in- 
cautación de bienes y los esquemas 
de protección. 


Fieles al compromiso de difundir un 
texto de especial valía producido en 
el pasado, en este número se inclu- 
ye un trabajo del señor ex presiden- 
te Alfonso López Michelsen sobre el 
alcance que la reforma constitucio- 
nal de 1968 dio a la Planificación, 
como entonces se decía, que cons- 
tituye valioso complemento al tema 
central de nuestra publicación. 


Edgardo José Maya Villazón 
Contralor General de la República 
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TEMA CENTRAL 


Un Plan Nacional de Desarrollo ] 
para un nuevo pals 


El director del Departamento Nacional de Planeación expone los detalles 
y las metas más relevantes del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018. 


Simón Gaviria Muñoz* 


El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por 
un nuevo país” revela desde su título un carácter inclu- 
yente y transformador. En efecto, el Plan busca trans- 
formar el país y consolidarlo como un referente a nivel 
internacional en términos de desarrollo económico y 
social. Este Plan se construyó por primera vez desde 
y con las regiones, con elementos innovadores como 
su estructura territorial y su orientación a resultados, 
que permiten establecer de manera clara estrategias 
diferenciadas a nivel territorial en pos de alcanzar los 
objetivos planteados. 


Dos elementos fundamentales se reflejan de manera 
transversal en el diseño y construcción del Plan Nacio- 
nal de Desarrollo: el énfasis en la productividad y en la 
necesidad de mejorar la calidad de la inversión. 


La importancia de la productividad 


El crecimiento de la productividad es vital para garan- 
tizar un alto y sostenido crecimiento económico. Si el 
país quiere consolidar tasa de crecimientos superiores 
al 5%, es necesario dar un salto en el crecimiento de la 
productividad. ¿Cuál es la estrategia para dar ese gran 
salto? Hay tres elementos fundamentales, todos ellos 
esbozados en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 
“Todos por un nuevo país”. 


El primero es la educación. Contar con recurso hu- 
mano calificado y, sobretodo, con las competencias 
necesarias para las empresas, es fundamental para la 
productividad. Por eso el énfasis en incentivos para los 
mejores estudiantes y los mejores maestros, así como 
en potenciar la educación técnica y tecnológica. Lo 
anterior se complementa con el plan de inversión en 
infraestructura educativa, el más ambicioso de nues- 


* Director General del Departamento Nacional de Planeación. 


tra historia, con el objetivo de cons- 
truir, ampliar o mejorar más de 30 
mil aulas con una inversión total de 
4,5 billones de pesos. 


El segundo elemento es la construc- 
ción de infraestructura. El gobierno 
ha diseñado y puesto en marcha el 
plan de inversión en infraestructura 
vial más ambicioso de nuestra his- 
toria, con más de 45 billones de pe- 
sos invertidos y 3 mil kilómetros de 
dobles calzadas, atacando de ma- 
nera frontal uno de los principales 
problemas que afectan la competi- 
tividad del país. 


Instrumentos como las Asociaciones 
Público Privadas (APP) también serán 
impulsados para mejorar la calidad 

de la inversión tanto en el sector 
productivo como en el sector social. 
Esto incluye no solo vías y aeropuertos, 
sino también colegios, hospitales 

y cárceles, entre otras obras de 
infraestructura social que permitirán 
avanzar hacia el cierre de las brechas 
sociales en las regiones en el menor 
tiempo posible. Esperamos generar 
inversiones cercanas a los 50 billones 
de pesos en APP en los próximos 4 años. 
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El tercero es el diseño de una políti- 
ca industrial moderna, una política 
de desarrollo productivo que permi- 
ta que las empresas colombianas se 
inserten a las cadenas globales de 
valor. Aquí, el eje fundamental es 
poner a la empresa en el centro de 
la política industrial, en un diálogo 
de doble vía que permita resolver 
los grandes cuellos de botella que 
están afectando el día a día de nues- 
tras empresas. Lo anterior permitirá 
avanzar en la agenda de reducción 
del “costo país”, así como en crear 
una base de producción industrial 
y agrícola sofisticada, con mayores 
accesos al financiamiento y con 
capacidades tecnológicas que nos 
permitan competir y acceder a nue- 
vos mercados. 


Lograr una mejor calidad 
de la inversión 


En el contexto de una importante 
reducción en los precios del petró- 
leo y dada la disciplina que impone 
la regla fiscal, es fundamental ha- 
cer una reingeniería del gasto para 
aumentar de forma importante la 
productividad y el impacto de la 
inversión pública. Se trata de una 
oportunidad para hacer más eficien- 
te el Estado, y para hacer más con 
menos recursos al eliminar duplici- 
dades, potenciar sinergias, y en ge- 
neral, focalizar las inversiones en los 
programas y proyectos con mayor 
impacto social y económico para 
entregar al ciudadano los bienes y 
servicios que éste necesita. 


Instrumentos como las Asociacio- 
nes Público Privadas (APP) también 
serán impulsados para mejorar la 
calidad de la inversión tanto en el 
sector productivo como en el sector 
social. Esto incluye no solo vías y 
aeropuertos, sino también colegios, 
hospitales y cárceles, entre otras 
obras de infraestructura social que 
permitirán avanzar hacia el cierre de 
las brechas sociales en las regiones 
en el menor tiempo posible. Con las 
APP se mejorará la eficiencia en el 
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uso de los recursos públicos al apro- 
vechar el financiamiento y manejo 
de riesgos del sector privado para 
hacer inversiones públicas y, de esta 
forma, liberar recursos del presu- 
puesto para financiar otras priorida- 
des. Esperamos generar inversiones 
cercanas a los 50 billones de pesos 
en APP en los próximos 4 años. 


Las mejoras en calidad de la inver- 
sión le permitirán al país dar un sal- 
to en el crecimiento de la producti- 
vidad y avanzar en la construcción 
de nuestra visión de largo plazo de 
una economía diversa, sofisticada y, 
sobretodo, incluyente. 


Estructura del Plan 
Nacional de Desarrollo 


El Plan se construyó con base en 
un proceso participativo en el que 
se realizaron 33 encuentros regio- 
nales (uno por cada departamento 
más Bogotá) y 27 diálogos temá- 
ticos (con diversos sectores de la 
sociedad y la economía). Adicional- 
mente, se tuvieron en cuenta los 
comentarios de la sociedad civil, 
representada por el Consejo Nacio- 
nal de Planeación, y de diversos sec- 
tores de la sociedad y la economía, 
que tuvieron a bien hacer llegar al 
Departamento Nacional de Planea- 
ción sus puntos de vista. 


El Plan tiene dos características di- 
ferenciadoras con respecto a Planes 
anteriores. La primera es una orien- 
tación a resultados. Es así como el 
Plan incorpora la metodología del 
presupuesto de inversión por re- 
sultados, medidos a través de dos 
tipos de indicadores: indicadores de 
resultados e indicadores de produc- 
tos. Los indicadores de resultados 
miden los objetivos últimos de cada 
una de las estrategias transversales 
del Plan de Desarrollo. Los indicado- 
res de productos miden la provisión 
de los insumos que son necesarios 
para alcanzar los resultados pro- 
puestos. Así, mientras los reque- 
rimientos presupuestales pueden 
ser asociados con los indicadores 


de productos, el seguimiento del 
Plan se puede hacer con base en los 
indicadores de resultados. Adicio- 
nalmente, el Plan cuenta con unas 
metas trazadoras, que son las que 
describen la evolución esperada del 
país en las variables más significati- 
vas desde los puntos de vista eco- 
nómico y social. 


La segunda característica diferen- 
cial es una estructura territorial con 
un enfoque de cierre de brechas. 
Por primera vez en la historia de los 
Planes de Desarrollo en Colombia, 
el Plan incluye lineamientos diferen- 
ciados para distintas regiones del 
país. Estos lineamientos no pueden 
ser considerados Planes Regionales 
de Desarrollo regionales, porque 
el Plan Nacional de Desarrollo no 
puede ni quiere violar la autono- 
mía regional, pero sí pretenden ser 
unas guías para orientar la acción 
del Estado tanto nacional como 
territorial en las regiones. Siguien- 
do la tipificación que se ha venido 
desarrollando en la discusión so- 
bre la asignación de las regalías en 
Colombia, el Plan dividió al país en 
seis grandes regiones, que no des- 
conocen ni alteran la actual división 
político-administrativa del país: Ca- 
ribe, eje cafetero y Antioquia, cen- 
tro-oriente, Pacífico, llanos y cen- 
tro-sur Amazonia. 


Para cada una de esas regiones se 
definió un eje articulador del desa- 
rrollo, que resume las necesidades 
particulares de la región en materia 
de desarrollo. También se cuantificó 
la situación regional e intrarregional 
en cuanto a un conjunto de índices 
de desarrollo, que se agregan en 
un índice de convergencia intrarre- 
gional (ICIR), y que permiten medir 
las brechas regionales en materia 
de desarrollo. El Plan ha sido dise- 
ñado para contribuir a cerrar esas 
brechas regionales, de modo que el 
desarrollo no sea solo un fenómeno 
nacional, sino que también tenga 
expresión en todas las regiones de 
Colombia, especialmente aquellas 
que más lo necesitan. 


Como tal, el nuevo PND se basó en tres pilares fundamentales, la paz, la 
equidad y la educación. Estos objetivos generan un círculo virtuoso, de tal 
forma que el avance en uno de ellos, cualquiera que sea, facilita el avance 
en los otros dos. Si el país logra consolidar la paz, le será más fácil promover 
la equidad y la educación; si es más equitativa, le será más fácil consolidar 
la paz y promover la educación; y si es más educada, será más pacífica y 
equitativa. 


En el entendido de que cada pilar es un gran objetivo en sí mismo, cada pilar 
tiene unos objetivos (específicos) y unos lineamientos para alcanzarlos. En 
materia de paz, el Plan plasma la voluntad política del Gobierno para cons- 
truir una paz sostenible bajo un enfoque de goce efectivo de derechos, y se 
fija tres objetivos: (1) fortalecer el proceso de construcción de paz y garan- 
tizar su sostenibilidad para permitir al país y a sus ciudadanos alcanzar su 
pleno potencial como nación; (2) integrar el territorio y sus comunidades, 
para contribuir al cierre de brechas poblacionales y sociales, potenciando 
la conectividad para la inclusión productiva y el acceso a bienes públicos, 
servicios sociales e información; y (3) reducir las desigualdades sociales y 
territoriales entre los ámbitos urbano y rural, mediante el desarrollo inte- 
gral del campo como garantía para la igualdad de oportunidades. Dentro 
de las metas trazadoras más destacadas para el pilar de paz se encuentran 
reducir la tasa de homicidios a 23 por cada 100.000 habitantes y tener un 
millón de víctimas que han avanzado en el proceso de reparación integral, 
ambas metas para ser alcanzadas en 2018. 
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Igualmente, el Plan propone trans- 
formaciones de fondo para promo- 
ver la equidad. Aquí se fijan cuatro 
objetivos: (1) erradicar la pobreza 
extrema en 2024 y reducir la po- 
breza moderada; (2) reducir las 
brechas poblacionales en materia 
de ingresos; (3) reducir las brechas 
poblacionales y territoriales en la 
provisión de servicios de calidad en 
salud, educación, servicios públicos, 
infraestructura y conectividad; y (4) 
promover el desarrollo económico 
incluyente del país y sus regiones. 
Dentro de las metas trazadoras más 
destacadas para el pilar de equidad 
para el año 2018 se encuentran re- 
ducir la pobreza monetaria al 25% 
de la población, reducir el índice de 
desigualdad de Gini al 0,52 y reducir 
la tasa de desempleo al 8%. 


Por último, el Plan asume la educa- 
ción como el más poderoso instru- 
mento de igualdad social y creci- 
miento económico en el largo plazo. 
Aquí el objetivo es cerrar las brechas 
en acceso y calidad a la educación, 
entre individuos, grupos poblacio- 
nales y regiones, acercando al país 
a altos estándares internacionales y 
logrando la igualdad de oportunida- 
des para todos los ciudadanos. Al- 
gunas metas trazadoras destacadas 
para 2018 en educación son tener 
un 30% de estudiantes en jornada 
única, llevar la tasa de cobertura 
neta de la educación media al 50% y 
tener un porcentaje de colegios del 
45% en el nivel alto o superiores en 
las pruebas Saber 11. 


Para alcanzar esos objetivos, el Plan 
define seis estrategias transversales 
y seis estrategias regionales, una por 
cada región definida en el Plan. Cada 
una de estas estrategias transversa- 
les y regionales tiene unos objetivos 
y unas estrategias propias. Las seis 
estrategias transversales son: (1) 
competitividad e infraestructura es- 
tratégicas, (2) movilidad social, (3) 
transformación del campo, (4) se- 
guridad, justicia y democracia para 
la construcción de paz, (5) buen go- 
bierno y (6) crecimiento verde. 
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TEMA CENTRAL 


La estrategia de competitividad e infraestructura estra- 
tégicas es la estrategia de crecimiento económico del 
Plan. Esta estrategia transversal se fija cinco objetivos: 
(1) el desarrollo productivo, (2) la promoción de la cien- 
cia, la tecnología y la innovación, (3) el uso de las tec- 
nologías de la información y las comunicaciones como 
plataforma para la equidad, la educación y la competiti- 
vidad, (4) el desarrollo de la infraestructura y servicios 
de logística y transporte para la integración territorial, 
y (5) el desarrollo minero-energético para la equidad re- 
gional. Dentro de las metas destacadas para 2018 en 
esta estrategia se cuentan llevar las exportaciones de 
bienes y servicios no minero-energéticos a USD30.000 
millones, llevar la inversión en ciencia, tecnología e in- 
novación al 1% del PIB, llegar a 27 millones de conexio- 
nes de internet de banda ancha, construir 1.320 km de 
nuevas calzadas de carreteras a través de la Agencia Na- 
cional de Infraestructura, llevar el porcentaje de viajes 
en modos sostenibles de transporte en ocho ciudades 
al 40% y aumentar el número de nuevos usuarios de 
energía eléctrica a más de 173.000. 


La estrategia transversal de movilidad social es la estra- 
tegia de promoción del desarrollo humano y la equidad 
en el Plan de Desarrollo, por medio de la promoción de 
los ingresos, la salud, la educación, la vivienda y la mi- 
tigación de riesgos. Tiene seis objetivos: (1) garantizar 
los mínimos vitales y avanzar en el fortalecimiento de 
las capacidades de la población en pobreza extrema 
para su efectiva inclusión social y productiva (Sistema 
de Promoción Social); (2) mejorar las condiciones de 
salud de la población colombiana y propiciar el goce 
efectivo del derecho a la salud, en condiciones de ca- 
lidad, eficiencia, equidad y sostenibilidad; (3) generar 
alternativas para crear empleos de calidad y acceder al 
aseguramiento ante la falta de ingresos y los riesgos 
laborales; (4) cerrar la brecha en el acceso y la calidad 
de la educación, para mejorar la formación de capital 
humano, incrementar la movilidad social y fomentar la 
construcción de ciudadanía; (5) impulsar la planifica- 
ción, actuación coherente y articulada de los sectores 
de vivienda, agua potable y saneamiento básico, bajo 
el concepto de “Ciudades Amables y Sostenibles para 
la Equidad” en complemento con las acciones estraté- 
gicas de movilidad urbana; y (6) establecer un apoyo 
oportuno frente a los riesgos que afectan el bienestar 
de la población y los mecanismos para la protección de 
las condiciones de vida de las personas. 


Dentro de las metas destacadas de la estrategia trans- 
versal de movilidad social a 2018 se cuentan: generar 2 
millones de nuevos empleos en el cuatrienio, duplicar la 
cobertura del programa “De Cero a Siempre” para alcan- 
zar 2 millones de niños en 2018, reducir la pobreza ex- 
trema al 6 % de la población, llevar la percepción de ca- 
lidad en los servicios de salud como buena o muy buena 
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al 90%, reducir la tasa de desempleo en jóvenes al 13%, 
aumentar la tasa de supervivencia de los grados primero 
a once a 48%, reducir el número de personas en déficit 
cuantitativo de vivienda a 565.000, y reducir los costos 
como porcentaje del PIB de la morbilidad y la mortalidad 
asociadas con degradación ambiental al 1,7 %. 


El capítulo de transformación del campo es la estrate- 
gia transversal de desarrollo rural del Plan. Aquí se fijan 
seis objetivos: (1) ordenar el territorio rural buscando 
un mayor acceso a la tierra por parte de los producto- 
res agropecuarios sin tierras o con tierra insuficiente, el 
uso eficiente del suelo y la seguridad jurídica sobre los 
derechos de propiedad bajo un enfoque de crecimiento 
verde; (2) cerrar las brechas urbano-rurales y sentar las 
bases para la movilidad social mediante la dotación de 
bienes públicos y servicios sociales que apoyen el de- 
sarrollo humano de los pobladores rurales; (3) acelerar 
la salida de la pobreza y la ampliación de la clase media 
rural a través de una apuesta de inclusión productiva 
de los campesinos; (4) impulsar la competitividad rural 
a través de la provisión de bienes y servicios sectoriales 
que permitan hacer de las actividades agropecuarias 
una fuente de riqueza para los productores del cam- 
po; y (5) contar con un arreglo institucional integral y 
multisectorial que tenga presencia territorial de acuer- 
do con las necesidades de los pobladores rurales y los 
atributos del territorio, y que permita corregir las bre- 
chas de bienestar y oportunidades de desarrollo entre 
regiones rurales. 


El Plan tiene dos características 
OOOO OORE AKA 
OUE AOA Ao 
es una orientación a resultados 
y la segunda es una estructura 
territorial con un enfoque de 


AAN A ELO 
YAA RAR AS 
de desarrollo en Colombia, 
ANA NA LS 
Alice toto OF OKO O 
región del país. 





Esta estrategia plantea innovar en 
la implementación de la política de 
desarrollo rural mediante interven- 
ciones con mecanismos integrales 
en al menos 10 territorios rurales, 
diseñados y desarrollados participa- 
tivamente, que facilitarán la llegada 
de la oferta institucional al terri- 
torio, logrando un mayor impacto 
en términos de superación de la 
pobreza e inclusión productiva de 
nuestros campesinos. Además, pre- 
tende avanzar en la modernización 
del catastro rural hacia un catastro 
multipropósito, contribuyendo a la 
seguridad jurídica de los derechos 
de propiedad de los predios y a la 
formalización de al menos 80 mil 
predios rurales durante el cuatrie- 
nio. Dentro de las metas destacadas 
de este capítulo a 2018 se cuentan: 
tener más de 930.000 predios in- 
tervenidos por la política de orde- 
namiento del territorio, reducir el 
déficit habitacional rural al 56%, re- 
ducir los hogares rurales en pobreza 
por ingresos a 1 millón y tener más 
de 3.345.000 hectáreas de cultivos 
priorizados. 


La estrategia transversal de segu- 
ridad, justicia y democracia para 
la construcción de paz incluye los 
ajustes institucionales que son re- 
queridos para que el Estado pueda 
cumplir bien su función de garante 
de la paz. Aquí se establecen ocho 
objetivos, agrupados en dos gran- 
des acápites: (1) el fortalecimiento 
de los roles del Estado para el goce 
efectivo de derechos de todos los 
habitantes del territorio, y (2) jus- 
ticia transicional y derechos de las 
víctimas para la superación de bre- 
chas originadas por el conflicto ar- 
mado. Los primeros cinco objetivos 
corresponden al primer acápite, 
y los tres últimos al segundo. Los 
ocho objetivos son: (1) proveer se- 
guridad y defensa en el territorio 
nacional; (2) promover la presta- 
ción, administración y acceso a los 
servicios de justicia con un enfoque 
sistémico y territorial; (3) fortalecer 
las instituciones democráticas para 
la promoción, respeto y protección 
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El Plan asume la educación 
como el más poderoso instrumento 
de igualdad social y crecimiento 
económico en el largo plazo. 
Algunas metas destacadas 
para 2018 en educación son tener 
un 30% de estudiantes en jornada 
única, llevar la tasa de cobertura 
neta de la educación media al 50% 
y tener un porcentaje de colegios 
del 45% en el nivel alto o superior 
en las pruebas Saber 11. 


de derechos humanos, la construcción de acuerdos so- 
ciales incluyentes y la gestión pacífica de conflictos; (4) 
fortalecer la articulación del Estado en un marco de po- 
lítica criminal coherente, eficaz y con enfoque restaura- 
tivo; (5) enfrentar el problema de las drogas desde una 
perspectiva integral y equilibrada; (6) avanzar hacia la 
garantía del goce efectivo de derechos de las víctimas 
en Colombia; (7) fortalecer y articular los mecanismos 
de transición hacia la paz; y (8) consolidar la acción in- 
tegral contra las minas antipersona. 


Algunas metas destacadas en esta estrategia trans- 
versal para 2018 son las siguientes: reducir la tasa de 
hurto a 187 por cada 100.000 habitantes; reducir los 
atentados contra la infraestructura eléctrica a 10; lle- 
gar a 540.000 ciudadanos orientados en el acceso a la 
justicia a través de Casas de Justicia y Centros de Convi- 
vencia Ciudadana; aumentar la confianza en el sistema 
electoral al 35%; llevar la confianza en el respeto por 
los DDHH al 47%; socializar la política pública LGBTI a 
través de espacios participativos en la totalidad de los 
departamentos de Colombia; implementar la política 
criminal y penitenciaria; alcanzar el número de 500.000 
personas víctimas que han superado la situación de 
vulnerabilidad causada por el desplazamiento forzado; 
tener 16 territorios con capacidades de construcción 
de paz con carácter participativo; tener el 30% del mo- 
delo integral de justicia transicional diseñado e imple- 
mentado institucionalmente por etapas; tener 18.000 
personas exitosamente reintegradas; llevar el índice de 
consolidación de las capacidades institucionales y so- 
ciales para la consolidación del Estado social de derecho 
y la reconstrucción en los territorios priorizados para la 
garantía y ejercicio de los derechos al 70%, y tener el 
100% de las víctimas de minas antipersonal, municio- 
nes sin explotar y artefactos explosivos improvisados 
con acceso a medidas de asistencia. 
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La estrategia transversal de buen 
gobierno busca que el ciudadano y 
sus derechos sean la prioridad del 
Estado, y que las organizaciones 
públicas logren los efectos espera- 
dos de su misión: asignaciones efi- 
cientes, respuesta a las necesidades 
del ciudadano, mitigación de las fa- 
llas del mercado y promoción de la 
equidad. Un buen gobierno planea 
y ejecuta sus recursos de manera 
eficiente, eficaz y transparente. Sus 
objetivos son: (1) el fortalecimiento 
de la articulación Nación-territorio; 
(2) la lucha contra la corrupción, 
la transparencia y la rendición de 
cuentas; (3) la eficiencia y eficacia 
administrativa; (4) la gestión ópti- 
ma de la información; (5) la gestión 
óptima de la inversión y de los recur- 
sos públicos, y (6) la promoción y el 
aseguramiento de los intereses na- 
cionales a través de la política exte- 
rior y la cooperación internacional. 


Un instrumento fundamental en la 
estrategia de buen gobierno será la 
implementación de la inversión pú- 
blica por resultados, lo que permi- 
tirá garantizar que los recursos del 
presupuesto nacional dedicados a 
inversión tengan impacto económi- 
co y social. En este sentido, se dupli- 
carán los contratos plan ejecutado, 
llegando a 17 en 2018, con el objeto 
de fortalecer las herramientas de ar- 
ticulación Nación-territorio que pro- 
muevan la planeación concertada y 
la gestión eficiente. Algunas metas 
destacadas de la estrategia de buen 
gobierno para 2018 son: (1) acce- 
der a 23 comités de la OCDE con 
Colombia como miembro pleno; (2) 
reducir a 160 el número de munici- 
pios que presentan un bajo desem- 
peño integral; (3) tener 17 contra- 
tos plan terminados o en ejecución; 
(4) llevar a 100 el índice de Política 
Pública Integral Anticorrupción, con 
las directrices de la Comisión Nacio- 
nal de Moralización; (5) llevar a 65 
el índice de percepción ciudadana 
sobre la calidad y accesibilidad de 
los trámites y servicios de la Admi- 
nistración Pública; (6) aumentar la 
efectividad de la gestión y defensa 
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jurídica al 59,5 %, y (7) tener un 
100 % de sectores utilizando infor- 
mación de desempeño y resultados 
para la asignación presupuestal. 


Las estrategias transversales que 
desarrollan el PND se encuentran 
enmarcadas en una estrategia “en- 
volvente” de crecimiento verde. 
Esta estrategia se califica como en- 
volvente porque el tema ambiental 
en este Plan no está definido como 
una preocupación sectorial más, 
sino como una estrategia para que 
todos los sectores adopten prác- 
ticas verdes de generación de va- 
lor agregado, con el fin de que, tal 
como lo ordena la Constitución, el 
crecimiento sea económica, social 
y ambientalmente sostenible. Sus 
objetivos son: (1) avanzar hacia un 
crecimiento sostenible y bajo en 
carbono; (2) proteger y asegurar el 
uso sostenible del capital natural y 
mejorar la calidad y la gobernanza 
ambiental; y (3) lograr un crecimien- 
to resiliente y reducir la vulnerabili- 
dad frente a los riesgos de desastres 
y al cambio climático. 


Fuera de las metas ambientales 


contenidas en las otras estrategias 
transversales del Plan, dentro de 
las metas destacables a 2018 se 









LX 


A pesar de esos avances, el proceso de planeación participativa se fue desdibujando progresivamente 


cuentan: (1) reducir la deforesta- 
ción anual a 90.000 hectáreas; (2) 
aumentar el porcentaje de la pobla- 
ción objetivo satisfecha con la ges- 
tión ambiental al 70 % y (3) tener 
1.460 estaciones de monitoreo de 
amenazas geológicas, hidrometeo- 
rológicas y oceánicas. 


En cuanto a las estrategias terri- 
toriales, se puede destacar que se 
implementarán las zonas estraté- 
gicas regionales de servicios públi- 
cos y transporte, para mejorar la 
prestación de estos servicios a nivel 
regional. Así mismo, se continuará 
la política de descentralización de 
competencias diferenciadas para las 
entidades territoriales. 


El Plan Nacional de Desarrollo 2014- 
2018 Todos por un nuevo país es un 
plan ambicioso, con una orienta- 
ción explícita a resultados y con una 
construcción participativa y territo- 
rial sin precedentes. Estamos segu- 
ros que el Plan le permitirá al país 
consolidar su estabilidad macroeco- 
nómica y continuar logrando im- 
portantes avances sociales que nos 
conduzcan hacia la construcción de 
un país más educado, equitativo y 
en paz. En definitiva, hacia ese nue- 
vo país que todos soñamos. 
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en el país a partir de 2002. El gobierno elegido en ese año habría de captar el valor político de los 


espacios de la planeación participativa que surgía. 
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Los planes nacionales de desarrollo: 
antes y ahora 


El exdirector de Planeación explica cómo después de la Constitución 
de 1991 el sistema de planeación se volvió mucho más flexible. 

Y da ejemplos de cómo los planes de desarrollo del pasado eran libros 
sencillos, atractivos, elaborados con libertad, mientras que ahora 

se aprueban leyes extensas, con cientos de artículos. 


Armando Montenegro" 


La Constitución de 1991 acogió una vieja aspiración de 
numerosos miembros de los partidos políticos tradicio- 
nales de elevar los planes de desarrollo —que habían te- 
nido, de manera informal, un importante espacio en las 
instituciones económicas de Colombia desde la mitad 
del siglo XX-al nivel de leyes de una categoría especial, 
que permitiera ordenar las distintas acciones del Estado 
encaminadas a buscar el desarrollo económico y social. 
Con la incorporación de la planeación a la Constitución, 
dichos políticos lograron que Colombia adoptara a sus 
normas fiscales y presupuestales, así fuera de manera 
“suave”, lo que había regido durante décadas en las eco- 
nomías dirigidas y planificadas en numerosos países. 


Seguramente todos los delegatarios de 1991 eran cons- 
cientes de que la planeación por medios constituciona- 
les y legales estaba llegando a nuestro medio un poco 
tarde, sólo unos meses después de la caída del muro de 
Berlín, cuando ya se estaba derrumbando el socialismo 
en casi todo el mundo. Tal vez por este motivo, el régi- 
men de planeación que adoptó la Constitución de 1991 
refleja un compromiso entre formas “duras” de inter- 
vención del Estado y esquemas más modernos, que les 
otorgan una responsabilidad central en la asignación de 
las decisiones económicas a las familias, las empresas y, 
en general, los mercados. La concepción económica que 
prevalece en la Constitución consagra la intervención 
del Estado en materias macroeconómicas, la realización 
de una vigorosa política social, la regulación y vigilancia 


1 Doctor en Economía de la Universidad de Nueva York. Ex director del DNP. 
Agradezco los interesantes comentarios de Hernando José Gómez y Santiago 
Montenegro, quienes no necesariamente están de acuerdo con todas las ideas 
de esta nota. 


estatal de los mercados y dirección de la economía, pero 
consagra también la propiedad, la iniciativa privada y la 
competencia. 


El régimen de planeación que quedó consignado en la 
Constitución de 1991 se limita a establecer normas y 
procedimientos para elaborar los planes y programas de 
la inversión pública en todos los niveles del Estado, en 
un marco plurianual, de acuerdo con la disponibilidad 
de los recursos fiscales. Adicionalmente, la Carta permi- 
te que el plan adopte, por medio de reformas legales, 
una serie de reglas y políticas que ayuden a alcanzar sus 
metas y los objetivos. La planeación en Colombia, a di- 
ferencia de la que se practicaba en la Unión Soviética y 
los países del Este de Europa, no trata de establecer lo 
que el sector privado puede y debe producir ni lo que los 
colombianos pueden o deben consumir. 


Otra característica del tipo de planeación que se esta- 
bleció en la Constitución de 1991 fue su flexibilidad, en 
particular, su adecuación a los procesos democráticos 
del país que, con frecuencia, pueden involucrar el cam- 
bio de las ideas y programas de los distintos gobernan- 
tes. Esto exigió que los planes de desarrollo tuvieran 
una duración igual a la de los gobiernos, es decir, de 
cuatro años. Cada nuevo mandatario, por lo tanto, debe 
presentar un nuevo plan de desarrollo que incorpore las 
ideas de los programas de gobierno que presentó a los 
electores. Ese plan debe ser discutido por el Congreso 
de la República en un proceso abierto al escrutinio de 
la sociedad (en la Asamblea Constituyente se derrotó la 
idea de que el país debía mantener planes de desarrollo 
inflexibles, conformados por programas de inversión de 
largo plazo, obligatorios para todos los gobiernos, sin 
importar su origen ideológico). 
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Lauchiln Currie 





Miguel Urrutia 


Los planes de desarrollo elaborados 
hasta 1990 eran obligados materiales de 
estudio en las facultades de economía, 
derecho y ciencias políticas. 

Su discusión era intensa, a veces, 
crítica y acalorada. Ese fue el camino 
que siguieron el famoso Plan de las 
Cuatro Estrategias del gobierno Pastrana 
(dirigido por el profesor Lauchiln 
Currie), el plan Para cerrar la brecha 
del gobierno de López Michelsen (bajo 
la dirección de Miguel Urrutia 
y su equipo de colaboradores). 
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Un corolario de los planes de desarrollo de cuatro años 
fue el rechazo a la propuesta de que Colombia tuvie- 
ra un Consejo Nacional de Planeación, dotado con 
magistrados vitalicios, de origen no democrático, con 
una cierta orientación corporativista (en el sentido 
que debían representar a gremios y distintos sectores 
económicos), con una fuerte injerencia sobre el conte- 
nido del plan, en especial sobre la identificación de los 
proyectos de inversión. El consejo de planeación que 
quedó consignado en la Ley es bastante “blando”, de 
carácter consultivo, con alguna participación de la lla- 
mada sociedad civil. El rol de este consejo se reduce a 
emitir conceptos y recomendaciones, que el gobierno 
y el Congreso pueden o no considerar. La experiencia 
muestra que, en algunos casos, los consejos de planea- 
ción han funcionado relativamente bien y han hecho su- 
gerencias importantes a la confección y cumplimiento 
de los planes de desarrollo?. 


Ya que el Consejo de Planeación solo tendría funciones 
consultivas, las autoridades de planeación, en la prác- 
tica el Departamento Nacional de Planeación, serían 
miembros del gobierno, nombrados por el presidente 
de la República. 


En cuanto a su contenido, en la práctica, los planes de 
desarrollo en Colombia se han limitado a establecer pla- 
nes de inversión plurianuales y una serie de reformas 
legales que los diferentes ministerios y entidades consi- 
deran importantes para el manejo de sus asuntos. Estas 
reformas legales, con frecuencia, muestran una enorme 
atomización y dispersión entre una multitud de temas 
muy variados —no siempre relacionados con los concep- 
tos centrales del plan de desarrollo—pero los gobiernos 
de turno han encontrado en el plan de desarrollo una 
buena oportunidad de realizar ajustes legales, al co- 
mienzo de sus períodos, cuyo manejo en leyes separa- 
das podría ser imposible o muy dispendioso. 


Otra fuente de flexibilidad de los planes de inversión 
consiste en que sus partidas pueden o no incorporase 
a los presupuestos anuales de rentas y gastos de la Na- 
ción. En la práctica los planes plurianuales de inversión 
son de naturaleza indicativa, que se convierten en rea- 
lidad si existen los recursos para financiarlos y las au- 
toridades realizan previamente las acciones necesarias 
para su ejecución (como los estudios de pre-inversión y 
los diseños de las obras y proyectos). Y aún si los com- 
ponentes del plan plurianual de inversiones se incluyen 
en los presupuestos anuales del gobierno, más adelante, 
ellos pueden recortarse o cancelarse si se presenta una 
escasez de recursos, como la que vive el país a raíz de la 
caída del precio del petróleo (de hecho, el total de recur- 
sos dirigido a la inversión pública ha caído durante dos 
años consecutivos). 


2 También se anota que en otras oportunidades este consejo no ha tenido 
ninguna relevancia. 


Lo más parecido a la planeación 
inflexible, obligatoria, de carácter 
plurianual es la que realiza el Confis 
cuando aprueba vigencias futuras, 
que verdaderamente comprometen 
al gobierno con la ejecución y pago 
de inversiones a lo largo de prolon- 
gados períodos de tiempo. 


Una evaluación cuidadosa sobre la 
pertinencia y relevancia de los pla- 
nes plurianuales de inversión y de los 
cambios legales que los acompañan, 
hasta donde llega mi conocimiento, 
no se ha realizado hasta la fecha y 
pueden ser de gran utilidad. 


La presentación del plan: 
antes y ahora 


Los planes de desarrollo del pasado, 
los que se hicieron antes de 1994, 
fueron libros sencillos, atractivos, 
elaborados con libertad, sin que nin- 
guna norma que regulara su confec- 
ción y contenido. Ahora, de acuerdo 
con la establecido en la Ley Orgáni- 
ca de Planeación, se aprueban leyes 
extensas, con cientos de artículos, 
divididas en dos partes principales: 
(i) la parte general del plan, con los 
objetivos nacionales y sectoriales; las 
metas, las estrategia y políticas, así 
como las formas, medios, instrumen- 
tos de armonización de la planeación 
nacional con la territorial; (ii) el plan 
plurianual de inversiones, de acuerdo 
con la disponibilidad de recursos. 


Los planes de antes eran documen- 
tos fáciles de leer, no eran tan com- 
prensivos como los de hoy, pero 
tenían la cualidad de la sencillez. 
Los de ahora, en cambio, asumen 
el costo de que sus ideas deben tra- 
ducirse al lenguaje jurídico, el de las 
leyes, con los artículos, los parágra- 
fos, derogatorias y modificaciones. 


Hay que señalar, sin embargo, que 
el plan de desarrollo del segundo 
gobierno Santos, Todos por un nuevo 
país, declara, en sus primeros artícu- 
los, que el documento llamado Ba- 
ses del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018: Todos por un nuevo país, 
un extenso escrito de cerca de 800 
páginas, un documento económico 


moderno, con cuadros y gráficos, 
bien escrito y atractivo, hace parte 
integral del ese plan de desarrollo. 


Con respecto a la parte general del 
plan, como se anotó antes, se ha 
criticado que los planes posteriores 
a la Constitución de 1991 incluyen 
en cientos de artículos, verdaderos 
arsenales de mini-reformas legales, 
una multitud de normas y facultades 
de las entidades públicas, un ejerci- 
cio que no siempre tiene una unidad 
conceptual con los fines del plan de 
desarrollo. Una evaluación de este 
aspecto de los planes de desarrollo 
mostrará, seguramente, que, al subu- 
tilizar este mecanismo de reformas 
legales, los gobiernos han perdido 
una oportunidad de hacer impor- 
tantes transformaciones, necesarias 
para el desarrollo económico. 


Hasta 1990, o tal vez incluso hasta 
1994, los planes de desarrollo, ela- 
borados fundamentalmente en el 
Departamento Nacional de Planea- 
ción por sus directivos, técnicos y 
consultores, fueron documentos 
sencillos, articulados e intelectual- 
mente interesantes, que plantea- 
ron, de manera sucinta y coherente, 
las estrategias y programas de de- 
sarrollo económico de los distintos 
gobiernos. Esos planes no debían 
ser discutidos en foros políticos, de- 
pendían únicamente del visto bue- 
no de los gobernantes en la Casa de 
Nariño, y salían a la luz pública con 
tirajes amplios, con amplia difusión 
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y discusión en la prensa, los foros 
gremiales y académicos. 


Como hoy lo recuerdan las personas 
de cierta edad, los planes de desa- 
rrollo elaborados hasta 1990 eran 
obligados materiales de estudio en 
las facultades de economía, derecho 
y ciencias políticas. Su discusión era 
intensa, a veces, crítica y acalorada. 
Ese fue el camino que siguieron el fa- 
moso Plan de Las Cuatro Estrategias 
del gobierno Pastrana (dirigido por 
el profesor Lauchiln Currie), el plan 
Para cerrar la brecha del gobierno de 
López Michelsen (bajo la dirección 
de Miguel Urrutia y su equipo de 
colaboradores). Lo mismo puede de- 
cirse de los planes de los gobiernos 
Turbay o Barco o primeros planes de 
desarrollo de los años sesenta. Inclu- 
so La revolución Pacífica, el plan de 
desarrollo del gobierno de Gaviria, el 
último plan de desarrollo que no fue 
discutido en el Congreso, tuvo am- 
plia difusión y mereció críticas y no 
pocos respaldos. 


Los planes de antaño podían ser re- 
lativamente arbitrarios, en el sentido 
de que se tomaban la libertad de 
señalar sectores líderes, dar priorida- 
des regionales y señalar únicamente 
las inversiones más críticas. Podían 
plantear, por ejemplo, como lo hizo 
el plan del profesor Currie, que el 
sector líder era la construcción de 
vivienda e ignorar la industria o la 
minería, algo inconcebible en el 
mundo de las correcciones políticas 


El consejo de planeación que quedó consignado 
en la Ley es bastante “blando”, de carácter 
A Ml OEE O A O 
llamada sociedad civil. La experiencia muestra 
que, en algunos casos, los consejos de 


planeación han funcionado relativamente 
bien y han hecho sugerencias importantes 
a la confección y cumplimiento 
de los planes de desarrollo. 
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y sociales de hoy. Así mismo, el plan de la Revolución Pacífica, se concentró 
en objetivos transversales, como la ciencia y la tecnología y las reformas de 
varios mercados y no tuvo capítulos sectoriales ni regionales, algo que no 
pasó inadvertido para muchos críticos. Nada de esto podría ser posible en 
la actualidad. 


Por las exigencias legales y procedimentales, los planes de desarrollo de 
ahora son documentos complejos, largos, llenos de cifras y modificaciones 
de las normas legales, que deben mostrar que intentan atender y satisfacer 
todos los sectores, todas las regiones, todas las preocupaciones centrales 
del Estado colombiano. Esta complejidad puede ser el resultado de varios 
factores: 


(i) Debido a las exigencias de la ley orgánica de planeación —una ley que re- 
fleja las exigencias de la Constitución en esta materia--, los planes nacio- 
nales de desarrollo deben ser aprobados por el Congreso. Son, por ello, 
el resultado de consultas, compromisos, deliberaciones con regiones, 
sectores, subsectores, gobiernos locales, grupos de interés y subgrupos 
de la sociedad. Deben satisfacer una variedad de aspiraciones que, casi 
sin excepción, deben quedar incorporados de alguna manera en el plan. 
Sus representantes y voceros deben poder decir que sus exigencias es- 
tán atendidas (de otra manera, no votarán en favor de su aprobación o 
manifestarán su oposición al plan del gobierno). 


(ii) Como la representación en el Congreso es esencialmente política, y de 
carácter regional, la aprobación del plan nacional exige una notable ato- 
mización y equilibrio de las partidas y proyectos entre los departamen- 
tos y municipios del país. De esta forma, es necesario esforzarse para 
mantener una visión nacional, de conjunto, conceptual y agregada, algo 
que le daba un notable atractivo académico y conceptual a los planes de 
desarrollo del pasado. 


Una conclusión es, por supuesto, aunque los planes de desarrollo de ahora 
no sean tan atractivos como documentos de lectura y discusión, si se ela- 
boran en forma cuidadosa, le pueden dar coherencia a todos a las tareas de 
los ministerios y los organismos del estado a comienzos de un gobierno, 
cuando se elaboran los planes de desarrollo. De esta manera se facilita su 
coordinación, su dirección y, posteriormente, la evaluación de sus resulta- 
dos. Este también es un tema para una eventual evaluación de los planes de 
desarrollo adoptados después de 1994. 


El Plan Nacional de Desarrollo no debía ser la suma 
de los planes de todos los departamentos y municipios 


En los planes de desarrollo posteriores a la Constitución de 1991 se aprecia 
una tensión entre los componentes nacionales y los territoriales. Esta ten- 
sión nace de la distribución de funciones entre la nación y los departamen- 
tos y municipios y de los procedimientos de aprobación de los planes. Con 
el tiempo, esta tensión se ha trasladado a la estructura misma del propio 
Departamento Nacional de Planeación, una entidad que ahora está dividida 
en dos partes: una trata de orientar los temas nacionales y otra, los asun- 
tos regionales y territoriales (Algunos críticos señalan, por ejemplo, que la 
obligada dedicación del DNP a los asuntos regionales, especialmente el del 
manejo de las regalías, en alguna medida lo ha llevado a perder de vista las 
políticas nacionales de carácter panorámico). 


Uno de los pilares de la Constitución de 1991 es que las funciones y re- 
cursos de los tres niveles de gobierno - Nación, departamentos y munici- 
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pios-- son diferentes. Los municipios 
deben ser los ejecutores por exce- 
lencia de una serie de funciones es- 
tatales cercanas al ciudadano. Y, en 
el otro extremo, la Nación debe rea- 
lizar una serie de actividades indivisi- 
bles, cuyos beneficiarios debían ser 
todos los colombianos: la defensa y 
la seguridad nacional, la conducción 
de la economía, la construcción de 
redes nacionales de comunicación y 
transporte, los macro sistemas y los 
problemas ambientales del país, la 
ciencia y tecnología, la competitivi- 
dad, el apoyo al funcionamiento de 
la justicia, la diplomacia internacio- 
nal, la lucha contra el narcotráfico, 
entre tantos otros. 


La Constitución considera que el 
hecho de que los distintos niveles 
de gobierno tuvieran funciones y 
recursos diferentes no impediría que 
existieran mecanismos y procedi- 
mientos de apoyo y la complemen- 
tariedad de todos ellos en el desa- 
rrollo de funciones. La Nación debe 
cooperar y asistir efectivamente con 
sus recursos a los municipios y de- 
partamentos en el desempeño de 
sus funciones sociales. 


De acuerdo con las ideas con las que 
se elaboró la ley orgánica de planea- 
ción, se debía esperar que, en primer 
término, quedara complemente claro 
en el Plan Nacional de desarrollo cuá- 
les eran los programas, inversiones y 
normas necesarias para ejecutar las 
funciones puramente nacionales. Y, 
en un segundo lugar, que se estable- 
cieran los mecanismos y programas 
de apoyo a los gobiernos locales, 
junto con los recursos orientados a 
atender este tipo de acciones. 


A nadie se le escapa el hecho de que 
las deficiencias en el cumplimiento 
de funciones y responsabilidades 
nacionales están relacionadas con 
algunos de los mayores problemas 
colombianos, especialmente en ma- 
teria de seguridad, justicia y la mala 
calidad de las redes nacionales de 
infraestructura. Por esta razón de- 
bería esperarse que los planes de de- 
sarrollo le dieran especial atención a 
estas materias (algo que los planes 


de desarrollo, en mayor o menor medida, han realizado 
a partir de 1994). El planteamiento de los planes nacio- 
nales en estas materias, con una visión verdaderamente 
general y nacional, obligaría a los gobiernos de Bogotá 
a contemplar al país en su conjunto, entender sus prin- 
cipales deficiencias y carencias, y a diseñar políticas y 
programar inversiones que traten de servir y modernizar 
a todo el país. 


Probablemente una de las deficiencias de la Ley Orgáni- 
ca de Planeación, que rige la forma de elaborar el Plan, 
fue el no haber exigido que se separara, en forma nítida, 
la parte puramente nacional del plan --la que debe re- 
velar las ambiciones de una planeación verdaderamente 
nacional--, de sus aspectos regionales que complemen- 
tan los esfuerzos de las entidades territoriales. 


Los planes de desarrollo 
alo largo de un cuatrenio 


La confección del plan nacional de desarrollo en los pri- 
meros meses de los gobiernos entrantes es una exigen- 
cia legal. Para cumplirla, el Departamento Nacional de 
Planeación asume el liderazgo, hace consultas con los 
ministerios y entidades del orden nacional y territorial; 
tiene en cuenta las promesas y anuncios del presidente 
ganador y, al cabo de pocos meses, elabora un plan que 
es aprobado, en primer lugar, al interior del mismo go- 
bierno. Luego se presenta al Congreso y se somete a las 
discusiones y votaciones necesarias para su aprobación 
como ley de la república. 


Este plan refleja los programas y las ideas centrales del 
gobierno que comienza. Si logra incorporar en forma 
adecuada bien los planes y programas de los distintos 
ministerios y otros organismos nacionales, se puede de- 
cir que se convierte en “el plan de navegación” del con- 
junto del gobierno entrante. Si, por el contario, como 
puede ocurrir, se limita a reflejar únicamente las ideas 
de los técnicos de planeación sobre asuntos sectoriales, 
y no cuenta con el compromiso pleno de los directivos 
de algunos ministerios, la ejecución de ese plan no ten- 
drá la prioridad ni el compromiso de los funcionarios y 
dependencias a cargo de sus programas. 


Más adelante, a medida que pasan los meses, es común 
que entren y salgan algunos ministros y otros funciona- 
rios, y que ocurran diversas circunstancias que obliguen 
a cambiar los programas y énfasis de los gobiernos. De 
esta forma, algunos programas se postergan, otros se ol- 
vidan o relegan; y no es inusual que unos pocos se orien- 
ten en una dirección contraria a los del plan original. 


Pero también es relativamente común que, después de 
aprobado el plan, aparezcan nuevos programas con la 
llegada de algunos ministros y el cambio de prioridades. 
El programa de viviendas gratis y la configuración del 
plan 4G de construcción de autopistas, por ejemplo, no 
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Se ha criticado que los planes posteriores 
a la Constitución de 1991 incluyen en 
cientos de artículos, verdaderos arsenales 
de mini-reformas legales, una multitud 
de normas y facultades de las entidades 
públicas, un ejercicio que no siempre 
tiene una unidad conceptual con los 
fines del plan de desarrollo. 


Una evaluación de este aspecto mostrará, 
seguramente, que, al subutilizar este 
mecanismo de reformas legales, 

los gobiernos han perdido una 
oportunidad de hacer importantes 
transformaciones, necesarias para 

el desarrollo económico. 


hicieron parte del plan de desarrollo 
del primer gobierno del presidente 
Santos y, por distintos motivos, con 
el paso de los meses, se convirtieron 
en el centro de sus esfuerzos y sus 
más logradas realizaciones. 


La ley orgánica de planeación no 
exige que cuando se lanza un nue- 
vo programa—como el de las casas 
gratis—o cuando se descuida o se 
relega alguna actividad, a veces algo 
normal en el curso de los gobiernos, 
que se modifique y actualice el plan 
de desarrollo. Por esta razón, puede 
ser normal que, a medida que avan- 
zan los gobiernos, los planes de de- 
sarrollo puedan perder vigencia y 
dejar de ser “la carta de navegación” 
del gobierno. 


Salvo que se establezca que haya 
ajustes en el plan de desarrollo - en 
la mitad del gobierno, por ejemplo-- 
la vigencia y la pertinencia del plan 
original dependen, en realidad, de 
la influencia del DNP en el seno de 
cada gobierno. Y depende de las re- 
laciones personales de sus directivos 
con el presidente y los funcionarios 
de la Casa de Nariño y, también, de 
la calidad de sus técnicos, sus docu- 
mentos y su capacidad de influir so- 
bre el gobierno. 
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La Constitución de 1991 y la Ley 
Orgánica de Planeación crearon 
un sistema de planeación bastan- 
te flexible, que dista mucho de los 
esquemas “duros” que tenían en 
mente algunos de los delegatarios 
más intervencionistas. La flexibili- 
dad se introdujo a través de varios 
mecanismos: (i) La vigencia del 
plan plurianual de inversiones es de 
cuatro años, al cabo de los cuales 
llegará otro gobierno y modificará 
su contenido; (ii) los presupuestos 
anuales de rentas y gastos, que pre- 
para el ministerio de Hacienda, no 
están obligados a incorporar todas 
las partidas del plan plurianual de 
inversiones del plan de desarrollo; 
(iii) Pueden aparecer nuevos progra- 
mas, no contemplados en el plan de 
desarrollo original, que se convier- 
tan en prioritarios para un gobierno. 


Si estos mecanismos de flexibilidad 
no existieran, el plan sería una ver- 
dadera camisa de fuerza para todo 
el gobierno y el DNP asumiría el 
papel de un verdadero superminis- 
terio. Ese tipo de planeación sería 
inmanejable en la realidad diaria de 
los gobiernos colombianos. 


La utilidad de los planes de desarro- 
llo, tal como hoy están concebidos, 
se deriva, en primer lugar, del es- 
fuerzo inicial que realiza un gobier- 
no entrante, en sus primeros meses, 
para estudiar, diseñar y adoptar una 
serie coherente de acciones que 
guíen sus acciones. En la medida 
que interpreten y orienten los pro- 
gramas de los ministerios y demás 
organismos, el plan de desarrollo 
puede ser un instrumento muy va- 
lioso para el manejo y la orientación 
de todo el gobierno. 


La flexibilidad que muestran las nor- 
mas sobre planeación refleja bien 
las ideas de los miembros del gobier- 
no que participaron en las discusio- 
nes de la Asamblea Constituyente 
de 1991, ideas que y, más adelante, 
se incorporaron en la redacción de 
la ley orgánica de planeación. 


Puede ser útil realizar una evalua- 
ción profunda de la utilidad y vali- 
dez de la utilización de estos meca- 
nismos de planeación a lo largo de 
más de 20 años. Algunos correcti- 
vos podrían mejorar la articulación 
de los planes con su ejecución, sin 
que, necesariamente, se sacrifique 
su flexibilidad. 


El programa de viviendas 
DACE OAO AR O 
4G de construcción de autopistas, 
por ejemplo, no hicieron parte del plan 
de desarrollo del primer gobierno 


del presidente Santos y, por distintos 
motivos, con el paso de los meses, 
se convirtieron en el centro 
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DNP: 
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su poder depende del presidente 


La recordada directora del Departamento Nacional de Planeación 
pone en blanco y negro los puntos más críticos de la puja política 
entre DNP y el Ministerio de Hacienda y el papel que han jugado 
los presidentes en el impacto de la Planeación en el país. 


Cecilia López Montaño" 


Una de los grandes sacrificados en 
esas últimas décadas de predominio 
del modelo neo-liberal, fue el con- 
cepto de planeación. Se trataba de 
reducir la presencia del Estado, dar- 
le al mercado una gran preponde- 
rancia, impulsar las privatizaciones, 
orientaciones de política púbica 
que llevaron casi siempre al debilita- 
miento de estas instituciones en los 
diversos gobiernos latinoamerica- 
nos. Colombia es uno de los pocos 
países que resistió este embate y lo- 
gró que el Departamento Nacional 
de Planeación no solo sobreviviera 
en estas décadas, sino que fuera 
utilizado para promover la agenda 
ortodoxa: el rol del mercado en los 
bienes públicos como la salud y las 
pensiones, entre otros; las privatiza- 
ciones de las empresas públicas y en 
particular, la inserción en el mundo 
global, conceptos que dominaron 
estos principios económicos. 


Como lo reconoce el ILPES, ahora 
“Hay un conjunto importante de 
países que consideran propicio el 
momento actual para reconstituir 
la planificación para el desarrollo, 
al menguar la relevancia de las ten- 


* Ha sido Ministra de Agricultura, Ministra de 
Medio Ambiente y Directora de Planeación Na- 
cional. 


dencias neoliberales de los años 1990 (sic)” (ILPES, 2014, p.23). Se parte 
entonces de reconocer la planificación como acto político no solo como se 
hacía anteriormente que se refería solo a la función de coordinación. Es en 
lo político donde la planificación encuentra sus fundamentos, sus alcances 
y sus límites. (Ibid.) Es decir, no se trata ya de ejercicios de solo tecnócratas 
sino de la traducción de un mensaje político de un gobierno en objetivos, 
estrategias, asignación de recursos y compromisos cuyo incumplimiento 
recae sobre el Presidente de la Nación. Si a algún país le conviene ésta 
nueva era de la planificación en América Latina es a Colombia ad-portas de 
cambios trascendentales, que se reconocen como imposibles de realizar 
sin un ejercicio serio de planificación (Ibid.) 


Por la nueva prioridad que adquiere una institución como DNP, es oportu- 
no aportar un pequeño pedazo de la historia reciente de ésta entidad que 
permita sacar algunas recomendaciones sobre cómo garantizar su papel 
preponderante en los difíciles años que se avecinan. 


La experiencia de haber sido funcionaria pública en 5 gobiernos consecu- 
tivos -Turbay, Betancur, Barco, Gaviria y Samper- y de haber sido senadora 
durante el segundo período del Presidente Uribe, me permite afirmar que 
el poder del Departamento Nacional de Planeación depende del Presidente 
de turno: de la valoración que le otorgue a la planeación como instrumento 
de desarrollo; de su interés por hacer y mostrar resultados inmediatos o 
analizar y diseñar estrategias; de su reconocimiento sobre el valor de la tec- 
nocracia para el cumplimiento de sus metas. Esa experiencia de vida, desde 
posiciones públicas muy distintas, permite identificar las dos visiones ex- 
tremas que puede asumir un presidente colombiano frente a la importancia 
de la planeación y por consiguiente del DNP en nuestro país. 


Fue durante el Gobierno del Presidente Turbay donde el DNP tuvo su mayor 
protagonismo. Eduardo Wiesner, el director en ese momento, se sentaba 
en los CONPES al lado izquierdo del Presidente y al lado derecho el Ministro 
de Hacienda, Jaime García Parra. El mensaje explícito que recibíamos los 
funcionarios era muy claro: Hacienda y Planeación manejan los temas eco- 
nómicos, y el diseño de las rutas de desarrollo del país. De ahí en adelante 
se habló de Planeación como el Súper Ministerio. 
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Con las limitaciones que impone 
el ser senadora de la República y 
no funcionaria del Ejecutivo, jamás 
había percibido un DNP tan débil 
como en el segundo Gobierno del 
Presidente Álvaro Uribe. En vez de 
ser la mirada de mediano y largo 
plazo de los grandes temas naciona- 
les, se convirtió en una entidad de 
micro-gerencia que respondía a las 
demandas semanales de los Con- 
sejos Comunitarios del Presidente. 
Pero adicionalmente, durante los 2 
gobiernos de Uribe fue evidente la 
subestimación de los diagnósticos, 
de los estudios en general y la prio- 
ridad que se le dio a la ejecución. 
Fue durante esas administraciones, 
entre 2007 y 2008 cuando se le 
entregó el manejo de las regalías al 
DNP. Ésta última decisión que llevó 
en el 2012 a la creación del Nuevo 
Sistema de Regalías en Planeación 
Nacional, para muchos, ha sido un 
serio golpe a sus labores de diseño, 
seguimiento y evaluación de las po- 
líticas de desarrollo del país. Mane- 
jar la inversión pública y a la vez el 
complejo tema de las regalías, son 
responsabilidades que mezclan el 


El Ministerio de 
Hacienda siempre 

ha querido llevarse el 
instrumento que no 
puede perder el DNP, 
el presupuesto de 


inversión, porque 
L OKT 
NOE EAA 
Presupuesto General de 
la Nación, que define 
lo que se hace o no con 
el gasto público. 
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mediano plazo con la coyuntura, y 
de ahí la dificultad. 


Una mirada más reciente permite 
afirmar que el poder del DNP depen- 
de mucho del perfil de su director y 
de su relación con el Presidente res- 
pectivo. Durante el Gobierno Gavi- 
ria, Armando Montenegro -su primer 
director del DNP impulsó junto con 
Rudolf Hommes -Ministro de Hacien- 
da-, la acelerada apertura de la eco- 
nomía colombiana y los principios 
ortodoxos que siguen predominado 
hasta hoy: más mercado, menos es- 
tado, privatizaciones, etc. Otras fi- 
guras como María Mercedes Cuellar 
y Luis Bernardo Flórez en el Gobier- 
no de Barco; José Antonio Ocampo 
en el gobierno de Samper, Mauricio 
Cárdenas en el de Pastrana, por su 
prestancia en el país le dieron un alto 
nivel al DNP en su momento. 


Sin embargo, la mayor amenaza 
para que el DNP cumpla su labor de 
planeación y evaluación del desarro- 
llo, radica en quedar subordinado al 
Ministerio de Hacienda y esto suce- 
de cuando se tiene un Ministro de 
Hacienda muy fuerte y un director 


a 


de Planeación, sin reconocimiento y 
que se comporte como un vice de la 
cartera de Finanzas. Hacienda siem- 
pre ha querido llevarse el instrumen- 
to que no puede perder el DNP, el 
presupuesto de inversión, porque se 
quedaría con un poder total sobre el 
Presupuesto General de la Nación, 
que define lo que se hace o no con 
el gasto público. 


De acuerdo a lo anterior, el Presi- 
dente que tenga que manejar las 
grandes reformas que no se pueden 
posponer si se quiere una paz sos- 
tenible, debe reconocer la impor- 
tancia fundamental de fortalecer la 
planeación, darle la condición de 
Súper Ministerio al DNP y nombrar 
una figura tan fuerte como el Minis- 
tro de Hacienda. 


Cuervo, L., Mattar J. (2014). Planifica- 
ción para el Desarrollo en América Latina 
y el Caribe. : regreso al futuro. Santiago 
de Chile. ILPES. 
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Los orígenes del DNP 


y del Plan Nacional de Desarrollo 


Un análisis de por qué hace casi 60 años el presidente Alberto Lleras 
Camargo decidió dejar de utilizar técnicos extranjeros para diseñar 
y planear el futuro del Estado colombiano y así creo el Departamento 


Nacional de Planeación. 


Santiago Montenegro* 


En este artículo, quiero defender la importancia y la ne- 
cesidad de que un país, como Colombia, cuente con un 
plan nacional de desarrollo y con una entidad como el 
Departamento Nacional de Desarrollo, DNP. Para ello, 
me remonto a los orígenes y a las motivaciones que di- 
versos gobiernos tuvieron para crear y para centralizar 
en esta entidad una variedad de funciones que termina- 
ron siendo cruciales para el desarrollo del país. 


Los orígenes de los planes de desarrollo en Colom- 
bia, quizá, se remontan a la reforma constitucional 
de 1936, en la cual, además de introducir el concepto 
de la propiedad como un función social que implicaba 
obligaciones, plasmó también la noción del intervencio- 
nismo estatal en la economía, con el fin de racionalizar 
la producción, la distribución y el consumo de bienes y 
servicios, además de proteger los derechos de los traba- 
jadores. Unos años después, en 1945, bajo el liderazgo 
de Alberto Lleras, la reforma constitucional de ese año 
introdujo el concepto de planeación y estableció que el 
Congreso fijaría los planes y programas para el fomento 
de la economía nacional y las obras públicas. Pero, solo 
en 1958, durante la segunda presidencia de Alberto Lle- 
ras, se creó el DNP que conocemos hoy en día. No es 
claro de donde vinieron los conceptos iniciales de pla- 
neación, pero, sin duda, no solo en Colombia sino en 
todos los países de América Latina, ellos se inspiraron 
en los modelos de planeación económica centralizada, 
originados en los países socialistas, entonces conside- 
rados muy exitosos en el crecimiento de la economía y 
en la solución de los problemas sociales. No se puede 
olvidar que, aún hasta la edición de 1961 de su famoso 


* Presidente de Asofondos, doctor en Economía de la Universidad de Oxford 
y exdirector de Planeación Nacional. 


libro “Economics”, el premio Nobel 
de economía, Paul Samuelson, es- 
cribió que, dado que la economía de 
la Unión Soviética crecía más rápido 
que la de los Estados Unidos, la lle- 
garía a sobrepasar en tamaño hacia 
el año 1984. Por supuesto, las ideas 
de la planeación y la programación 
también se legitimaron en los mis- 
mos Estados Unidos y el Reino Uni- 
do durante y después del extraordi- 
nario esfuerzo bélico de la Segunda 
Guerra Mundial, años durante los 
cuales la dirección de la economía 
se concentró extraordinariamente 
en los Estados, subordinando el pa- 
pel del mercado y el sector privado 
y permitiendo la derrota del Tercer 


La creación del DNP, en 1958, 
obedeció también a consideraciones 
de tipo práctico, como lo explicó 

el presidente Alberto Lleras, quien 
argumentó que Colombia no podía 
seguir dependiendo de consultores 
extranjeros para la elaboración de 
planes, programas y políticas sectoriales. 
El DNP fue también concebido desde 
sus orígenes como un Think Tank, 
con la misión de desarrollar 

una tecnocracia local. 
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Mientras los primeros analistas 
que había entonces, varios de ellos 
abogados, solo veían problemas 
sectoriales o regionales, sin las 
interconexiones entre unos y otros, 
Lauchlin Currie entendió la estructura 
económica como una sola, en 
el interior de la cual los cambios 
que se producían en un sector, 
como el rural, necesariamente 
impactaban otros, como el 
industrial o los sectores urbanos. 


Reich y el triunfo de los aliados. Naturalmente, las ideas 
de la planeación las legitimaron también las grandes 
corporaciones y empresas en los mismos países de eco- 
nomía de mercado, pues, para operar, necesariamente 
siempre han tenido la necesidad de concebir de pronos- 
ticar la evolución de precios, recursos, mercados y mu- 
chas otras variables, es decir siempre se han visto en la 
necesidad de planear. 


En Colombia, después de la reforma Constitucional 
de 1936, se comenzaron a crear órganos orientados 
a “racionalizar” los procesos económicos*. Dichos or- 
ganismos tuvieron diferentes denominaciones, tales 
como Consejo Nacional de Economía, Junta de Defensa 
Económica Nacional, Comité de Expertos Financieros, 
Comité de Desarrollo Económico y Consejo Nacional de 
Planificación. Según José Antonio Ocampo (Ocampo, 
et al, 1987), estas entidades no produjeron mayores 
resultados en los primeros años, período durante el 
cual fueron más influyentes los consultores extranjeros 
que y las agencias internacionales contratadas por los 
gibiernos. Quizá el más importante e influyente de la 
época fue el economista canadiense Lauchlin Currie, 
quien vino por primera vez al país como jefe de una mi- 
sión del Banco Mundial, la cual realizó las Bases de un 
Programa de Fomento para Colombia, publicado en 1950, 
un plan de desarrollo que sería el primero que realizaría 
este banco de fomento en cualquier país del mundo, y 
escribió otro documento llamado Informe Final del Co- 
mité de Desarrollo Económico, publicado en 1951. Años 
más tarde visitó al país otra misión, esta vez liderada 
por el sacerdote francés Louis-Joseph Lebret, que pro- 
dujo el documento Estudio sobre las Condiciones del De- 
sarrollo Económico de Colombia, publicado en 1958. Bajo 
el liderazgo de la Comisión Económica para América La- 
tina, CEPAL, a comienzos de los años sesenta, se elabo- 
ró el Plan General Decenal de Desarrollo 1960-1970, y el 
Plan Cuatrienal de Inversiones. Posteriormente, Lauchlin 
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Currie volvió a entrar, otra vez, en escena, con la publi- 
cación de un documento muy influyente, que se deno- 
minó la Operación Colombia. En los años sesenta vinie- 
ron al país dos misiones del Servicio de Asesoría para 
el Desarrollo, de la Universidad de Harvard, la segunda 
de las cuales coincide ya con el relanzamiento del DNP, 
en 1968, durante el gobierno de Carlos Lleras Restrepo. 
Con Lleras Restrepo, el DNP adquirió una importancia 
de primer nivel y, quizá, la mayor que ha tenido en su 
historia. Por primera vez, los técnicos colombianos al- 
canzaron el liderazgo en la elaboración de los planes de 
desarrollo y de los documentos técnicos y el país aban- 
donó, así, la dependencia que, hasta entonces, tenía en 
los consultores y académicos del exterior, primordial- 
mente norteamericanos. Precisamente, la creación del 
DNP, en 1958, obedeció también a estas consideracio- 
nes de tipo práctico, como lo explicó el presidente Al- 
berto Lleras, quien argumentó que Colombia no podía 
seguir dependiendo de consultores extranjeros para 
resolver los problemas seculares y para la elaboración 
de planes, programas y políticas sectoriales y de todo 
tipo. En ese sentido, el DNP fue también concebido 
desde sus orígenes como un Think Tank, con la misión 
de desarrollar una tecnocracia local, con capacidad para 
realizar estudios de diferente naturaleza sin necesidad 
de acudir a consultores y académicos extranjeros. 


En esa forma, comenzaron a elaborarse, cada cuatro 
años, los planes de desarrollo de los diferentes gobier- 
nos. Los primeros fueron los Planes y Programas de Desa- 
rrollo, 1969-1972 y el Plan de Desarrollo Económico y So- 
cial, 1970-1973, durante el gobierno de Carlos Lleras. 
Y a partir de la administración de Misael Pastrana, los 
planes se convirtieron en los ejes centrales de la política 
gubernamental, comenzando con El Plan de las Cuatro 
Estrategias, que priorizó el desarrollo con la expansión 
de los sectores de la construcción y las exportaciones, 
además de incrementar la productividad del campo y 
mejorar la distribución del ingreso. 


En este primer plan de desarrollo gubernamental, pro- 
piamente dicho, también tuvo mucho influencia Lau- 
chlin Currie. Y no sobra agregar que, más allá de los 
documentos que elaboró, Currie fue también muy im- 
portante porque enseñó a generaciones de economis- 
tas, de políticos y de analistas colombianos su manera 
de comprender y analizar la economía. Mientras los pri- 
meros analistas que había entonces, varios de ellos abo- 
gados, solo veían problemas sectoriales o regionales, sin 
las interconexiones entre unos y otros, Currie entendió 
la estructura económica como una sola, al interior de la 


1 Algunas ideas y datos que siguen a continuación fueron adaptadas del ca- 
pítulo VII, “La consolidación del capitalismo moderno (1945-1986), del libro 
Historia Económica de Colombia, editado por José Antonio Ocampo, Siglo XXI 
Editores, 1987. 


cual los cambios que se producían 
en un sector, como el rural, necesa- 
riamente impactaban otros, como 
el industrial o los sectores urbanos. 
Mas aún, Currie enseñó que, si era 
necesario desarrollar la industria y 
las exportaciones, había que actuar, 
no solo sobre ellos, sino también so- 
bre el sector agrario. No sobra agre- 
gar que esta forma de entender la 
economía, si bien es ya enseñada en 
las escuelas modernas del mundo y 
del país, no ha sido, curiosamente, 
asimilada por importantes actores 
económicos contemporáneos, algu- 
nos de los cuales siguen pensando, 
por ejemplo, que es posible corre- 
gir un déficit en cuenta corriente 
de la balanza de pagos sin actuar 
sobre el déficit fiscal o el déficit del 
sector privado. 


De esta forma comenzaron a elabo- 
rarse los primeros planes de desa- 
rrollo del país. Consistente con la 
elaboración de los planes de desa- 
rrollo, es también importante resal- 
tar otras funciones que comenzó a 
realizar el DNP dentro de la estruc- 
tura institucional del país y que le 
han dado un sello muy especial en 
el contexto, al menos, de los países 
de América Latina. Durante la admi- 
nistración de Guillermo León Valen- 
cia, 1962-1966, se creó el Consejo 
Nacional de Política Económica y 
Social, CONPES, un cuerpo com- 
puesto por los mismos ministros 
encargados de las políticas econó- 
micas y sociales, y presidido por el 
Presidente de la República. Con el 
paso del tiempo, se encargó al DNP 
la secretaría técnica de este organis- 
mo y la coordinación en la elabora- 
ción de los documentos que serían 
discutidos en su seno, los llamados 
documentos CONPES. A mi modo 
de ver, esta metodología para la dis- 
cusión y toma de decisiones guber- 
namentales ha sido uno de los pasos 
más trascendentales jamás toma- 
dos por el Estado colombiano. Los 
documentos CONPES ordenaron la 
discusión entre diferentes agencias 
e intereses del gobierno con base 
en consideraciones técnicas y la 


mejor información disponible. Era 
natural darle al DNP la secretaría 
técnica de esta entidad y encargarla 
de coordinar la elaboración de los 
documentos porque el DNP acabó 
siendo la única entidad realmente 
transversal, con conocimientos e 
información de todos los sectores 
económicos y sociales. 


Después, el DNP acabó elaborando 
el plan cuatrienal de inversiones y 
el presupuesto de inversión, que es 
incorporado en la ley de presupues- 
to que presenta el Ministerio de 
Hacienda cada año. Para algunos 
caótico e incoherente, este arreglo 
institucional también ha sido, a mi 
modo de ver, muy favorable para el 
desarrollo del país. Porque, habien- 
do elaborado el plan de desarrollo 
y teniendo la responsabilidad de 
elaborar los documentos CONPES, 
el DNP es la entidad mejor dotada 
para asignar los recursos de inver- 
sión entre los diferentes sectores de 
la economía. En tanto el Ministerio 
de Hacienda define el monto total 
del presupuesto y se encarga de 
encontrar recursos para su financia- 
ción, el DNP tiene los conocimiento 


Ss 
= 
E 
E3 
£ 
ES 
© 
9 
sE 
y 
v 
f] 
2 
= 
v 
y 
S 
p 
Š 
= 
v 
S 
© 
E 
3 
2 
£ 
g 
E 
E 
3 
v 
©% 
E 
©% 
Ss 
E 
¡e 


TEMA CENTRAL 


necesarios a nivel microeconómico 
para su asignación sectorial. Por 
supuesto, esta separación de fun- 
ciones ha sido fuente de tensiones 
y discrepancias entre el Ministerio 
de Hacienda y el DNP, pero, dado el 
carácter técnico que ha existido en 
la mayor parte de la historia reciente 
del país, las discusiones han depura- 
do el análisis y enriquecido la toma 
de decisiones. 


Para terminar, quiero argumentar 
que el papel del DNP ha sido más 
exitoso cuando ha actuado como lo 
concibió la reforma de 1968, bajo la 
dirección del presidente Carlos Lle- 
ras Restrepo. Para Lleras Restrepo, 
el DNP debía ser el brazo técnico 
del Presidente de la República, una 
entidad que conoce sobre todos los 
temas y que respalda al presidente 
en las discusiones con los ministros 
de los diferentes sectores. Cuando 
un ministro o un jefe de otro depar- 
tamento le propone al presidente 
una política o le da una cifra o cual- 
quier información, generalmente, el 
presidente no tiene como hacerse 
un juicio sobre su veracidad o per- 
tinencia. El DNP está en capacidad 





Alfonso López Pumarejo (izquierda) fue gran promotor de la reforma constitucional de 193 6, en la 
cual se dieron primeros pasos para los planes de desarrollo en Colombia. Y Alberto Lleras (derecha), 
en 1945 introdujo el concepto de planeación vía reforma constitucional, y en 1958, creó el DNP. 
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Durante el gobierno de Carlos Lleras Restrepo, el DNP adquirió una importancia de primer nivel y, quizá, la mayor que ha tenido en su historia. 


de darle una segunda opinión técnica y está también 
en capacidad de corroborar o poner en juicio las cifras 
que presentan los ministros. En este sentido, la rela- 
ción entre el DNP y los otros ministerios tiene, también, 
un elemento de tensión y, aveces, de confrontación, 
pero esa dialéctica ha enriquecido el debate y la calidad 
de las políticas públicas. Después de todo, los minis- 
terios son entidades en donde sus jefes, los ministros, 
son nombrados como cuotas de partidos, movimien- 
tos o regiones del país, esta última, una consideración 
muy importante históricamente en Colombia, un país 
de regiones. En este sentido, muchos ministros con- 
ciben sus cargos como etapas en una carrera política 


La relación entre el DNP y los 
otros ministerios tiene, también, 
un elemento de tensión y, a veces, 
OCKO KOLKOA OIE AOR 
MOTORO OKA 


debate y la calidad de las políticas 
públicas. Después de todo, 
CAORA O OO RA 
donde sus jefes, los ministros, son 
nombrados como cuotas 

de partidos o regiones del país. 
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de más largo alcance, en muchos casos con la aspira- 
ción de llegar a la presidencia de la república. En este 
sentido, la organización jerárquica de un ministerio es 
muy vertical, razón por la cual la decisión de un ministro 
está, prácticamente, escrita en piedra y no puede ser 
controvertida por un subalterno. Aunque existen, las 
consideraciones técnicas son subsidiarias, pero quienes 
no están de acuerdo con lo que ha ordenado el ministro 
tienen, simplemente, que presentar su renuncia. Du- 
rante la mayor parte de su existencia, el DNP ha sido 
ajeno a consideraciones partidistas y, por lo general, 
cuando ha tenido más influencia lo ha sido porque los 
presidentes han confiado en su capacidad técnica. 


Dicha influencia ha variado a lo largo de la historia. 
Durante la presidencia de Carlos Lleras Restrepo, qui- 
zá, el DNP contó con la mayor influencia que jamás ha 
tenido y, desde entonces, dicha influencia ha variado 
dependiendo de la confianza que los presidentes han 
depositado en la entidad y en sus directores. Algunos 
presidentes, como Virgilio Barco, crearon una especie 
de DNP en Palacio, nombrando un sinnúmero de con- 
sejerías, que replicaban las que, entonces, se llamaban 
unidades y hoy departamentos técnicos del DNP y que 
han sido fuente de no pocas trabas y dificultades. 


En síntesis, creo que el DNP y los planes nacionales de 
desarrollo han sido positivos para el país. Ha sido una 
suerte que un país, como Colombia, haya podido contar 
al interior del Estado con una entidad transversal con 
capacidad para hacer diagnósticos sobre todos los te- 
mas, analizar el pasado para saber de donde venimos, 
evaluar los problemas del presente y realizar proyeccio- 
nes sobre los futuros más probables en un mundo lleno 
de volatilidades e incertidumbres. 


TEMA CENTRAL 


El experimento 


de la planeación participativa 
en Colombia 
a partir de la Constitución de 1991 


La experiencia colombiana, muestra como desde 1994, cuando se 
convocó por primera vez el Consejo Nacional de Planeación, hasta 2002, 
se dieron cambios en los planes gracias a la participación de la sociedad 


civil pero no necesariamente en los presupuestos que se ejecutaban. 
En 2002 los “consejos comunitarios' del presidente Alvaro Uribe 
le dieron un golpe de gracia a este ejercicio deliberativo. 


Clemente Forero Pineda! 


Si bien la planeación, con este u otro nombre, es prác- 
tica corriente en las empresas y en sectores estatales 
específicos de las economías donde predominan los 
mecanismos de mercado, el ejercicio de articular sec- 
tores, programas y regiones en un plan nacional de 
desarrollo es hoy en día una práctica en desuso en es- 
tas economías. A contracorriente de esta tendencia, a 
partir de 1991 y por mandato constitucional, Colombia 
fortaleció la planeación, en los ámbitos nacional, depar- 
tamental y local. 


Hasta entonces, la planeación había sido vista en nues- 
tro país como un instrumento de racionalidad colecti- 
va, de previsión estratégica ante la incertidumbre y de 


1 Ex-presidente del Consejo Nacional de Planeación Participativa de Co- 
lombia. Profesor de la Universidad de los Andes. Este artículo está basado 
en una ponencia presentada en el Congreso sobre Nuevas Funciones de la 
Planeación organizado por Cepal-llpes en 1999. El autor agradece los apor- 
tes que muchos miembros del Sistema Nacional de Planeación de Colombia 
hicieron en su momento a las interpretaciones del proceso de planeación par- 
ticipativa y los valiosos comentarios a esa ponencia hechos por Rubén Darío 
Utria, Edgar Ortegón, Jeanneth Hernández, Ernesto Parra, Carlos Córdoba y 
Guillermo Cardona. 


manejo de la complejidad. En los planes se plasmaba 
una voluntad colectiva única y se esperaba que todo el 
poder del Estado acudiera a su ejecución. 


Como consecuencia de un nuevo enfoque sobre la ac- 
ción del Estado, y de los altos costos de definir priori- 
dades globales, en muchos países los planes nacionales 
han desaparecido y, en otros, han sido sustituidos por 
programas y políticas parciales, que no tienen la preten- 
sión de asegurar una coherencia global. 


El origen histórico del fortalecimiento de la planeación 
global que se ha dado en Colombia, a contracorriente de 
esas tendencias y del clima anti-estatista que ya en 1991 
estaba en boga, tiene que ver más estrechamente con el 
primero de los factores mencionados -la inexistencia de 
una visión única del interés general-, y con la intenciona- 
lidad de corregir prácticas centralistas y autoritarias del 
Ejecutivo, y clientelistas del Congreso y de los partidos 
políticos. En realidad, Colombia era en ese momento una 
república en proceso de remodelación, y la racionalidad 
y coherencia de las políticas públicas no eran los únicos 
propósitos que se le quería dar a este instrumento. 
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La planeación se redefinió como un proceso continuo e iterativo; adoptó 
el carácter de indicativa para la sociedad y obligatoria para el Estado y -su 
característica más importante- se hizo participativa. Los constituyentes 
vieron en ella el escenario ideal para permitir que se oyera la voz de una 
población hasta ahora excluida del debate sobre las políticas del Estado. Al 
fortalecerla, se confrontaba la corriente anti-estatista, pero también se le 
ponían contrapesos al ejercicio arbitrario del poder estatal. 


El grupo guerrillero M-19 acababa de pactar la paz con el gobierno y tenía 
amplia representación en la Asamblea Constituyente. La planeación partici- 
pativa tenía pues el inconmensurable valor político de abrir los canales de- 
mocráticos para que nuevas fuerzas pudieran compartir el poder decisorio 
dentro del Estado. Participar en la confección del plan nacional de desarro- 
llo era visto como una de las recompensas a quienes se habían incorporado 
a la vida civil y política del país y, tan importante como ello, una señal para 
los grupos que aún permanecían en armas. La historia habría de mostrar 
que, para estos propósitos, lo propuesto no era suficiente y además había 
llegado en forma extemporánea, cuando la dinámica del conflicto había 
adquirido vida propia, más allá de las causas que motivaron sus inicios. 


La nueva función de la planeación de servir de escenario para la construc- 
ción deliberativa de consensos no forma aún parte del paradigma principal de 
pensamiento sobre la planeación en el mundo. Este artículo presenta la eva- 
luación de la experiencia colombiana, durante el período comprendido entre 
1994, cuando se convocó por primera vez el Consejo Nacional de Planeación, 
y 2002, cuando se habían vivido dos ciclos de la planeación participativa en 
Colombia, la interpreta y al final propone unas breves apreciaciones. 
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El diseño de la planeación 
participativa 


Una intencionalidad clara de la 
Constitución de 1991 fue la de 
complementar la democracia re- 
presentativa con la democracia de 
participación. La Carta define unos 
cuantos ámbitos para el ejercicio de 
esta nueva forma de la democracia, 
entre los que se destaca la planea- 
ción participativa, a la vez que re- 
fuerza la democracia representativa 
local y departamental. Rescata a 
la planeación del desuso en que su 
ejercicio tecnocrático y autoritario 
la ha sumido en el país y en el mun- 
do. En Colombia, la planeación glo- 
bal existía desde los años cincuenta 
y en 1968 se la había convertido en 
obligatoria, con la esperanza de fre- 
nar la voracidad del clientelismo en 
la asignación de recursos públicos 
mediante la introducción de crite- 
rios técnicos. En 1991 se la proyec- 
tó al centro mismo del gran acuerdo 
político nacional, al darle un carác- 
ter participativo. 


La Constitución de 1991 creó formal 
y jurídicamente el Sistema Nacional 
de Planeación, compuesto por el 
Consejo Nacional de Planeación y 
consejos territoriales en 32 departa- 
mentos y 1067 municipios. La fun- 
ción principal de estos consejos era 
dar un concepto sobre los planes de 
desarrollo de los niveles nacional, 
departamental y municipal, y hacer- 
les recomendaciones que no tienen 
un carácter obligatorio. El Consejo 
Nacional está compuesto por re- 
presentantes de sectores sociales, 
étnicos, ambientales, de mujeres y 
económicos de la población, y por 
representantes de las grandes regio- 
nes del país. Los consejos territoria- 
les tienen una conformación similar. 


La envergadura de esta reforma era 
grande. Como lo dijera el vicepre- 
sidente de la República Humberto 
de la Calle ante el encuentro de 
ex-constituyentes de mayo de 1995: 
“Si tuviera que indicar el avance más 
concreto en materia de ampliación 


de la democracia señalaría la crea- 
ción de espacios para la discusión 
de la inversión pública. Así lo indica 
la obligación de someter a la consi- 
deración del Congreso un plan que 
previamente haya sido discutido, no 
sólo en las cámaras, escenario natu- 
ral de la democracia, sino en un foro 
abierto como es el Consejo Nacional 
de Planeación, donde están repre- 
sentados los diversos sectores de la 
sociedad. Pero la función del Con- 
sejo no puede agotarse en la elabo- 
ración de un concepto cada cuatro 
años, sino que debe mantenerse de 
manera permanente, tal como lo 
prevé la Carta, para servir de cabeza 
del Sistema Nacional de Planeación 
que sirve de referente institucional 
a la planeación participativa para 
permitir que los ciudadanos direc- 
tamente identifiquen sus necesida- 
des, señalen sus prioridades, fijen 
las metas de la acción estatal. Que 
se sientan más protagonistas que 
espectadores”. 


En 1994, los Consejos de Planeación 
Participativa se pusieron en marcha. 
En sus dos primeros cuatrienios, el 
Consejo adelantó amplios procesos 
de consulta con la sociedad. Para ce- 
rrar el ciclo de la planeación, y no so- 
lamente evaluar las propuestas del 
gobierno sino tomar la iniciativa de 
hacer propuestas desde la ciudada- 
nía, en 1997 y 1998 se adelantó una 
convocatoria abierta para que en to- 
dos los municipios y departamentos 
del país se discutieran propuestas a 
los futuros gobiernos nacional, de- 
partamentales y locales. En más de 
300 localidades, cerca del 30 % de 
los municipios del país, la población 
se reunió por la iniciativa de los con- 
sejos de planeación participativa lo- 
cales, y se hicieron propuestas con 
la intención de que los candidatos a 
alcaldes, gobernadores y presidente 
de la república las tuvieran en cuen- 
ta en la elaboración de sus progra- 
mas de gobierno. En 1999, 70 % de 
los municipios del país participaron 
en este proceso. 
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La diversidad resultó ser la fuerza del Consejo Nacional 
de Planeación Participativa. En él confluyeron múltiples 
dimensiones de la sociedad civil y experiencias de la vida 
muy disímiles. De allí surge su autoridad para emitir un 
juicio, desde el punto de vista de la nación, sobre las 
propuestas de los gobiernos. Los sectores sociales, los 
pueblos indígenas, las comunidades afrocolombianas, 
los raizales de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, 
las organizaciones de mujeres, comunales y solidarias, 
los grupos ambientalistas, los sectores educativos y 
científicos, económicos, campesinos y sindicales logra- 
ron en esos primeros ocho años unificar y consolidar 
planteamientos de consenso sobre los planes naciona- 
les de desarrollo de dos gobiernos. 


En la Asamblea Constituyente de 1991, el entonces jefe 
del Departamento Nacional de Planeación reconocía el 
carácter excluyente de la planeación en Colombia: “La 
existencia de un pequeño grupo de gentes educadas 
en el centro del país o en el exterior, reunidas en el 
Departamento Nacional de Planeación y otras institu- 
ciones técnicas del orden nacional, orientadas por una 
ideología estatista, justificaba el trato de las regiones 
como menores de edad. Las instituciones políticas de 
esa época, que no permiten ninguna decisión en la peri- 
feria, reflejan esa concepción... en síntesis, se suponía 
que un grupo selecto de personas podía escoger lo más 


Participar en la confección del plan nacional 
MTO OC OTO AO 
recompensas a quienes se habían 
incorporado a la vida civil y política del país 
y una señal para los grupos que aún 


ECN NA E lea todoo 
de mostrar que, para estos propósitos, 
lo propuesto no era suficiente y había llegado 
en forma extemporánea, cuando la dinámica 
del conflicto había adquirido vida propia, más 
allá de las causas que motivaron sus inicios. 
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conveniente para la Nación por encima de las regiones 
y del funcionamiento de los mercados”?. Cambiar tal 
estado de cosas fue la intención de la Constitución al 
instaurar la planeación participativa en Colombia. 


Si bien en el ámbito nacional, la planeación participa- 
tiva tuvo continuidad a lo largo de dos cuatrienos y 
se ganó un espacio de reconocimiento social, su de- 
sarrollo en los ámbitos local y departamental fue des- 
igual. Una gran diversidad de experiencias se presentó 
en aquellos lugares en donde el proceso planificador 
se dio con el concurso de estructuras participativas. La 
autonomía de la actuación de los consejos con respec- 
to a las autoridades de planeación se ejerció en distin- 
tos grados; en los primeros tiempos, se confundió al 
consejo con un comité asesor que podía o no ser con- 
vocado por la autoridad; la comprensión de los fines 
de la planeación participativa no fue homogénea y en 
algunos casos se confundió con la relación de clientela 
tradicional, tanto por parte de las autoridades como 
de los consejeros; la permeabilidad del ejecutivo a in- 
corporar en sus planes y políticas las recomendaciones 
de los consejos territoriales de planeación no siempre 
fue la mejor y en muchos casos se produjo frustración; 
algunas autoridades comprendieron la trascendencia 
de la nueva estructura y apoyaron la construcción de 
un valioso espacio de relación entre el gobierno local y 
la sociedad civil, demandando de ésta que asumiera im- 
portantes responsabilidades de veeduría y seguimien- 
to; sin embargo, muchos sectores no comprendieron 
que la planeación participativa es un instrumento de 
gobernabilidad a través del cual la ciudadanía asegura 
una orientación de las políticas y los presupuestos más 
adecuada a sus necesidades. 


Participación y gobernabilidad 


La planeación participativa mostró en distintos espacios 
regionales el potencial de generar lazos de confianza en- 
tre el Estado y la sociedad, que constituyen un valioso 
capital social. Dentro de una organización voluntaria, 
se crean lazos de confianza que tienen el potencial de 
contribuir al desarrollo de una localidad, región o país, 
en una forma que no puede ser explicada por la simple 
reunión de trabajo, capital y tierra, los factores que tra- 
dicionalmente daban cuenta del crecimiento. Ese factor 
adicional, invisible, que se conoce como capital social, 
determina también la eficiencia de las administraciones. 
Una densa red de asociaciones voluntarias también po- 
dría contribuir a frenar, según distintos estudios, la apa- 
rición de organizaciones violentas o del clientelismo. 


2 Citado en el documento del ex-magistrado Ciro Angarita, “El Consejo de 
Planeación Social y Participativa: la Constitución, ¿Rey de Burlas?”, Bogotá, 
abril de 1995. 


3 Consejo Nacional de Planeación, Trocha Nacional Ciudadana, Bogotá 1998. 
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Cuando existe desconfianza entre el Estado y los ciuda- 
danos, ocurre lo opuesto: la abstención crece, porque 
los ciudadanos no encuentran candidatos por quién vo- 
tar; el poder de convicción de los gobernantes para que 
la gente participe en proyectos que, para ser exitosos, 
deben contar con la colaboración de los ciudadanos, 
disminuye; la capacidad de los ciudadanos para hacer 
que un elegido cumpla con lo que ellos creen que va 
a mejorar sus vidas, es decir, la gobernabilidad de los 
ciudadanos frente a quienes han recibido su mandato, 
se deteriora. El fenómeno de pérdida de confianza en 
los gobiernos se ha venido dando en muchos países. 
En Colombia, los niveles de confianza han sido muy 
inestables y, a mediados de la década de los noventas, 
mostraron caídas abruptas. 


Esta visión de la gobernabilidad fue fundamental para 
la construcción de la planeación participativa en su pri- 
mera etapa. Como lo expresó el Consejo Nacional de 
Planeación, “En una democracia, en donde el Estado es 
instrumento supremo de la sociedad para la acción co- 
lectiva, la gobernabilidad debe entenderse como la rela- 
ción construida entre los asociados y los gobernantes, 
que les permite a éstos conducir a la colectividad por 
los derroteros definidos por aquellos. El fundamento de 
la gobernabilidad es la confianza: confianza de los aso- 
ciados en que la voluntad general será respetada por el 
Estado y los gobernantes, y confianza de los gobernan- 
tes en que encontrarán la disposición de los ciudadanos 
para cooperar en las acciones específicas en que se ma- 
nifiesta el acuerdo social”3, La planeación participativa 
se hizo escenario privilegiado para construir gobernabi- 
lidad y por lo tanto viabilidad. 


La no--obligatoriedad de las recomendaciones de los 
consejos fue objeto de un agudo debate. En una orilla, 
se consideraba que su poder fue demasiado limitado, lo 
que supuestamente desestimulaba la participación, es- 
pecialmente en un proceso joven cuando la cultura de 
la participación apenas se estaba desarrollando. En la 
otra, se señalaba que hacer sus recomendaciones obli- 
gatorias generaría dos estructuras decisorias paralelas, 
la de la democracia representativa y la de la democracia 
participativa, que rápidamente se enfrentarían. En ese 
caso, los alcaldes, gobernadores y Presidente elegidos 
no tendrían un plan de gobierno propio qué ejecutar. 
Este autor piensa que consagrar la obligatoriedad de 
los conceptos de los consejos, llevaría a un tipo distinto 
de democracia, en la que los elegidos en el poder eje- 
cutivo serían apenas ejecutores de un mandato de los 
sectores sociales representados en los consejos. Ello les 
restaría autonomía a los gobernantes para articular un 
discurso político coherente, y disminuiría seguramente 
la responsabilidad que se puede exigir a los gobernan- 
tes en la ejecución de un plan con el que ellos podrían 
no estar de acuerdo. Sin embargo, la deliberación que 


puede generar el consejo a través 
de su concepto puede lograr una 
amplia trascendencia, especialmen- 
te en los niveles locales. Fue el caso 
de Barrancabermeja, en donde el 
consejo de planeación participativa 
presentó su concepto acompañado 
de un plan alternativo al propuesto 
por el alcalde; el Concejo Municipal 
terminó rechazando el del alcalde 
y aprobando el plan alternativo del 
consejo de planeación participativa. 
En Manizales, el consejo de planea- 
ción participativa objetó inicialmen- 
te el plan, para luego trabajar con 
el alcalde en la preparación de un 
proyecto de plan de mutuo acuerdo. 


Al iniciarse la planeación partici- 
pativa, los conceptos sobre los 
planes se emitieron con base en el 
conocimiento espontáneo de los 
consejeros. Sin embargo, uno de 
los más importantes acumulados 
de la evaluación de dos planes cua- 
trienales nacionales (1994 y 1998) 
y de dos planes trienales en cada 
departamento y municipio (1995 
y 1998) fue la construcción de un 
sistema de conocimiento sobre la 
planeación y el desarrollo de los 
municipios, los departamentos y la 
nación. El período de funciones de 
los consejeros nacionales, departa- 
mentales y municipales es de ocho 
años; la mitad de los miembros se 
renueva al iniciarse un nuevo man- 


dato del ejecutivo. Esto le ha dado 
una continuidad a los consejos, 
que jugaron el papel de memoria 
social sobre la planeación y el desa- 
rrollo en muchos casos. El Consejo 
Nacional de Planeación y muchos 
consejos territoriales construyeron 
simultáneamente una estructura de 
información y una red de personas a 
quienes acudir en busca de conoci- 
miento, experiencia y capacidad de 
análisis. La existencia de vínculos 
permanentes entre el Consejo Na- 
cional y los consejos departamenta- 
les y municipales permitió, a raíz del 
sismo de Enero de 1999 en la región 
cafetera, constituir en menos de 
una semana una red de comunica- 
ción, apoyo y organización ciudada- 
na para ayudar a enfrentar la emer- 
gencia con visión regional. 


En términos de su impacto real 
sobre los planes y políticas de los 
gobiernos, la evaluación de la expe- 
riencia de los primeros ocho años de 
la planeación participativa es ambi- 
gua en el nivel nacional y desigual 
en departamentos y municipios. 
Son notables algunos cambios que 
se dieron en los proyectos de plan 
de los gobiernos nacionales, como 
respuesta a las sugerencias del Con- 
sejo Nacional. Pero estos desarro- 
llos, profundizaciones y acciones 
recomendadas no se proyectaron 
en los presupuestos plurianuales 


<= 1998 
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que acompañan y materializan el 
plan en acciones de gasto estatal. 
Se aceptó con frecuencia el cam- 
bio de discurso; no el de los progra- 
mas efectivamente ejecutados. Por 
otro lado, los cuestionamientos a la 
viabilidad de metas del plan (creci- 
miento y empleo, en el caso del pri- 
mer plan evaluado; consistencia de 
las políticas sociales, en el caso del 
segundo) no fueron siempre asimi- 
lados en la versión final del plan. En 
el caso de los planes territoriales, la 
experiencia fue desigual. 


La sociedad en el 
seguimiento de los planes 


En 1995, el Consejo Nacional de 
Planeación inició el proceso de se- 
guimiento del Plan Nacional de De- 
sarrollo por parte de las regiones y 
de la sociedad civil. Durante todo 
el año de 1995, el Consejo se reu- 
nió con distintos grupos y en varias 
regiones del país, para sondear el 
avance de la ejecución del plan. En 
noviembre presentó el primer infor- 
me de seguimiento y evaluación, 
cuyo contenido es ilustrativo de lo 
que le puede aportar a un gobier- 
no contar con el seguimiento de 
representantes de la sociedad. Ese 
primer documento de seguimiento 
presenta una reflexión sobre algu- 
nos aspectos cruciales que en esa 
coyuntura afectaban la ejecución 
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del plan; ofreció una caracterización 
de la crisis del Estado que se vivía 
en esa coyuntura; ilustró el escaso 
avance de las estrategias de desa- 
rrollo humano sostenible; y señaló 
la necesidad de recuperar el retraso 
del país en la construcción de la na- 
ción pluriétnica y multicultural. 


Trochas y planeación 
“al derecho” 


Cuando se cerró el primer ciclo de la 
evaluación ex--ante de los proyectos 
de plan en los distintos niveles de 
gobierno, apareció claramente en 
los consejeros la visión de que la so- 
ciedad no podía simplemente recibir 
las iniciativas de plan de parte de los 
gobiernos y emitir un concepto so- 


Para adelantar esta estrategia, se diseñó una tecnolo- 
gía que permitió llevar a cabo estos ejercicios simultá- 
neamente en un buen número de municipios del país. 
Ella consistió en proponer unos temas guía, que fueron 
difundidos muy ampliamente: una deliberación acerca 
de la visión de futuro del municipio; una reflexión acer- 
ca de su vocación socio-económica; una evaluación de 
la ejecución del plan anterior; la solicitud de formular 
propuestas sobre los aportes que puede hacer la ciuda- 
danía por su cuenta para complementar las acciones y 
la inversión estatal; y una reflexión sobre la ética de lo 
público. Con esta convocatoria fue posible derrotar la vi- 
sión de que los ejercicios de trocha se limitaban a hacer 
una lista de necesidades de la población, imposibles de 
satisfacer, y enfocar la toma de conciencia acerca de las 
necesidades colectivas en un contexto de viabilidad y 
de pertinencia para la visión de futuro de la comunidad. 


bre ellas. Si la planeación ha de ser La planeación participativa mostró en distintos 
un proceso interactivo entre socie- espacios regionales el potencial de generar lazos 
dad y Pot A a de confianza entre el Estado y la sociedad, que 
en el que e go lerno toma la InicCla- . . . . 

Hua y la.cludadanía responde sé constituyen un valioso capital social. Ese factor 
pensó -, debe haber otro en el que Adicional, invisible, que se conoce como capital 
la ciudadanía puede adoptar un rol social, determina también la eficiencia de las 
propositivo. Se concibió entonces administraciones. Una densa red de asociaciones 
una estrategia, que en su momento l t . t bi 2 d » t ib š f 

se denominó planeación al derecho, vo un arias ampien po ria con r uir arema, 
que consistió en integrar esos dos según distintos estudios, la aparición de 


momentos como parte del proceso organizaciones violentas o del clientelismo. 


planificador. El instrumento de esta 
estrategia fueron las llamadas “tro- 
chas ciudadanas”, documentos pre- 
parados por la ciudadanía para ser 
presentados a los candidatos a alcal- 
des, gobernadores y presidente de 
la república, con el propósito de que 
los tuvieran en cuenta en sus progra- 
mas de gobierno y, en sus planes de 
desarrollo. Como lo expresaba el pe- 
riódico del Sistema Regional de Pla- 
neación Participativa del Magdalena 
Medio, “Entendemos la trocha como 
un ejercicio pedagógico donde la co- 
munidad organizada (sociedad civil) 
construye y presenta propuestas 
a los candidatos para que estos las 
acojan en sus programas de gobier- 
no. Estas propuestas deben conver- 
tirse en un pacto o acuerdo social 
entre candidatos y ciudadanía; de 
esta manera, se hace efectivo el 
voto programático del artículo 259 
de la Constitución Nacional”*, 
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Algunas propuestas fueron valiosas. En la región cafete- 
ra, surgieron iniciativas de visiones con un horizonte de 
muy largo plazo (dos décadas), con lo que se comenzó 
a romper el cortoplacismo propio de la vida política tra- 
dicional. En un pequeño municipio de la Costa Atlántica, 
Sabanalarga, surgió la idea de que la viabilidad a largo 
plazo de la existencia de ese pequeño poblado depende 
de que se consolide el eje Cartagena-Barranquilla--San- 
ta-Marta como un centro de servicios especializados 
para la cuenca del Caribe. Y esta visión fue ligada a la 
estrategia de priorizar una educación de punta para los 
habitantes del poblado. 


En el Magdalena Medio, una de las regiones del país más 
convulsionadas por la violencia, pero que a finales de los 
noventas logró uno de los mayores avances en el desa- 
rrollo de una cultura de la planeación participativa, los 


4 “Para muchos - dice este medio - el nombre de “trocha? trae a la memo- 
ria aquellos caminos difícilmente transitables pero necesarios para ir de una 
vereda a otra”. La Trocha, documento informativo del Sistema Regional de 
Planeación Participativa del Magdalena Medio, octubre de 2000. 


ejercicios de trocha tuvieron un valor adicional. En me- 
dio de un paro armado, se reunieron las fuerzas políticas 
más disímiles, incluidos algunos miembros de grupos 
vinculados con los distintos bandos del conflicto arma- 
do, se logró su respeto por el proceso participativo y se 
produjeron efectivamente los documentos de trocha. 


En el año 2000, cuando los ejercicios de trocha se orien- 
taron por primera vez a buscar acuerdos con los can- 
didatos, no menos de cincuenta municipios lograron 
firmar actas de compromiso entre la ciudadanía y los 
candidatos a alcaldes y gobernadores, alrededor de los 
documentos de trocha que recogían las aspiraciones y 
propuestas de la ciudadanía. Estos compromisos fueron 
firmados, en la mayoría de los casos, por la totalidad de 
los candidatos del municipio. La mayoría de los elegidos 
en esas localidades y departamentos fueron firmantes 
del acuerdo. 


Ordenamiento territorial 


La ley de ordenamiento territorial les dio a los consejos 
de planeación participativa la facultad de emitir concep- 
tos sobre los planes de uso de suelos de los municipios. 
La aprobación de los consejos es necesaria para la apro- 
bación última de estos planes, llamados de ordenamien- 
to territorial. Este proceso le dio especial vigor a finales 
de los noventas a los consejos de todo el país. En un 
importante municipio de Cundinamarca, se impuso la 
necesidad de rehacer el plan de ordenamiento, en razón 
de que su primera versión aprobada no había contado 
con una participación suficiente de la población. Cabe 
destacar también el proceso de elaboración de planes 
de ordenamiento territorial por parte de un conjunto de 
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grupos indígenas del Amazonas, quienes los concibie- 
ron como “planes de vida”; estos planes trascendieron 
el mandato de ley que se restringe al uso del suelo, e 
incorporaron en forma una relación de la población con 
el territorio, a la vez que ilustraron la posibilidad de que 
grupos distintos usen el mismo espacio para fines cul- 
turales diferentes. 


Articulación deliberativa 


La conformación de sistemas regionales de planeación 
participativa, en un país que no ha logrado ponerse de 
acuerdo para definir las condiciones de conformar re- 
giones como unidades administrativas o de planeación, 
ha sido de la mayor trascendencia. Estos sistemas re- 
gionales permitieron una coordinación y compatibiliza- 
ción de planes municipales, y abrieron el espacio para 
emprendimientos comunes de mayor envergadura que 
los que se pueden plantear en los planes municipales. 
Los casos de la región del Eje Cafetero, del Magdalena 
Medio y de los grupos indígenas del Amazonas mencio- 
nados en secciones anteriores fueron los más notables 
esfuerzos de articulación regional, hechos desde el sis- 
tema de planeación participativa. 


Balance y epílogo 


Vista en perspectiva, la experiencia de la planeación 
participativa tuvo, en sus primeros dos cuatrienios, un 
valioso conjunto de realizaciones. Quizá las más signifi- 
cativas son el debilitamiento temporal de las estructu- 
ras clientelistas, el afianzamiento de un espacio para la 
construcción y consolidación de lo público, y el inicio 
de una redefinición de la relación entre la sociedad y el 





La existencia de vínculos permanentes entre el Consejo Nacional y los consejos departamentales y municipales permitió, a raíz del sismo de Enero de 1999 en 
la región cafetera, constituir en menos de una semana una red de comunicación, apoyo y organización ciudadana para ayudar a enfrentar la emergencia con 
visión regional. 


ECONOMÍA COLOMBIANA 31 


TEMA CENTRAL 


Estado. Muchos de estos avances se 
perdieron posteriormente, cuando 
la planeación participativa comenzó 
a declinar en Colombia. 


Aunque las prácticas clientelistas 
resurgieron posteriormente, y se 
adaptaron mediante distintos me- 
canismos a los cambios de situa- 
ción, la existencia de un Plan y la 
discusión pública de las políticas 
de los gobiernos nacionales, depar- 
tamentales y locales, logró tempo- 
ralmente darle una mayor transpa- 
rencia a los procesos de asignación 
de recursos, que dificultaba su uti- 
lización para alimentar las relacio- 
nes clientelistas. Esto trajo como 
consecuencia obvia la antipatía de 
algunos políticos tradicionales por 
los mecanismos de planeación par- 
ticipativa, y la afanosa búsqueda 
de mecanismos que, en contravía 
de un mandato constitucional, les 
permitiera a los congresistas abo- 
gar por la ejecución de proyectos 
de interés particular o regional. En 
los escenarios locales, el programa 


de formación para la participación 
del Consejo Nacional de Planeación 
logró por algún tiempo permear las 
relaciones de clientela. 


Los consejos alcanzaron a ver la 
construcción de lo público, enten- 
dida como la ampliación de los es- 
pacios para la acción colectiva en 
favor de los intereses generales de 
la comunidad, como la vía más ade- 
cuada para debilitar la tradicional 
forma de hacer la política como un 
intercambio de favores. Los elegi- 
dos percibían más claros límites y el 
poder que recibían de sus electores 
freba sus intervenciones a favor de 
intereses particulares o aún regio- 
nales, y les proveía estímulos para 
actuar en la definición y materializa- 
ción de lo público. 


La relación entre la sociedad y el 
Estado había comenzado a mutar. 
Las estructuras participativas resul- 
taron incómodas para las autorida- 
des de planeación que, en el ámbito 
nacional, nunca habían tenido que 
responder ante las regiones y la 
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en sus primeros dos cuatrienios, un valioso 
conjunto de realizaciones. Quizá las 

más significativas son el debilitamiento 
temporal de las estructuras clientelistas, 
el afianzamiento de un espacio para la 


construcción y consolidación de lo público, 
y el inicio de una redefinición de la relación 
entre la sociedad y el Estado. Muchos de 
estos avances se perdieron posteriormente, 
ATO ORORO OLLE iaa Lo 
comenzó a declinar en Colombia. 
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sociedad por sus actuaciones. Los 
consecuentes roces se dieron, inde- 
pendientemente de los gobiernos y 
trajeron como consecuencia discon- 
tinuidades de muchos procesos. 


Una reacción adaptativa espontá- 
nea de distintos organismos del 
Estado, que temían una eventual 
concentración de poder en los 
consejos del Sistema Nacional de 
Planeación fue la proliferación de 
consejos sectoriales sin fuerza ni 
cohesión. Era la lucha del centralis- 
mo por prevalecer, después de re- 
formas constitucionales que lo de- 
bilitaron: cada Ministerio o entidad 
nacional, quería construir un propio 
sistema de participación, sobre el 
cual pudiera ejercer un mayor con- 
trol. Así aparecieron a finales de los 
noventas los Consejos Municipales 
de Desarrollo Rural, las Juntas Muni- 
cipales de Educación, los Consejos 
Municipales de Empleo, los Conse- 
jos Municipales de Economía Soli- 
daria, los Consejos de Participación 
Comunitaria en Salud, los Consejos 
Municipales Ambientales, los Con- 
sejos de Juventud, los Comités de 
Integración Territorial, los Conse- 
jos Consultivos de Ordenamiento 
Territorial, los Consejos de Paz, los 
Comités de Vigilancia de la Gestión 
Pública, y otros más que entidades 
estatales de orden nacional coor- 
dinaban, independientemente del 
Sistema Nacional de Planeación. 
Sin embargo, ni las confrontaciones 
presupuestales, ni la atomización 
de organismos, ni las dificultades 
provenientes del conflicto armado 
impidieron en esos años el avance 
de la planeación participativa. Los 
32 departamentos contaban con un 
consejo de planeación participativo. 
De los 1067 municipios existentes, 
en 1998 se constató la existencia 
formal de 210 consejos municipales 
de planeación, de los cuales 60 fun- 
cionaban adecuada y regularmente. 
En 2000, el Consejo Nacional había 
registrado 680 consejos municipa- 
les con 10.834 miembros. De esos 
consejos, 450 reportaban una acti- 
vidad permanente. 


Además de los principales logros mencionados, la planeación sirvió como el 
instrumento ideal para construir una cultura de la participación de la ciuda- 
danía en los asuntos públicos. Se avanzó en la institucionalización y uso de 
otros espacios participativos que también definió la Constitución de 1991: 
las veedurías, las acciones de cumplimiento, las iniciativas legislativas de 
origen popular, entre otras. De asistir, los ciudadanos han pasado a partici- 
par y a ganar el respeto de los gobiernos por sus iniciativas. 


Los ejercicios de trochas ciudadanas, que lograron convertirse en compromi- 
sos escritos de los candidatos con principios fundamentales para la gestión 
pública y con propuestas que la ciudadanía consideraba prioritarias, le impo- 
nían dificultades a las relaciones clientelistas. En este sentido, la planeación 
participativa contribuyó en aquellos años a la construcción de democracia 
deliberativa?. A pesar de que los organismos de planeación participativa no 
producían recomendaciones de carácter obligatorio para los planes de desa- 
rrollo, mostraron el potencial de generar consensos decisivos alrededor de 
propuestas construidas en diálogo con futuros gobernantes. 


A pesar de esos avances, el proceso de planeación participativa se fue des- 
dibujando progresivamente en el país a partir de 2002. El gobierno elegido 
en ese año habría de captar el valor político de los espacios de la planeación 
participativa que surgía. Y tuvo éxito en sustituir estas estructuras y en 
deconstruir los lazos sociales que se habían creado en todo el país por los 
consejos de planeación participativa, a través un mecanismo de dádivas y 
concesiones directas. Les quitó piso político y sentido a los consejos de 
planeación participativa, colocando a su lado “consejos comunitarios” en 
los que el gobernante interactuaba con líderes locales, sin continuidad, ni 
formalidad ni autogestión de los procesos locales, pero con la fuerza del 
manejo presupuestal. La estructura del Sistema Nacional de Planeación 
Participativa concebida en la Constitución de 1991 se fue debilitando pro- 
gresivamente, y los espacios formales que subsistieron se conviertieron en 
presa fácil del clientelismo. A esto se sumó la agudización del conflicto 
armado que fue cerrando la posibilidad de reunión y de participación de los 
municipios más apartados del país. 


No obstante, es de destacar el impacto que tuvo ese experimento partici- 
pativo en permitir pensar en una nueva concepción de la planeación. Segu- 
ramente una estructura participativa no se adapta a las condiciones de to- 
dos los países. Pero cuando se opta por esta vía, aparece en escena la que 
podría ser vista como una función adicional de la planeación: servir de esce- 
nario para la construcción de consensos sociales. Como consecuencia, las 
demás funciones podrían verse modificadas en su contenido. La evaluación 
podría distinguir como programas de mayor viabilidad aquellos que han 
sido producto de consensos e introduciría eventualmente lo que se podría 
denominar un “cálculo del consenso”, que debe trascender el individualis- 
mo metodológico de Buchanan? y permitir la consideración de comporta- 
mientos cooperativos y procesos deliberativos. La coordinación de planes 
y políticas también podría dejar de ser una función exclusivamente técnica 
y centrarse en la obtención de acuerdos entre cuerpos deliberativos de dis- 
tintos niveles. La función de reflexión estratégica, en particular la prospec- 
tiva, complementaría el ejercicio técnico con el proceso de construcción de 
consenso sobre visiones de futuro y líneas prioritarias de acción. 


5 Carlos Santiago Nino, La constitución de la democracia deliberativa, Gedisa, Barcelona, 1997, p. 198. 


6 Buchanan, James M., Tullock, Gordon (1962). The Calculus of Consent: Logical Foundations of Consti- 
tutional Democracy. 
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La deliberación que 
puede generar el consejo 
a través de su concepto 
puede lograr una amplia 
trascendencia, 
especialmente en 

los niveles locales. 

Fue el caso de 
Barrancabermeja, 

en donde el consejo 

de planeación 
participativa presentó 

su concepto acompañado 
de un plan alternativo 

al propuesto por el alcalde. 
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Reflexiones constitucionales 
al principio de unidad 


de materia 
en el PND 2014-2018 


Para la Contraloría General algunas de las disposiciones previstas 

en el proyecto de ley del Plan de Desarrollo no tenían conexión directa 
con las metas del Plan, razón por la cual se presentó al Congreso de la 
República un concepto. Un aporte al debate constitucional. 


Edgardo José Maya Villazón* 


En el presente escrito me referiré a los principios de co- 
nexidad directa o unidad de materia que deben estar 
presentes en la ley del Plan Nacional de Desarrollo, en 
concordancia con la Constitución, la ley y la jurispru- 
dencia de la Corte Constitucional. 


1 En la Constitución Política, la ley del Plan tiene 
e un tratamiento especial, en su contenido y en 
su trámite, tanto en el Ejecutivo como en el Congreso, 
distinto al de las demás leyes, pues se trata, ni más ni 
menos, de la propuesta política para los cuatro años de 
quien fue elegido Presidente de la República. 


En efecto, en cuanto a su contenido, el artículo 339 de 
la Carta! establece que el PND está conformado por 
dos partes, así: (i) una parte general, que corresponde 
a los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, 
las metas y prioridades de la acción estatal a mediano 
plazo y las estrategias y orientaciones generales de la 
política económica, social y ambiental; y, (ii) otra parte, 
el Plan de inversiones públicas, que contiene los presu- 
puestos plurianuales de los programas y los proyectos 
de inversión pública nacional y los recursos financieros 
para su ejecución. 


Sobre el trámite desde el Gobierno, el artículo 341 de 
la Constitución señala, en forma por demás detallada, 
cómo se construye el Plan, en los siguientes términos: 


34 ECONOMÍA COLOMBIANA 


“Artículo 3 41. El gobierno elaborará el Plan Nacional de 
Desarrollo con participación activa de las autoridades 
de planeación, de las entidades territoriales y del Con- 
sejo Superior de la Judicatura? y someterá el proyecto 
correspondiente al concepto del Consejo Nacional de 
Planeación; oída la opinión del Consejo procederá a 
efectuar las enmiendas que considere pertinentes y pre- 
sentará el proyecto a consideración del Congreso, den- 
tro de los seis meses siguientes a la iniciación del período 
presidencial respectivo. 


Con fundamento en el informe que elaboren las comi- 
siones conjuntas de asuntos económicos, cada corpora- 
ción discutirá y evaluará el plan en sesión plenaria. Los 


* Contralor General de la República. 


1 “Artículo 33 9. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una 
parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden na- 
cional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales 
de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo 
y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y 
ambiental que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones pú- 
blicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas 
y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos 
financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la 
sostenibilidad fiscal. (...)” (se subraya) Modificado por el artículo 2 del Acto 
legislativo 03 de 2011. 


NOTA: Sustituida la expresión “Consejo Superior de la Judicatura” con “Con- 
sejo de Gobierno Judicial”, por el art. 26, Acto Legislativo 02 de 2015. 


desacuerdos con el contenido de la 
parte general, si los hubiere, no se- 
rán obstáculo para que el gobierno 
ejecute las políticas propuestas en 
lo que sea de su competencia. No 
obstante, cuando el gobierno deci- 
da modificar la parte general del 
plan deberá seguir el procedimien- 
to indicado en el artículo siguiente. 


El Plan Nacional de Inversiones 
se expedirá mediante una ley que 
tendrá prelación sobre las demás 
leyes; en consecuencia, sus man- 
datos constituirán mecanismos 
idóneos para su ejecución y supli- 
rán los existentes sin necesidad de 
la expedición de leyes posteriores, 
con todo, en las leyes anuales de 
presupuesto se podrán aumentar 
o disminuir las partidas y recursos 
aprobados en la ley del plan. Si el 
Congreso no aprueba el Plan Na- 
cional de Inversiones Públicas en un 
término de tres meses después de 
presentado, el gobierno podrá po- 
nerlo en vigencia mediante decreto 
con fuerza de ley. 


El Congreso podrá modificar el Plan 
de Inversiones Públicas siempre y 
cuando se mantenga el equilibrio 
financiero. Cualquier incremento 
en las autorizaciones de endeuda- 
miento solicitadas en el proyecto 
gubernamental o inclusión de pro- 
yectos de inversión no contempla- 
dos en él, requerirá el visto bueno 
del Gobierno Nacional. 


Así mismo, según el artículo 342 de 
la Constitución, una ley orgánica re- 
glamentará lo relativo con los pro- 
cedimientos de elaboración, apro- 
bación y ejecución de los planes de 
desarrollo. 


El artículo 200, numeral 3, de la 
Constitución establece que le co- 
rresponde al Gobierno presentar al 
Congreso el plan nacional de desa- 
rrollo, y, a su vez, el Congreso tiene 
la competencia en la aprobación, 
según dispone el artículo constitu- 
cional 150, numeral tercero. 


Como se advirtió, las previsiones 
constitucionales mencionadas, en 


TEMA CENTRAL 


relación con el contenido y el trámite de la ley del Plan, obedecen a que 
es la propuesta política del cuatrienio presidencial, la cual ha sido “fruto 
de la concertación entre la propuesta gubernamental y las demás corrientes 
políticas que encuentran representación en el Congreso Nacional, previa par- 
ticipación de las autoridades de los distintos niveles territoriales y de la co- 
munidad misma a través del Consejo Nacional de Planeación. Es decir, es una 
propuesta política referente a ciertas metas que, en un proceso participativo 
y de concertación, se ha estimado necesario alcanzar, propuesta que viene 
acompañada de estrategias concretas a través de las cuales pretende lograrse 
el cumplimiento de esos objetivos”, 


Como nota al margen, algunos han observado que es impreciso que la ley 
del Plan se refiera a los cuatro años de gobierno si sólo cubre los tres últi- 
mos (por ej. la Ley 1450 de 2011, PND 2010-2014; la Ley 1753 de 2015, 
PND 2014-2018), pero, por asuntos propios del trámite legislativo, la ley 
respectiva es expedida en el año siguiente a la posesión del Presidente de 
la República. 


En desarrollo del artículo 342 de la Constitución, el Congreso de la Repú- 
blica expidió la Ley Orgánica de Planeación, Ley 152 de 1994. Los artículos 
5 y 6 establecen los contenidos del Plan general y el Plan de inversiones*, 
respectivamente. 


2 Entonces, en cuanto al contenido general y el trámite legislativo de 
e la ley del Plan se pueden destacar algunas particularidades, sin las 
cuales el proceso de discusión pública no puede prosperar, que son las si- 
guientes: 


e La iniciativa está reservada al Gobierno 
+ Requiere aprobación absoluta de los miembros del Congreso. 


+ Las comisiones económicas de las dos Cámaras sesionan conjuntamen- 
te en la elaboración del Informe sobre el Proyecto PDN, el cual será so- 
metido a las respectivas Plenarias para discusión y aprobación. 


+ No puede haber aprobaciones implícitas de ninguna de las disposiciones. 


3 Corte Constitucional, sentencia C-305 de 2004. 
4 “Artículo 5*.-Contenido de la parte general del Plan. La parte general del plan contendrá lo siguiente: 
a. Los objetivos nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo según resulte 
del diagnóstico general de la economía y de sus principales sectores y grupos sociales; 


b. Las metas nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo y los procedimien- 
tos y mecanismos generales para lograrlos; 


c. Las estrategias y políticas en materia económica, social y ambiental que guiarán la acción del 
Gobierno para alcanzar los objetivos y metas que se hayan definido; 


d. El señalamiento de las formas, medios e instrumentos de vinculación y armonización de la pla- 
neación nacional con la planeación sectorial, regional, departamental, municipal, distrital y de las 
entidades territoriales indigenas; y de aquellas otras entidades territoriales que se constituyan en 
aplicación de las normas constitucionales vigentes. 


Artículo 6*.-Contenido del plan de inversiones. El plan de inversiones de las entidades públicas del orden 
nacional incluirá principalmente: 


a. La proyección de los recursos financieros disponibles para su ejecución y su armonización con los 
planes de gasto público; 


b. La descripción de los principales programas y subprogramas, con indicación de sus objetivos y 
metas nacionales, regionales y sectoriales y los proyectos prioritarios de inversión; 


c. Los presupuestos plurianuales mediante los cuales se proyectarán en los costos de los programas 
más importantes de inversión pública contemplados en la parte general; 


d. La especificación de los mecanismos idóneos para su ejecución.” 
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+ Se tramita como proyecto de ley orgánica, tal como 
lo establece el artículo 151 de la Constitución. 


+ Las modificaciones propuestas por los Congresistas 
tienen alcance limitado, ya que no pueden referirse 
a la parte general del plan, sino a la parte de inver- 
siones. Estas modificaciones se pueden hacer siem- 
pre y cuando se mantenga el equilibrio financiero y 
tengan la aprobación escrita del Gobierno Nacional, 
por conducto del Ministro de Hacienda y Crédito Pú- 
blico. 


e Por el contrario, el Gobierno sí puede modificar la 
parte general del plan, siguiendo el procedimiento 
establecido en la ley orgánica. 


+ La ley que contenga el plan general de inversiones 
tendrá prelación sobre las demás leyes. Sus manda- 
tos constituirán el mecanismo idóneo para su ejecu- 
ción. 


+ El PND no está concebido para resolver asuntos me- 
ramente coyunturales ni para modificar todas las 
leyes. Debe entenderse que es un Plan de Gobierno. 
De su contenido general lo único que prevalece so- 
bre todas las demás leyes, es lo concerniente al plan 
de inversiones, tal como lo señala el inciso tercero 
del artículo 341 de la Constitución. Este aspecto fue 
estudiado en la sentencia C-539 de 2008 de la Corte 
Constitucional en demanda de constitucionalidad. 


+ La ley del plan no puede ser utilizada para llenar va- 
cíos o inconsistencias que presenten leyes anterio- 
res. La sentencia C-363 de 2012, así lo explicó. 


+ Se debe respetar el principio de coherencia conte- 
nido en el artículo 3, literal m, Ley 152 de 1994”. 
Dada la importancia de este principio, cabe recordar 
que la Corte Constitucional, en sentencia C-557 de 
2000, precisamente declaró inexequible la Ley 508 
de 1999 Plan Nacional de Desarrollo 1999-2002, por 
este vicio, el cual consideró insubsanable. 


Una vez ubicadas las disposiciones constitucio- 

e nales y legales del Plan Nacional de Desarrollo, 

entramos al concepto de unidad de materia, desde la 

perspectiva de la Constitución y de algunas sentencias 
de la Corte Constitucional. 


En primer lugar, hay que señalar que la unidad de ma- 
teria, según el artículo 158 de la Constitución, consiste 
en que “Todo proyecto de ley debe referirse a una misma 


5 Artículo 3? literal m), principios que rigen las leyes de planes:“m) Coheren- 
cia. Los programas y proyectos del plan de desarrollo deben tener una rela- 
ción efectiva con las estrategias y objetivos establecidos en éste;” 


6 Corte Suprema de Justicia, sentencia No. 23 de 17 de mayo de 1976. 
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materia y serán inadmisibles las dis- 
posiciones o modificaciones que no se 
relacionen con ella. (...)”. 


Cabe recordar que este concepto 
no es nuevo, pues se encontraba 
desde 1968, en el Acto legislativo 
01, en los siguientes términos: 


“Artículo 12.- El artículo 77 de la 
Constitución Nacional quedará así: 
Todo proyecto de ley debe referirse a 
una misma materia y serán inadmisi- 
bles las disposiciones o modificacio- 
nes que no se relacionen con ella. El 
Presidente de la respectiva Comisión 
rechazará las iniciativas que no se 
acuerden con este precepto, pero sus 
decisiones serán apelables ante la mis- 
ma Comisión”. 


Esta disposición como estaba con- 
templada en dicha Reforma, fue 
examinada por la Corte Suprema de 
Justicia, explicando que su razón de 
ser es “buscar una sistematización ra- 
cional en la tarea legislativa, a fin de 
impedir que mediante inserciones, mu- 
chas veces repentinas, anónimas, o in- 
oportunas, se establecieran sorpresas 
legislativas”. 


Antes de la Constitución de 1991, 
como ahora, el principio de la unidad 
de materia está encaminado a garantizar 
que en el trámite de toda clase 

de leyes se inserten asuntos que no 
guarden relación con el núcleo central 
de la ley misma, ya que interferiría 
con la transparencia, el debate 
democrático y la publicidad. 
Transgredir este principio no es 

un mero vicio de procedimiento, 

sino de fondo. 


Esto significa que antes de la Cons- 
titución de 1991, como ahora, este 
principio de la unidad de materia 
está encaminado a garantizar que 
en el trámite de toda clase de leyes 
se inserten asuntos que no guarden 
relación con el núcleo central de la 
ley misma, ya que interferiría con la 
transparencia, el debate democráti- 
co y la publicidad. Transgredir este 
principio no es un mero vicio de pro- 
cedimiento, sino de fondo”. Y evita 
que los legisladores y los ciudada- 
nos “sean sorprendidos con la aproba- 
ción subrepticia de normas que nada 
tienen que ver con la(s) materia(s) que 
constituye(n) el eje temático de la ley 
aprobada, y que por ese mismo motivo, 
pudieran no haber sido objeto del nece- 
sario debate democrático al interior de 
las cámaras legislativas”. 


La amplia jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha precisado algu- 
nos conceptos que de una u otra 
manera se relacionan con el tema 
de la unidad de materia, entre las 
cuales están los siguientes: 


Sobre la interpretación flexible de la 
regla de la unidad de materia, se ha 
explicado que, de no ser flexible, se 
afectaría el principio democrático. 
Sin embargo, en el caso de la ley del 
Plan, la Corte ha concluido que la 
exigencia de la unidad de materia es 
restrictiva y que no puede utilizarse 
para llenar los vacíos e inconsisten- 
cias que presenten leyes anteriores. 
Explicó la Corte que si no fuera así, 
“bastaría que esa ley enunciara gené- 
ricamente un objetivo general, como 
puede ser incrementar la eficiencia del 
sistema judicial, para que dicha ley pu- 
diera alterar todo el estatuto penal y 
todas las regulaciones procesales, con 
el argumento de que el plan pretende 
incrementar la eficiencia judicial” °. 


7 Corte Constitucional, sentencia C-670 de 2014. 


En cuanto a la conexidad teleoló- 
gica directa, es decir, de medio a 
fin, la Corte Constitucional explicó 
que tiene dos caras: la unidad de 
materia tanto si las estrategias pre- 
supuestales o normativas para rea- 
lizar los programas no se refieren a 
los programas de inversión, como si 
la disposición no tiene ningún ins- 
trumento para la realización de las 
políticas. Explicó la Corte: 


*(...) los instrumentos ideados por el 
legislador deben tener una relación de 
conexidad teleológica directa (es de- 
cir, de medio a fin) con los planes o 
metas contenidos en la parte general 
del plan. De tal manera que si ellos no 
se vinculan directa e inmediatamente 
con las metas propuestas debe enten- 
derse que, por falta de coherencia, no 
cumplen con el principio de unidad de 
materia. 


Precisando lo anterior puede decirse 
que algunas de las normas contenidas 
en el Plan de Desarrollo definen, por 
su contenido, la orientación misma de 
la política económica, social y ambien- 
tal que deberá presidir la función pú- 
blica durante un período presidencial 
determinado. Tales son, por ejemplo, 
las que describen los principales pro- 
gramas de inversión. Otras, de conte- 
nido instrumental, deben señalar las 
estrategias presupuestales o normati- 
vas para realizar tales programas. Si 
estas últimas no pueden ser referidas 
a las primeras, es decir carecen de 
aptitud sustancial directa e inmediata 
para realizar los planes y programas 
y las metas generales, resultan ajenas 
a la materia o asunto de que trata la 
ley. Y si la disposición no recoge ningún 
instrumento de realización de políti- 
cas, igualmente debe ser considerada 
extraña a la materia de una ley cua- 
trienal de planeación”, 


8 Sentencia C-714 de 2008, M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 


9 Corte Constitucional, sentencia C-573 de 2004 


10 Corte Constitucional, sentencia C-305 de 2004. 


11 Corte Constitucional, sentencia C-305 de 2004. 


12 Esta posición fue refrendada en la sentencia C-377 de 2008 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández. La 
sentencia contó con salvamentos de voto de los magistrados Humberto Antonio Sierra Porto, Jaime Araujo 


Rentería y Jaime Córdoba Triviño. 
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En relación con el concepto de co- 
nexidad directa e inmediata, en el 
mismo pronunciamiento, la Corte 
señaló que deben excluirse las dis- 
posiciones instrumentales conteni- 
das en la ley del Plan eventuales o 
mediatas con las normas que esta- 
blecen los programas y proyectos 
contemplados en la parte general 
del Plan y con aquellas otras que 
especifican los recursos para su 
ejecución. Así mismo, recordó que 
la conexidad es mediata “cuando 
la efectivización de la norma gene- 
ral programática o financiera no se 
deriva directamente de la ejecución 
de la norma instrumental particular, 
sino que adicionalmente requiere del 
cumplimiento o la presencia de otra 
condición o circunstancia”. (...) “En 
tal virtud, si una estrategia concreta 
y particular recogida en un artículo 
nuevo es directa e inmediatamente 
conducente para la realización de la 
política económica, social y ambiental 
que deberá presidir la función pública 
durante el cuatrienio de vigencia de 
la ley del Plan, contemplada desde el 
inicio del trámite del proyecto, tal artí- 
culo nuevo tiene una relación de cone- 
xidad teleológica con ésta última y por 
lo tanto guarda un vínculo razonable 
con el tema central del debate””?. 


Son muchos los pronunciamientos 
de la Corte en esta materia. Sólo 
he tratado de condensar algunos 
de ellos, pero sí quiero destacar el 
siguiente aspecto: 


Las estrategias para realizar las 
metas y prioridades definidas en la 
parte general del PND no son úni- 
camente de carácter presupuestal, 
sino que también pueden incluir, por 
ejemplo, disposiciones jurídicas. En 
efecto, la Corte ha señalado que si 
bien la ley del Plan es de naturaleza 
presupuestal, “ello no implica que esa 
ley solamente pueda contener normas 
de este carácter, sino que puede con- 
tener normas de otro carácter, entre 
ellas, por ejemplo, normas de carácter 
tributario*?. Así esta Corporación ha 
precisado, que dado el carácter mul- 
titemático de la Ley del Plan Nacional 
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de Desarrollo, en ella se pueden incluir 
normas instrumentales”??, 


En ese orden de ideas, de 

e acuerdo con numerosa juris- 

prudencia de la Corte Constitucio- 

nal, el examen de unidad de materia, 

entonces, exige establecer frente a 

la norma instrumental “sospecho- 
sa” un test de conexidad directa: 


+ La conexidad debe establecerse 
entre la norma instrumental y 
las precisas normas generales 
del plan que señalen objetivos, 
determinen los principales pro- 
gramas o especifiquen recursos 
para su ejecución. Es un criterio 
de análisis que está presente en 
buena parte de las sentencias de 
constitucionalidad consultadas. 


e La conexidad implica una rela- 
ción teleológica o finalista, de 
tal manera que la norma instru- 
mental constituya el medio di- 


Sobre la interpretación flexible 
de la regla de la unidad de 
materia, se ha explicado que, 
AAA AAA! 
el principio democrático. 

Sin embargo, en el caso de la ley 


AMOR MO o Oo 
ha concluido que la exigencia 

de la unidad de materia es 
restrictiva y que no puede 
utilizarse para llenar los vacíos e 
inconsistencias que 

presenten leyes anteriores. 
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recto calificado por el legislador para logra el fin. 
Una relación de medio a fin. 


e El análisis de conexidad, por consiguiente, debe evi- 
denciar la utilidad de la norma instrumental para 
lograr el fin, de tal manera que si la misma no se 
vincula directa e inmediatamente con las metas pro- 
puestas debe entenderse que, por falta de coheren- 
cia, no cumple con el principio de unidad de materia. 


e La conexidad se refiere a una regla de necesidad, en 
la medida en que la coherencia entre la norma ins- 
trumental y el Plan, la haga indispensable para su 
concreta implementación. 


e La norma instrumental debe ser de tal naturaleza y 
configuración que, con su supresión o inexistencia, 
perdería eficacia el propósito o meta del plan que se 
pretende. 


e La conexidad no puede ser eventual, conjetural o hi- 
potética. 


Con fundamento en las consideraciones expues- 
e tas, la Contraloría consideró que algunas de las 
disposiciones previstas en el entonces proyecto de ley 
del PND 2014-2015, no tenían conexión directa con las 
metas del Plan, razón por la cual se presentó al Congre- 
so de la República un concepto del cual, para los pro- 
pósitos de este documento, transcribo los siguientes 
apartes: 


“3. La unidad de materia 


“El Plan debe respetar su integralidad y no extralimi- 
tarse en reglar acciones que no son de su competen- 
cia como el Control fiscal o la Ley estatutaria de Salud 


(su) 


De acuerdo con lo anterior, al cotejar las disposiciones 
instrumentales contenidas en el Proyecto de Ley del Plan 
2014-2018, con la parte programática y general del mis- 
mo, puede observarse que se presentan disposiciones que 
no cuentan, a primera vista, con un soporte de coherencia y 
conexión directa con las metas, objetivos y programas que 
el proyecto formula; o que exceden la capacidad del plan 
como incorporar temas que modifican la Ley estatutaria de 
salud. 


En este sentido, el Congreso en la deliberación y discusión 
del Plan de Desarrollo debe revisar con mucho detenimien- 
to las normas propuestas que violarían los preceptos antes 
indicados. 


13 Ver Sentencia C-801 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 


Por otra parte, las bases del Plan recogen algunas iniciati- 
vas que afectan de manera directa el que hacer misional de 
la CGR que deben ser analizadas y valoradas en la discusión 
emprendida por el Congreso de la República, específicamen- 
te, en el pilar de Buen Gobierno. 


Una de estas propuestas tiene como finalidad propiciar la 
generación de sinergias y la armonización metodológica en- 
tre las contralorías, entidades públicas y privadas. Para lo- 
grarlo establece que el Sistema Integrado de Control Fiscal 
será la plataforma tecnológica administrada por la Audito- 
ría General de la República que soportará esta estrategia y 
tendrá especial énfasis en el control fiscal ambiental. 


El Plan no puede hacer una transferencia de las actividades 
enmarcadas en el Sistema Nacional para el Control Fiscal 
(SINACOF) de la CGR a la Auditoría General de la República 
(AGR), lo cual hace que la CGR pierda un espacio fundamen- 
tal, siendo el órgano superior de control fiscal; el papel de la 
AGR es útil para aportar elementos, pero no debe direccio- 
nar el sistema. 


Podría considerarse que la Auditoría estaría en algún mo- 
mento siendo juez y parte, toda vez que podría orientar 
procesos metodológicos y, posteriormente, ella misma en 
su ejercicio auditor a los órganos de control fiscal, podría 
entrar a evaluarlos y cuestionarlos. 


Por su parte los artículos 136, 166 y 183 abren espacio 
para adelantar reformas regulatorias en el ámbito conta- 
ble, presupuestal, financiero y estadístico, de obligatoria 
aplicación para todas las entidades incluyendo las de orden 
territorial, abordando temas de competencia de la Contra- 
loría y que estarían en contravía de la propuesta del Plan de 
unificar reportes y sistemas de información fragmentando 
a las entidades del Gobierno con los Organismos indepen- 
dientes como la CGR. En otras palabras el máximo órgano 
en materia de estadísticas fiscales es la CGR?**, 


A modo de epílogo 


a 

La ley del Plan Nacional de Desarrollo, como cualquier 
otra ley, estará sometida al escrutinio constitucional. Y 
es claro que el principio de unidad de materia será tema 
cardinal de dicho análisis. Por lo mismo, el Ejecutivo 
debe ser cuidadoso a la hora de fijar un objetivo equi- 
librio entre las metas planteadas y el camino señalado 
para su logro. También la Contraloría tendrá mucho que 
decir frente al cumplimiento de esas metas y su cohe- 
rencia frente al plan de inversiones. 


14 Plan Nacional de Desarrollo, Concepto de la Contraloría General de la 
República. 
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Al cotejar las disposiciones 
instrumentales contenidas en el 
Proyecto de Ley del Plan 2014-2018, 
con la parte programática y general 
del mismo, puede observarse que se 
presentan disposiciones que no cuentan, 
a primera vista, con un soporte de 
coherencia y conexión directa con las 
metas, objetivos y programas que el 
proyecto formula; o que exceden la 
capacidad del plan como incorporar 
temas que modifican la Ley 
estatutaria de salud. 
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Hacia una mayor autonomía 
de las grandes ciudades 


Esta interpretación novedosa plantea que la planeación del orden nacional 
está teniendo una intervención no necesariamente beneficiosa para 

el desarrollo de las ciudades. La capacidad de transformación 

de las ciudades sería mayor si tuvieran más autonomía. 


Jorge lván González* 


A medida que se va reconociendo la importancia de las ciudades, se hace 
más evidente la tensión entre la planeación del orden nacional y la autono- 
mía de las aglomeraciones. Frente a algunos temas, como los asentamien- 
tos humanos en el territorio, se observa una falta de liderazgo del gobierno 
nacional. Y en otros asuntos, como el fiscal (impuestos y gastos), se cons- 
tata una intervención exagerada de la Nación. La reflexión tiene especial 
pertinencia en el caso de las ciudades grandes, aunque también puede ser 
válida para las ciudades intermedias. 


La relevancia de las ciudades es ahogada 
por la rapiña de los OCAD* 


Afortunadamente el estudio de la Misión del Sistema de Ciudades (Barco 
2013) puso en evidencia la relevancia que tienen las aglomeraciones en el 
desarrollo económico y social. El tema había sido dejado de lado en la dis- 
cusión de la política económica. Tratando de atender las recomendaciones 
de la Misión, el gobierno nacional incluyó en el Plan de Desarrollo, Todos 
por un Nuevo País (República de Colombia 2015), referencias marginales 
al Sistema de Ciudades, pero no logró que este enfoque se convirtiera en 
un eje articulador del Plan de Desarrollo. Terminó como un asunto menor. 


El gobierno nacional no se compromete con el Sistema de Ciudades por- 
que no se atreve a renunciar a una regionalización que pretende darle im- 
portancia a los departamentos, pero que no logra articularlos al ordena- 
miento territorial. En la realidad política colombiana el departamento es 
importante, pero no se ha logrado que sus funciones sean compatibles con 
los ordenamientos territoriales. Sería ideal que el departamento articulara 
los planes de ordenamiento de los distintos municipios, y que tuviera una 
visión regional. Y desde esta óptica, la coordinación entre departamentos 
sería fundamental en temas tan neurálgicos como la conservación de las 
cuencas, la protección ambiental, la infraestructura vial. Pero los departa- 
mentos no están cumpliendo estas tareas, ni tienen los instrumentos para 


* Director del Centro de Estudios Económicos, CID, de la Universidad Nacional. Doctor en Economía de la 
Universidad de Lovaina. 


1 Órganos Colegiados de Administración y Decisión. 
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hacerlo. Gracias a los excedentes de 
las regalías, y vía los Organos Cole- 
giados de Administración y Decisión 
(Ocad), el gobierno nacional encon- 
tró la manera de ofrecerles recursos 
a los gobernadores, siguiendo la re- 
comendación del ex-ministro Eche- 
verry de “repartir la mermelada a lo 
largo de toda la tostada”. De acuer- 
do con el informe de la Contraloría, 
los dineros de las regalías se están 
ejecutando de manera muy lenta. 
De los $18,1 billones de las regalías 
correspondientes a 2012-2014, no 
se han ejecutado $6,9 billones. Y los 
recursos ejecutados se han destina- 
do a 7.067 proyectos. Este escena- 
rio es típico de una piñata, que no 
permite la consolidación de progra- 
mas estratégicos. 


Entre el Sistema de Ciudades y la dis- 
persión de los Ocad, el Plan de Desa- 
rrollo termina dándole más relevan- 
cia a los Ocad. Se intenta rescatar la 
función de los departamentos, pero 
no se les ofrecen los instrumentos 
para que sean los rectores del orde- 
namiento territorial. En la tensión 
entre el Sistema de Ciudades y unos 
Ocad que no logran tener injerencia 
en el ordenamiento territorial, la ba- 
lanza se ha inclinado hacia los Ocad. 
Y en este proceso se ha ahogado la 
planeación que exigiría el Sistema 
de Ciudades. 


En condiciones ideales el Sistema 
de Ciudades debería estar acom- 
pañado de un ordenamiento terri- 
torial que comience por definir los 
asentamientos humanos en el terri- 
torio. En este asunto el papel direc- 
triz del gobierno nacional es deter- 
minante. La dinámica de una ciudad 
como Bogotá es insostenible. En 
el Plan de Desarrollo, Bogotá Hu- 
mana (Concejo de Bogotá 2012), 
se muestra que el actual ritmo de 
crecimiento de Bogotá no se puede 
mantener. Frente a esta situación, 
el gobierno central no propone nin- 
guna alternativa. Los últimos planes 
nacionales de desarrollo descono- 
cen la geografía y la demografía. La 
primera preocupación del gobierno 
debería ser la ubicación de la pobla- 
ción en el territorio. Y el proceso tie- 
ne que ser planificado. Es notoria la 
pasividad de la Nación frente a este 
asunto, que es crucial en el proceso 
de desarrollo. 


Si los departamentos no están ha- 
ciendo bien el ordenamiento terri- 
torial, la dinámica de las grandes 
ciudades se debe entender a la luz 
de los procesos de las aglomeracio- 
nes urbanas. Este debería ser el foco 
de atención. La gran ciudad es el 
punto de partida para comprender 
el territorio. La creación reciente de 
la Región Administrativa de Planea- 
ción Especial (Rape), integrada por 
Bogotá y los departamentos de Toli- 
ma, Cundinamarca, Boyacá y Meta, 
va en la dirección adecuada. Las 
condiciones de vida de los habitan- 
tes de Bogotá no se puede entender 
por fuera de su territorio. 


La gran ciudad vive gracias a las in- 
teracciones con la región. Conside- 
raciones similares a las de Bogotá 
se pueden hacer en el caso de las 
aglomeraciones que se desarrollan 
alrededor de las otras grandes ciu- 
dades. No es posible entender a Cali 
sin sus interacciones con el Pacífico 
y con Buenaventura. La consolida- 
ción de Medellín dependerá de la 
forma como se relaciona con Apar- 
tadó, Turbo, y con los municipios 
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cercanos. Barranquilla está interactuando con los otros municipios del Ca- 
ribe. Estas consideraciones, que ponen en evidencia los vínculos entre las 
ciudades y sus regiones, deberían ser los ejes articuladores de un plan de 
desarrollo nacional. 


El examen del Sistema de Ciudades debe tener como referencia la conver- 
gencia en términos de calidad de vida. Desde esta perspectiva, en el país 
hay procesos exitosos, como el de Medellín y su región. Allí hay conver- 
gencia. Otro ejemplo positivo es el de Bucaramanga y su área metropoli- 
tana. Pero también se observan procesos que no son exitosos. Bogotá y 
los municipios de su área de influencia no convergen. Los resultados de la 
reciente encuesta multipropósito son significativos. La diferencia entre el 
norte y el sur es significativa. 


La falta de convergencia entre Bogotá y los municipios de la Sabana es 
clara en la figura 1. En Soacha la incidencia de la pobreza es 35,5%, más 
del doble que la de Bogotá (15,8%). En Sibaté es 37,6%. Las diferencias 
tan grandes con respecto a Bogotá ponen en evidencia la necesidad de in- 
tegrar las políticas metropolitanas. La calidad de vida debería ir mejorando 
y convergiendo, de tal manera que las brechas vayan disminuyendo. En la 
gráfica el municipio con menos pobreza es La Calera (11,3%). Es necesario 
preguntarse por qué entre Bogotá y La Calera sí hay convergencia, y entre 
Bogotá y Soacha no. Y en otras regiones del país, tampoco hay convergen- 
cia entre Cali y Buenaventura, o entre Barranquilla y Soledad. 


Falta de convergencia entre Bogotá y los municipios 
de la Sabana. Incidencia de la pobreza (LP) -2014 
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Fuente: SDP (2015, p. 182). 


La búsqueda de convergencia al interior del Sistema de Ciudades debería 
ser una preocupación central de la política pública nacional. Pero para avan- 
zar en esta dirección es indispensable reconocer que las aglomeraciones 
urbanas importan, y que se deben diseñar estrategias que favorezcan la 
convergencia. 
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Las ciudades tienen un margen 
de maniobra importante 


En el ordenamiento del territorio la Nación debería ejer- 
cer una clara función de liderazgo, que permita articular 
las opciones de los municipios. Y el papel del gobierno 
central es relevante, sobre todo, en la definición de los 
asentamientos humanos. 


En el mejoramiento de las condiciones de vida de la 
población el margen de maniobra de las aglomeracio- 
nes es mayor y, por tanto, el gobierno nacional debería 
darles mayor autonomía. En el informe de ONU Habitat 
sobre la desigualdad de las ciudades latinoamericanas 
(López y Carrera 2014) se muestra que al interior de 
un mismo país, las ciudades tienen coeficientes de Gini 
muy distintos. Esta divergencia muestra que las ciuda- 
des sí tienen capacidad de afectar las condiciones de 
vida de sus habitantes. Las diferencias en la incidencia 
de la pobreza también son significativas. En Bogotá y 
Bucaramanga el porcentaje de pobres es considerable- 
mente menor que en otras ciudades del país. Si en el 
mismo país los logros de las ciudades son tan heterogé- 
neos, se llega a una conclusión evidente: la administra- 
ción local es relevante. 


La capacidad de transformación de las ciudades sería 
mayor si tuvieran más autonomía. A las grandes ciuda- 
des se les debería dar mayor libertad en el manejo de los 
impuestos locales y del gasto público. No se entiende 
por qué razón, por ejemplo, el gobierno nacional limi- 
ta el predial, fijando una tarifa máxima del 16%o. Esta 
debería ser una decisión autónoma de los concejos de 
cada ciudad. Tampoco se tendría que restringir la forma 
de gastar. Las normas nacionales sobre el uso de los re- 
cursos pretenden definir parámetros homogéneos para 
ciudades muy distintas. 


La gestión de las rentas urbanas debería ser 
una prioridad del gobierno de las ciudades. 


La ley 388 de 1997 abrió caminos que 
todavía no se han consolidado. 


Las grandes ciudades del país todavía no 
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generación de recursos que se derivan de 
las rentas del suelo y del urbanismo. 
EEIE ARTOA, OT O 
son una fuente de ingresos inexplotada. 





Las rentas urbanas | 
y autonomía de las ciudades 


En la generación de rentas urbanas 
las ciudades podrían tener más au- 
tonomía. Y si los ingresos aumen- 
tan, es más factible consolidar po- 
líticas que favorezcan la inclusión. 
La distribución equitativa de las 
rentas urbanas se refleja en menor 
exclusión. 


La gestión de las rentas urbanas de- 
bería ser una prioridad del gobierno 
de las ciudades. La ley 388 de 1997 
abrió caminos que todavía no se 
han consolidado. Las grandes ciuda- 
des del país todavía no han aprove- 
chado las potencialidades de gene- 
ración de recursos que se derivan de 
las rentas del suelo y del urbanismo. 
La gestión del suelo y de la dinámica 
urbana son una fuente de ingresos 
inexplotada. Las rentas urbanas se 
podrían definir como los excedentes 
que resulta de la gestión del suelo y 
del ordenamiento del espacio de la 
ciudad. Los negocios inmobiliarios 
están atados a las reglamentacio- 
nes de las ciudades. La norma urba- 
na define los usos del suelo, así que 
para el inversionista privado la regla- 
mentación es determinante para la 
rentabilidad del negocio. 


Puesto que las dinámicas urbanas 
siempre están generando exceden- 
tes, la administración tiene el reto 
de diseñar mecanismos que le per- 
mitan compartir las rentas con los 
privados. Los excedentes derivados 
de los procesos urbanísticos no 
deberían quedar solamente en ma- 
nos de los privados. La ciudad debe 
aprovechar parte de estas rentas, y 
el ideal sería que se hiciera de mane- 
ra equitativa. 


Aunque las disposiciones legales le 
permiten a las ciudades aprovechar 
las rentas, la administración urbana 
ha sido muy pasiva. Las secretarías 
de hacienda no han entendido el 
papel que pueden cumplir. No son 
conscientes de las potencialidades 
financieras de las rentas urbanas. 


Quizás por la poca relevancia que tiene la geografía en 
la enseñanza de la economía, las secretarías de hacien- 
da no han entendido la relevancia del suelo y del ur- 
banismo. Existe un patrón de comportamiento calcado 
del Ministerio de Hacienda, que se expresa en una igno- 
rancia de las dimensiones espaciales. El libro de Krug- 
man (1991), que pone en evidencia la importancia de 
la geografía, fue publicado hace 24 años, y el espacio 
todavía no se incorpora en la enseñanza. El polémico 
texto de macroeconomía de Mankiw (2009) no hace 
ninguna referencia a la geografía. En ningún momento 
menciona el espacio, ni los rendimientos crecientes que 
se derivan de las aglomeraciones. 


Además de este carencia básica, que se desprende de los 
enfoques de la teoría económica estándar, a las ciudades 
les ha faltado iniciativa para diseñar proyectos de inver- 
sión conjuntamente con los privados. En el país se han 
ido consolidando las alianzas público/privadas para pro- 
yectos de infraestructura vial, sin que se haya avanzado 
de forma similar en las inversiones urbanas. Las rentas 
que generan los proyectos urbanos se deberían distribuir 
por partes iguales entre la administración y el sector pri- 
vado. Un esquema con participación de 50/50 es bueno 
para los dos. Es conveniente para el privado porque sin la 
normatividad urbana, y sin el apoyo de la administración 
local, no es factible desarrollar el proyecto. Y es bueno 
para la ciudad porque gracias a la inversión privada en- 
cuentra rentas adicionales. 


No tiene sentido, como sucede actualmente, que los 
privados se queden con toda la renta proveniente de la 
dinámica urbana. Puesto que la aglomeración urbana es 
una fuente permanente de rentas, las posibilidades de 
mejorar los recursos son numerosas. Pero para que esta 
tarea sea exitosa, las secretarías de hacienda se tienen 
que convencer de su importancia. 


En el diseño de las fuentes de recursos, los gobiernos 
locales deberían mirar con más cuidado la gestión del 
suelo y del urbanismo. Los recursos son de diverso tipo. 
El más conocido es el predial y, afortunadamente, en 
las ciudades grandes se observa una preocupación por 
actualizar los catastros. Los avances que ha hecho Bo- 
gotá son relevantes, y el valor catastral equivale, en pro- 
medio, al 85% del valor comercial del inmueble. Pero 
hay otras fuentes de recursos que no reciben suficiente 
atención de las secretarías de hacienda: participaciones 
en plusvalías, cargas/beneficios y valorizaciones. Y en 
el país ya se comienzan a discutir otras modalidades 
como los derechos de edificabilidad y los cobros por 
congestión. 


Las participaciones en plusvalía tienen su origen en 
los ataques contra la renta diferencial de economistas 
clásicos como George (1981). Para ellos era claro que 
los excedentes que no tienen su origen en la actividad 
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Quizás por la poca relevancia que 
tiene la geografía en la enseñanza 
de la economía, las secretarías 
de hacienda no han entendido 
la relevancia del suelo y del urbanismo. 
Existe un patrón de comportamiento 
calcado del Ministerio de Hacienda, 
que se expresa en una ignorancia 
de las dimensiones espaciales. El libro 
de Krugman (1991), que pone en 
evidencia la importancia de la geografía, 
fue publicado hace 24 años, y el espacio 
todavía no se incorpora 
en la enseñanza. 


empresarial deben ser castigados con impuestos. Se re- 
ferían, por ejemplo, a la fertilidad del suelo. George va 
más lejos y muestra que los procesos urbanos también 
generan rentas diferenciales. En San Francisco el pre- 
cio del suelo se cuadruplicó de un momento a otro. La 
razón del mayor valor era la llegada del ferrocarril. En 
opinión de George el 100% de esta renta diferencial de- 
bería ser para la administración de la ciudad. Hizo bien 
la ley 388 al introducir la posibilidad de cobrar las par- 
ticipaciones en plusvalías. Pero esta fuente de ingresos 
ha ido perdiendo relevancia, y el recaudo es muy bajo. 
Además, las dificultades jurídicas que se presentan para 
su cobro son numerosas (Alfonso 201 1) 


Los cobros por valorización han sido dinámicos, pero 
hace falta que la tarifa sea más progresiva, de tal ma- 
nera que se le cobre más a quienes tienen mayor ca- 
pacidad de pago. Los ingresos por valorización son 
irregulares en el tiempo y dependen de las prioridades 
de las obras. 


La distribución de cargas y beneficios que se lleva a 
cabo en los proyectos urbanísticos, es un mecanismo 
adecuado para reducir los gastos de la administración 
en infraestructura (redes, vías), pero su monto en el 
conjunto de las finanzas distritales es relativamente 
pequeño. 


En las ciudades de Colombia no se han implementado 
los derechos de edificabilidad, ni los cobros por conges- 
tión. Estas dos fuentes de recursos pueden ser muy di- 
námicas, como sucede en otros países. El tema ya está 
en la agenda local pero no se concreta. Los derechos de 
edificabilidad tienen dos ventajas. La primera es que su 
valor depende del mercado. Y la segunda es la cobertu- 
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ra global, porque no pretenden un 
equilibrio amarrado a cada proyec- 
to como sucede con el balance en- 
tre cargas y beneficios. El gobierno 
local le vende a los constructores 
el derecho a mayor altura. En Sáo 
Paulo los títulos de edificabilidad 
se llaman Cepacs. Las últimas emi- 
siones han sido exitosas, y la ciudad 
ha obtenido recursos considerables 
(Sandroni 2010, Borrero y Guzmán 
2012). Los cobros por congestión 
ya se empiezan a discutir en las ciu- 
dades del país, pero todavía no son 
realidad en ninguna. Además de ser 
una fuente de recursos importante, 
estos cobros desestimulan el uso 
del carro privado. Los cobros por 
congestión, como decía Vickrey 
(1963), son alternativas para orga- 
nizar en las ciudades las demandas 
por los diferentes servicios. 


Las administraciones locales no le 
han dado relevancia a estas fuentes 
de recursos alternativas. No se han 
tomado medidas para pensar la ciu- 
dad como una gran empresa gene- 
radora de rentas (Vickrey 1977). El 
teorema  George-Hotelling-Vickrey 
(González 2013) muestra que la ciu- 
dad genera las rentas que necesita 
para pagar los servicios. En este sen- 
tido el mensaje es optimista. Pero la 
aplicación práctica de este principio 
tiene que estar animada por el espí- 
ritu de George: las rentas que gene- 
ra la ciudad tienen que ser compar- 
tidas, y no deben quedar solamente 
en las manos de los privados. 


Como las necesidades financieras 
de las ciudades son crecientes, el 
aprovechamiento de las rentas es 
indispensable. De lo contrario no es 
posible realizar las grandes inversio- 
nes urbanas. Tampoco se podrían 
seguir mejorando los servicios so- 
ciales que inciden directamente en 
la calidad de vida de las personas. 
Solamente para recordar, la prime- 
ra fase de la descontaminación del 
río Bogotá vale $7 billones. Si a esta 
cifra se le suman los costos de la 
jornada completa, del metro, de los 
cables, etc., el monto supera rápida- 
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mente los $20 billones. Y estos dineros únicamente se pueden conseguir 
si las rentas urbanas se reparten de manera equitativa entre los sectores 
público y privado. En este campo las iniciativas de las ciudades pueden ser 
de muy diverso tipo. Lástima que un tema como este no haga parte de las 
agendas de los candidatos a las alcaldías y a los concejos. 
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La transformación 


del campo 
en el PND 2014-2018 


Este análisis sostiene que los Planes de Desarrollo diseñados desde 
1991 en el sector agrario tienen dos defectos: primero, han estado 
desarticulados con los planes municipales y departamentales, 

y segundo, no son objeto de evaluación. El actual Plan intenta 
corregir la primera equivocación. 


Contraloría Delegada 
para el sector Agropecuario" 


Este artículo realiza una lectura 
crítica de los Planes Nacionales de 
Desarrollo (en adelante PND) expe- 
didos al amparo de la Constitución 
Política de 1991, haciendo énfasis 
en las estrategias para el sector 
agropecuario y en algunas deficien- 
cias formales en ellos observadas; 
en particular, la falta de coordina- 
ción con los planes de los gobiernos 
territoriales y la ausencia de evalua- 
ciones sistemáticas de su gestión y 
resultados. 


La primera sección reseña las polí- 
ticas agropecuarias adoptadas por 
los PND expedidos desde 1990 y 
la sección 2 contrasta los valores 
asignados por los PND al sector y 
sus entidades del orden nacional. 
Enseguida, la sección 3 discute la 
normatividad constitucional y legal 
vigentes en materia de coordina- 
ción y evaluación de los planes de 
desarrollo para todos los niveles de 
gobierno. La sección 4 contrasta el 
mandato legal sobre sistemas de in- 
formación de dichos planes con la 
información efectivamente suminis- 


trada por el sistema SINERGIA del Departamento Nacional de Planeación. 
La sección 5 presenta las conclusiones generales del documento. 


La estrategia para el sector agropecuario 
en los Planes Nacionales de Desarrollo 


La década de los noventa en Colombia fue un escenario de enormes cam- 
bios. La existencia de una nueva Constitución, la apertura de la democracia 
a inéditos grupos políticos, un marcado acento en la autonomía territo- 
rial y el agotamiento de los modelos económicos proteccionistas, sirvieron 
como escenario fundante de nacientes entendimientos institucionales y 
macroeconómicos. 


El orden de prioridades que impuso el primer PND aprobado en esa dé- 
cada! estaría marcado por dos preocupaciones centrales del sector pro- 
ductivo agropecuario. De una parte, el agotamiento del esquema de de- 
sarrollo económico vigente para ese entonces basado en la sustitución de 
importaciones, el cual desconectó a la industria nacional de los mercados 
internacionales, provocando el estancamiento en los niveles de vida de los 
productores agropecuarios y la población en general. De otra parte, la glo- 
balización de la economía mundial y la necesidad de insertar a Colombia en 
un esquema de apertura comercial, acompasado de una menor interven- 
ción gubernamental en la economía. 


* Participaron en las discusiones y escritura de textos: Andrés Bernal- Contralor Delegado, Adriana Gonzá- 
lez- Directora DES, los profesionales Mario Espitia, Javier Rodriguez, Hernán Darío Pinilla y Néstor Rubiano. 


1 La Revolución Pacífica, adoptado durante el gobierno de César Gaviria Trujillo. 
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Como lo han reconocido algunos 
autores? al analizar los cambios para 
el sector agropecuario durante la 
administración Gaviria, “virtualmen- 
te todas las políticas e instituciones 
heredadas en 1990, de alguna ma- 
nera, fueron revisadas, cuestiona- 
das y alteradas”. El inventario de 
tales modificaciones no es corto y 
vale que agregar que la mayoría de 
estas permanecen hoy en día en el 
ordenamiento jurídico colombiano. 


El tono que impuso esa carta de na- 
vegación, en líneas generales, hoy 
en día se mantiene; no obstante, las 
preocupaciones no son las mismas. 
La desestabilización económica y 
política en distintos países, la pro- 
nunciada caída de los precios del 
petróleo y la volatilidad de la oferta 
alimentaria que conllevó a su enca- 
recimiento, han traído consigo cam- 
bios notables en el ámbito rural y el 
debilitamiento de la producción de 
alimentos en Colombia. 


Estrategia agropecuaria en 
los PND del período 1990-2014 


En el PND 1990-1994, las políticas 
sectoriales agropecuarias estuvie- 
ron inmersas en las estrategias de 
infraestructura física (adecuación 
de tierras) y de desarrollo económi- 
co (productividad, comercio inter- 
nacional, fortalecimiento de la inver- 
sión en activos físicos y humanos, 
movilidad de recursos y bienes para 
fomentar la competencia). 


En el PND 1994-1998 las políticas 
sectoriales agropecuarias se inserta- 
ron en las estrategias macroeconó- 
micas, a saber: defensa de la tasa de 
cambio, fortalecimiento del ahorro 
doméstico, reducción de la infla- 
ción, pacto social de productividad, 
precios y salarios; política activa de 
empleo; consolidación de la apertu- 
ra económica. Así mismo se planeó 


2 Uer, por ejemplo, JARAMILLO, C.F. (2002), 
Crisis y transformación de la agricultura co- 
lombiana: 1990-2000, Banco de la República. 
Fondo de Cultura Económica, 2002. Bogotá D.C. 
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Si un PND no tiene 
conexiones con los planes 
y gastos de más de 32 
departamentos y 1038 
municipios y de 48 
millones habitantes, 
sencillamente, no es 
el plan de la Nación, 
sino el plan del 
Gobierno Nacional. 


fortalecer la competitividad para la 
internacionalización (plan estratégi- 
co exportador, modernización agro- 
pecuaria y rural). 


El PND 1998-2002 aludió a la bús- 
queda de la paz y las políticas sec- 
toriales fueron referenciadas en el 
aparte “Desarrollo y paz: instru- 
mentos y prioridades para la cons- 
trucción de la paz”. Las estrategias 
fueron dirigidas a las zonas afecta- 
das por el conflicto dando prioridad 
al tema de sustitución de cultivos 
ilícitos por medio de programas de 
desarrollo alternativo, atención a 
la población desplazada y acciones 
priorizadas y focalizadas hacia re- 
giones donde la violencia había asu- 
mido un carácter crítico. 


Específicamente, este PND en el 
aparte “Il. Sector Agropecuario”, re- 
conoció el abandono sufrido por el 
campo durante décadas y planteó 
modificar la situación mediante la 
inversión en proyectos productivos, 
la generación de riqueza y empleo 
y la explotación de las ventajas 
competitivas con tecnologías ade- 
cuadas, utilizando la mano de obra 
nacional y respetando el principio 
de sostenibilidad de los recursos 
productivos. Los componentes de la 
política agropecuaria fueron i) cade- 
nas productivas ii) desarrollo rural y 
iii) cambio institucional. 


El PND 2002-2006 expuso como eje 
principal la seguridad democrática y 
apuntó a invertir en proyectos pro- 


ductivos y generación de ingresos 
como instrumento de desarrollo en 
las zonas deprimidas y de conflicto. 
Su capítulo Ill “Manejo social del 
campo: Construir equidad social” 
se ocupó de las políticas sectoria- 
les agropecuarias. Durante la eje- 
cución de este PND se iniciaron las 
negociaciones de tratados de libre 
comercio con los Estados Unidos y 
la Unión Europea. 


En el PND 2006-2010, las estrate- 
gias y políticas dirigidas a las áreas 
rurales se encontraron en dos apar- 
tados. En el capítulo 3. “Reducción 
de la pobreza y promoción del em- 
pleo y la equidad” con los temas 
de ordenamiento social de la pro- 
piedad, ajustes institucionales para 
el sector rural, mejoramiento de la 
capacidad de los pequeños campe- 
sinos para generar ingresos, pro- 
gramas de promoción social para 
la población rural y la promoción 
de esquemas alternativos para la 
sustitución de cultivos ilícitos. Y el 
capítulo 4 “Crecimiento alto y sos- 
tenido: La condición para un desa- 
rrollo con equidad”, se refirió a la 
consolidación y mejoramiento de 
la competitividad del sector agro- 
pecuario, destacándose los siguien- 
tes lineamientos: mayor inserción 
en los mercados internacionales, el 
aumento de la competitividad de 
la producción nacional y el cumpli- 
miento de las normas sanitarias y 
técnicas exigidas en dichos merca- 
dos. Adicionalmente se incluyeron 
estrategias para la protección de los 
ingresos de los productores; reduc- 
ción de los costos de producción; 
innovación tecnológica en los sis- 
temas de producción; garantía de 
la seguridad jurídica de las inversio- 
nes; fortalecimiento de la financia- 
ción del sector y mejoramiento de la 
información sectorial. 


El PND 2010-2014 introdujo el con- 
cepto de “Locomotoras para el cre- 
cimiento y generación de empleo” 
siendo el sector agropecuario y de- 
sarrollo rural una de ellas. Entre los 
lineamientos estratégicos sectoria- 


» a ee 


El crecimiento de la asignación de recursos para el sector agropecuario debería estar condicionado a la puesta en marcha de una institucionalidad que tenga 
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como prioridad el desarrollo rural con enfoque territorial, a un modelo técnico y descentralizado para la asignación de recursos y a una herramienta que 
logre transformar sustantivamente la política de reforma agraria y desarrollo rural, que no ha sido alterada desde hace dos décadas. 


les propuestos por este plan estuvieron: a) El incremen- 
to de la competitividad de la producción agropecuaria, 
considerado como factor crítico para garantizar el cre- 
cimiento del sector y la generación de oportunidades 
sostenibles para todos los habitantes del campo.; b) 
Promoción de los encadenamientos y la agregación de 
valor en la producción agropecuaria, forestal y pesque- 
ra, lo que precisaba desarrollar un proceso eficiente de 
logística, comercialización y transporte de la produc- 
ción agropecuaria y pesquera; c) Ampliar y diversificar 
el mercado interno y externo con productos de calidad; 
d) Promoción de esquemas de gestión del riesgo y me- 
joramiento de las condiciones para las inversiones en el 
campo; e) Mejoramiento de la capacidad para generar 
ingresos por parte de la población rural y acceso a fac- 
tores productivos y de servicios de apoyo para la aso- 
ciatividad y gestión de asistencia técnica y financiera; f) 
Promoción de la equidad en el desarrollo regional rural. 


Y en el PND 2014-2018 


En su estrategia de “Transformación del Campo”, el 
PND 2014-2018 planteó principalmente, la modifica- 
ción de las instituciones del sector agropecuario y al- 
gunas variaciones en la política de ordenamiento social 
de la propiedad. 


Es importante precisar que el grueso de la reforma 
institucional será definida por el Ejecutivo a través de 
decretos con fuerza de Ley, para lo cual el Congreso 
otorgó expresas facultades al Gobierno Nacional, vi- 
gentes hasta diciembre de 2015. En tal sentido, las 
prioridades en la distribución presupuestal deben 
estar acordes a lo largo del periodo, con las capaci- 
dades de ejecución y de eficiencia de los recursos de 
la nueva institucionalidad, la cual deberá ponerse a 
prueba durante el segundo y tercer año de gobierno 
y dependerá en buena parte, de otras modificaciones 
legales y reglamentarias que han sido anunciadas ante 
el Congreso, tales como la presentación de un nuevo 
proyecto de ley de tierras y desarrollo rural. 


El Plan 2014-2018 contó con tres pilares (Paz, Equi- 
dad y Educación) y cinco estrategias transversales: 1. 
Infraestructura y competitividad estratégicas 2. Movi- 
lidad social 3. Transformación del campo y crecimien- 
to verde (los temas se desarrollan en dos capítulos) 
4. Consolidación del Estado Social de Derecho (así se 
anuncia en la introducción y en el Plan de Inversiones 
pero el capítulo que la desarrolla se denomina “Segu- 
ridad y Justicia para la Construcción de Paz) y 5. Buen 
gobierno. 
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En este PND se presentaron dos en- 
foques, orientación hacia resultados 
y orientación territorial, a los que 
prestaremos especial atención a lo 
largo de este ensayo. 


Para los objetivos de cada estrategia 
se formularon metas intermedias a 
las cuales se asociaron productos, 
unas y otros con su línea base y 
correspondiente meta al año 2018; 
esta especificación de productos re- 
sulta útil para evaluar la gestión pú- 
blica con énfasis en resultados, pues 
brinda puntos de referencia claros al 
monitoreo y seguimiento de la eje- 
cución presupuestal. Esto sin duda 
constituye un avance en la planea- 
ción por parte del Gobierno Nacio- 
nal. No obstante, es necesario que 
los indicadores y metas sean con- 
sistentes con lo planteado en otros 
instrumentos de planeación como 
el CONPES, los Planes operativos 
(en el caso de la política de restitu- 
ción de tierras para las víctimas del 
conflicto), las fichas del Banco de 
Proyectos de Inversión (BPIN) y los 
planes de acción de las entidades. 


Por otra parte, conviene advertir 
que los pronunciamientos sobre 
avances y resultados del Plan exigen 
en no pocos casos indicadores que 
van más allá de la simple ejecución 
presupuestal y deben detectar el 
impacto efectivo de los programas y 
proyectos. Un ejemplo es la política 
de asistencia técnica en donde no 
es suficiente conocer el número de 
productores beneficiarios del servi- 
cio sino que deben medirse también 
los logros en productividad alcanza- 
dos por aquellos. 


En lo atinente a la orientación te- 
rritorial, si bien los PND anteriores 
reconocían la importancia de la 
geografía en el cumplimiento de los 
objetivos de política, el plan 2014- 
2018 avanza en precisar regiones 
con características diferenciables 
y, por supuesto, en proponer linea- 
mientos distintos para ellas; esto 
implicó algún grado (creemos que 
aún incipiente) de construcción del 
Plan desde el territorio mismo, lo 
cual también es de destacar. 
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No obstante, dado que en algunos casos se presentan metas por definir, 
puede inferirse que la interacción del Gobierno Nacional con las autorida- 
des locales no culminó para la formulación de la versión preliminar de las 
Bases del actual PND 2014-2018. Puede pensarse que solo en pocos casos 
se planeó desde el territorio, o bien, que la interacción no cubrió todos 
los temas requeridos, como en el caso del sector productivo agropecuario 
donde no se especifican metas regionales verificables. 


También se observa que las regiones se conforman con base en la división 
político administrativa y no siempre las características homogéneas se de- 
finen según ese criterio*. Pese a que pueden entenderse y reconocerse las 
ventajas administrativas de propiciar el diálogo con los entes territoriales 
para emprender acciones en una jurisdicción determinada, por tratarse del 
“plan de desarrollo” debería hacerse el esfuerzo de trabajar sobre las regio- 
nes naturales donde las características homogéneas desbordan las jurisdic- 
ciones formales y ofrecen elementos esenciales para delinear estrategias 
de desarrollo (necesidades de infraestructura, vocación productiva, contex- 
tos culturales, causas del conflicto, etc.). 


Finalmente, como se indicó para los pilares del PND 2014-2018, en las es- 
trategias regionales también hace falta explicitar la forma en que las metas 
intermedias y de producto contribuyen al logro de las metas propuestas 
para las regiones, puesto que, se reitera, la distribución de los recursos en 
el Plan Plurianual de Inversiones se orientó por las estrategias transversales. 


La ausencia de diagnósticos sobre las metas propuestas en los anteriores 
PND y la carencia de Evaluación de Resultados amenazan con hacer de los 
PND tan sólo iniciativas legislativas para cumplir un mero formalismo legal 


y no lo que debe ser: una Hoja de Ruta de mediano plazo. 
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3 El Magdalena Medio, es un claro ejemplo de ello. 


Los recursos asignados por el Presupuesto General de la Nación (PGN) al 
sector agropecuario desde el año 1990 aparecen en los gráficos 1 (mayo- 
res entidades) y 1A (entidades más pequeñas). Varios fenómenos saltan 
a la vista. 


El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) y el Instituto Colom- 
biano Agropecuario (ICA) son las únicas dos entidades que han sobrevivido 
a las continuas reformas organizacionales sufridas por el sector agropecua- 
rio desde la expedición de la Carta Política de 1991. Veamos el gráfico 1A. 


El Fondo DRI desapareció del escenario en el año 1997. La entidad encar- 
gada de la acuicultura y la pesca (el INPA) fue liquidada en 2003 y nueve 
años después, en 2012, fue revivida con el nombre de Autoridad Nacional 
de Acuicultura y Pesca (AUNAP). 
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Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca-AUNAP 


Unidad de Planificación de Tierras Rurales, Adecuación de Tierras 
y Usos Agropecuarios-UPRA 


Fondo de Confinanciación para la Inversión Rural-DRI 
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria-INCORA 
Instituto Nacional de Adecuación de Tierras-INAT 
Instituto Nacional de Pesca y Acuicultura-INPA 


MinAgricultura Banco Agrario de Colombia S.A. 


UAE-Unidad Nacional de Tierras Rurales-UNAT 


La emblemática entidad encargada de la reforma agraria en Colombia (IN- 
CORA) desapareció del presupuesto en el 2007, pues misionalmente fue 
reemplazada por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER) 
desde el año 2003. 


La reforma institucional del sector agropecuario del año 2003, implicó una 
inestable reacomodación de las prioridades del Estado. Una de sus conse- 
cuencias ha sido la progresiva concentración de recursos y funciones en el 
MADR (ver gráfico 1) y en el INCODER: en el período 1990-2014 el presu- 
puesto del MADR se ha multiplicado 28 veces y en 2014 acaparó el 77% del 
presupuesto total del sector. 


TEMA CENTRAL 


A esta concentración de recursos 
se añade un problema adicional. 
De acuerdo con la OECD el Apoyo 
Estimado al Productor (Producer 
Support Estimate - PSE) agrícola de 
Colombia, se estimó en 19.2% en 
promedio durante el periodo 1995- 
2014. De esta proporción el 81% 
correspondió a protección en las im- 
portaciones y la restante a las trans- 
ferencias presupuestales, las cuales 
tuvieron un aumento importante en 
el periodo 2011-2014. Estas se con- 
centraron especialmente en el café, 
como respuesta a las movilizaciones 
campesinas. Existe evidencia esta- 
dística que este indicador PSE no 
afecta el crecimiento del PIB agro- 
pecuario, lo cual es un indicio de la 
ineficiencia de este tipo de gasto pú- 
blico. Las asignaciones presupuesta- 
les ineficientes están asociadas con 
la captura de buena parte de la insti- 
tucionalidad agropecuaria por parte 
de gremios y grandes productores. 


De igual manera, el gasto tributario 
en el año 2013 (recursos fiscales 
que el gobierno nacional deja de 
percibir por exenciones tributarias) 
calculado a partir de las declaracio- 
nes de renta e impuesto CREE de 
la DIAN correspondientes al sector 
agropecuario, ascendió a $68 mil 
millones (apenas 4.3% de la dife- 
rencia entre sus ingresos y costos), 
concentrados en actividades tales 
como cultivo de caña de azúcar, 
cultivo de palma para aceite y otros 
frutos oleaginosos, y cría de ganado 
bovino y bufalino*, 


Cuando esta variable se incluye 
como explicativa del crecimiento 
agrícola, no resulta significativa 
desde el punto de vista estadístico, 
lo cual se entiende como un gasto 
presupuestal ineficiente. 


Las anteriores evidencias se han vis- 
to acompañadas de la pérdida de 
importancia del sector en el PGN; 
los recursos asignados para inver- 


4 ESPITIA J. (2015). La agricultura, fundamen- 
tales macro y economía política. Documento de 
la CGR sin publicar. 
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sión caen de 14% del PGN en 1992 a 3% en 2005 y desde entonces se 
recuperan lentamente hasta alcanzar cerca del 6% en 2014 (gráfico 2); 
pese a la fuerte inyección de recursos públicos en esta última etapa, el PIB 
agropecuario se rezagó del PIB total de Colombia (ver gráfico 3). 


Un cuarto de siglo después de expedida la Constitución de 1991 los re- 
sultados del sector agropecuario colombiano no son alentadores. El PIB 
sectorial decrece respecto del PIB total, la balanza comercial agropecuaria 
se deteriora y los precios internos de los alimentos son los más volátiles de 
la canasta familiar. 


ECOS Participación del sector agropecuario en el Presupuesto 
General de la Nación 
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Difícilmente puede argúirse que la 
pérdida de importancia relativa del 
producto agropecuario en Colombia 
es el resultado normal del moderno 
crecimiento económico capitalista, 
tal y como ocurrió en Europa Occi- 
dental y Norteamérica. En tales lati- 
tudes dicho proceso estuvo acom- 
pañado de una elevación sustancial 
en la productividad agropecuaria, 
el predominio de la agricultura co- 
mercial capitalista sobre las fincas 
campesinas y altos estándares en 
calidad de vida de la población rural. 


Lamentablemente no es ese el caso 
de Colombia y su decaimiento agro- 
pecuario debe interpretarse más 
como una disfuncionalidad, agudi- 
zada por el dilatado conflicto inter- 
no. El campo colombiano no logra 
cumplir cabalmente los roles asig- 
nados por las modernas sociedades 
industriales (capitalistas o socialis- 
tas): i) proveedor de alimentos y ma- 
terias primas ii) proveedor de mano 
de obra y iii) comprador de bienes 
de consumo y de capital’. 


Reglas formales sobre 
Coordinación y Evaluación 
de los Planes de desarrollo 


El Título XI! de la Constitución Políti- 
ca de 1991, en sus artículos 339 al 
344, establece las directrices para la 
elaboración, aprobación, implemen- 
tación y evaluación de los Planes de 
Desarrollo. Nos interesa aquí poner 
de relieve tres temas. Primero, que en 
el texto constitucional los objetivos 
de la Nación son de largo plazo, los 
del Estado de mediano plazo y los del 
Gobierno de turno, que no se men- 
cionan, pueden presumirse como de 
corto plazo (4 años del período presi- 


5 FEDERICO G. (2010), Feeding the World, An 
Economic History of Agriculture 1800-2000, 
pp.222 y 223, Princeton University Press. En la 
tradicional literatura académica existe un amplio 
consenso sobre estos tres roles del campo; sin em- 
bargo, es indispensable incluir uno cuarto funda- 
mental: proveedor de capital natural y servicios 
ambientales, según conceptúa la moderna eco- 
nomía ambiental. Ver por ejemplo, CLEVELAND y 
RUTH (1997), Economic process and biophysical 
limits, en, Ecological Economics Review. 


dencial). Segundo, que los planes de los niveles territoria- 
les (municipios y gobernaciones) deben ser concertados, 
coordinados, articulados con el plan del Gobierno Nacio- 
nal para que el gasto público sea eficiente. Tercero, que 
la evaluación de gestión y resultados de todos los planes 
(municipales, departamentales y nacionales) es un deber 
del Gobierno Nacional y de los departamentos. 


El anterior mandato constitucional es desarrollado por 
la Ley orgánica 152 de 1994 de la cual es preciso indicar 
que tanto el principio general de continuidad como el 
de armonización en todos sus niveles, debe gobernar 
todas las actuaciones de las autoridades en materia de 
planeación. Al respecto tenemos algunas apreciaciones. 


Coordinación nación-territorios 


La teoría básica de la planeación del desarrollo seña- 
la que esta debe hacerse en al menos tres niveles (o 
etapas): macro-económico, sectorial y proyectos espe- 
cíficos*, Dada la gran heterogeneidad regional de Co- 
lombia la Constitución acierta, a nuestro juicio, al exigir 
como mínimo una planeación coordinada territorial- 
mente (municipio, gobernación, nación). 


En términos generales los PND diseñados desde el año 
1991 se ocupan de los tres niveles y descienden hasta 
el nivel de proyectos. Su grave defecto es que la articu- 
lación entre el plan nacional y los planes municipales y 
departamentales es realmente inexistente. Que se sepa, 
ninguno de los PND ha sido construido “de abajo hacia 
arriba”, exceptuando unas cuantas reuniones sosteni- 
das por el Departamento Nacional de Planeación (DNP) 
en el año 2014 y 2015 con algunos entes territoriales 
para la elaboración del plan 2014-2018. 


En esta faceta, la desarticulación nación-territorios 
tiene graves consecuencias. Si un PND no tiene cone- 
xiones con los planes y gastos de más de 32 departa- 
mentos y 1038 municipios y de 48 millones habitantes, 
sencillamente, no es el plan de la Nación, sino el plan 
del Gobierno Nacional. 


En estas circunstancias la probabilidad de gasto pú- 
blico ineficiente es elevadísima y el PND no puede ser 
más que: i) un documento técnico de diagnósticos y 
objetivos generales alineados con las prioridades glo- 
bales del gobierno de turno, acompañado de ii) un plan 
financiero cuatrienal, denominado “plan plurianual de 
inversiones”, consistente con un marco fiscal de medio 
plazo que garantiza la sostenibilidad de la deuda del 
Gobierno Nacional. 


Sin un proceso político, técnico y administrativo que 
parta de los territorios hacia la cúspide y comprometa 


6 TODARO M. y SMITH S. (2003). Economic Development, ed. 2012, pp. 
5160321, 
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Esta perspectiva de corto plazo 
RORO OLOTO 
TVA OLOORE OEA 
ATOA O E E OL 
AEO O AOA 

R A TO G 


los gobernantes. ¿Se puede 
incumplir un plan que no es 
evaluado? La respuesta es no. 
Y en ese caso, ¿cuál es el costo 
político de incumplir un plan? 





a todos los niveles geográficos de gobierno, es prácti- 
camente imposible que el PND se constituya en la hoja 
de ruta requerida por la Nación y que el gasto público 
total sea eficiente. 


Evaluación de resultados 


Suponiendo, en gracia de discusión, que el PND fuese 
construido “de abajo hacia arriba” chocaríamos con los 
ciclos electorales democráticos: cuatro años. Algunos 
problemas estructurales de una sociedad convulsiona- 
da como la colombiana son tan graves que plantearse 
soluciones a corto plazo es demagógico. 


Esta perspectiva de corto plazo en la política pública co- 
lombiana se ve reforzada por la carencia de evaluacio- 
nes de gestión y resultados de los planes, es decir, del 
desempeño de los gobernantes. ¿Se puede incumplir un 
plan que no es evaluado? La respuesta es no. Y en ese 
caso, ¿cuál es el costo político de incumplir un plan? 
Adicionalmente, adviértase que a mayor generalidad 
de los objetivos de un plan, menor su evaluabilidad y, 
por tanto, menor la responsabilidad política exigible por 
parte de la ciudadanía. 


En materia de evaluación de gestión y resultados de los 
planes, la Ley 52 de 1994 señala que es responsabilidad 
del Departamento Nacional de Planeación —DNP, eva- 
luar el PND y presentar anualmente al CONPES el infor- 
me respectivo (artículo 29); el Presidente debe hacer lo 
propio ante el Congreso (artículo 30). En el nivel terri- 
torial, es deber de las gobernaciones evaluar los planes 
propios y los municipales (artículo 42); los alcaldes y go- 
bernadores deben presentar informes anuales ante las 
asambleas y concejos, respectivamente (artículo 43). 
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A nuestro juicio, las anteriores reglas 
son defectuosas ya que las evalua- 
ciones son realizadas por los mis- 
mos funcionarios que diseñan ylo 
ejecutan los planes, lo cual los hace 
juez y parte del proceso. Tal el caso 
del Director del DNP (agente del Pre- 
sidente) evaluando el desempeño 
del Ejecutivo, o de los gobernado- 
res evaluando los planes que ellos 
mismos ejecutan. Formalmente, los 
alcaldes escapan a esta anomalía 
dado que los evalúa el gobernador. 


Hechas las anteriores salvedades 
veamos la siguiente regla que, dada 
su importancia, trascribimos ínte- 
gramente: 


“Artículo 49. (...) 1. El Departa- 
mento Administrativo Nacional 
de Estadística, DANE, de acuerdo 
con el Departamento Nacional de 
Planeación y los organismos de 
planeación departamentales y mu- 
nicipales, establecerá un sistema 
de información que permita elabo- 
rar diagnósticos y realizar labores 
de seguimiento, evaluación y con- 
trol de los planes de desarrollo por 
parte de las entidades nacionales 
y territoriales de planeación. 2. El 
Departamento Nacional de Planea- 
ción, organizará y pondrá en fun- 
cionamiento un sistema de evalua- 
ción posterior del Plan Nacional de 
Desarrollo y de los planes de las en- 
tidades territoriales, que será coor- 
dinado, dirigido y orientado por el 
mismo Departamento. 3. Las enti- 
dades territoriales, a través de sus 
organismos de Planeación, organi- 
zarán y pondrán en funcionamien- 
to bancos de programas y proyec- 
tos y sistemas de información para 
la planeación. El Departamento 
Nacional de Planeación organizará 
las metodologías, criterios y pro- 
cedimientos que permitan integrar 
estos sistemas para la planeación 
y una Red Nacional de Bancos de 
Programas y Proyectos, de acuerdo 
con lo que se disponga en el regla- 
mento.” (subrayado nuestro). 

















Como se puede observar, todos los 
niveles de gobierno son responsa- 
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bles en materia de sistemas de in- 
formación sobre evaluaciones de 
gestión y resultados de los planes; 
su importancia difícilmente puede 
ser exagerada ya que estas evalua- 
ciones son una base objetiva (hasta 
cierto punto, como dijimos) para 
juzgar el desempeño de los gober- 
nantes en un sistema democrático. 


Finalmente, la CGR realizó en sep- 
tiembre de 2015 consulta al siste- 
ma de información SINERGIA (en la 
página web del DNP) la cual alberga 
las evaluaciones de gestión y re- 
sultados de los planes de desarro- 
llo, con el propósito de conocer la 
información cargada por los entes 
territoriales sobre las evaluaciones 
y resultados de sus respectivos pla- 
nes de desarrollo. Se logró concluir 
que no existen documentos o cifras 
que den cuenta de las Evaluaciones 
de los planes del orden territorial. 


En síntesis, no fue posible acceder 
a ninguna Evaluación de resulta- 
dos de los planes departamentales 
de los 1038 municipios. El sistema 
solo reporta hojas de cálculo que 
contiene listados de indicadores, 
sin información. 


Conclusiones 


En términos generales los PND 
diseñados desde el año 1991 se 
ocupan de tres niveles de análisis 
(macro-económico, sectorial y pro- 
yectos) pero su grave defecto es la 
total desarticulación con los planes 
municipales y departamentales, lo 
cual es abiertamente contrario a la 
Constitución que establece una pla- 
neación territorialmente coordinada. 


El actual PND 2014-2018 intenta 
corregir esos yerros al afirmar que 
se orienta hacia los resultados e pre- 
tende adoptar un enfoque territo- 
rial. En cada una de sus estrategias 
formula metas asociadas a produc- 
tos con su correspondiente línea 
de base, lo cual permite evaluar sus 
avances con alguna objetividad. En 
lo atinente a su enfoque territorial, 


si bien los PND anteriores recono- 
cían la importancia de la geografía, 
el plan 2014-2018 avanza preci- 
sando regiones con características 
diferenciables. Sin embargo, debe 
reconocerse que solo en pocos ca- 
sos se planeó desde el territorio, o 
bien, que la interacción nación-te- 
rritorios no cubrió todos los temas 
requeridos. 


Adicionalmente, la carencia de eva- 
luaciones permanentes, sistemáti- 
cas y públicas sobre los resultados 
de los planes de desarrollo priva a 
la ciudadanía de información vital 
sobre el desempeño de sus gober- 
nantes y constituye un grave déficit 
de democracia. Esta carencia impi- 
de también a las mismas adminis- 
traciones una planeación exitosa 
basada en el ciclo: formulación, eje- 
cución, evaluación y re-formulación 
de las políticas. 


Sin un proceso político, técnico y 
administrativo que parta de los te- 
rritorios hacia la cúspide y compro- 
meta a todos los niveles de gobier- 
no, es prácticamente imposible que 
el PND se constituya en la hoja de 
ruta requerida por la Nación. 


La concentración del gasto en cabe- 
za de una reducida institucionalidad 
del sector agropecuario del nivel 
central, evidencia que no existe una 
afectación importante en el creci- 
miento del PIB agropecuario y cues- 
tiona la eficiencia del gasto público 
del sector. 


En tal sentido, el crecimiento de la 
asignación de recursos para el sec- 
tor agropecuario en las vigencias 
que restan para el periodo 2016- 
2018, debería estar condicionado 
a la puesta en marcha de una insti- 
tucionalidad que tenga como priori- 
dad el desarrollo rural con enfoque 
territorial, a un modelo técnico y 
descentralizado para la asignación 
de recursos y a una herramienta que 
logre transformar sustantivamente 
la política de reforma agraria y desa- 
rrollo rural, que no ha sido alterada 
desde hace dos décadas. 
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Evaluación PND 2010-2014 
“Prosperidad para todos” 


Está evaluación sobre el Plan de Desarrollo que recién se ejecutó 
muestra la distancia que puede haber entre lo que se planea y lo que 
se ejecuta en Colombia. En este caso, la consolidación de la seguridad 
como pilar fundamental para impulsar las locomotoras de desarrollo 


no tiene resultados contundentes. 


Contraloría Delegada 
para el sector Defensa, Justicia y Seguridad” 


La Contraloría General de la República en cumplimien- 
to de sus funciones constitucionales y legales realiza 
el seguimiento sobre las metas propuestas en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014, con el propósito de 
determinar su cumplimiento, referente a las políticas de 
Defensa Nacional, Seguridad y Convivencia Ciudadana 
y Antinarcóticos, contrastando las metas con los resul- 
tados obtenidos a 2014. 


En el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, tanto en 
la Ley como en el documento Bases, se enuncian las 
estrategias y acciones que serían adelantadas. Es así 
como, para el logro del objetivo de Consolidación de 
la Paz, mediante la implementación de la “Política In- 
tegral de Defensa y Seguridad para la Prosperidad”, se 
plantearon estrategias tales como la seguridad de las 
fronteras, la seguridad rural para la consolidación terri- 
torial, el fortalecimiento de la inteligencia, el desarrollo 
de capacidades estratégicas mínimas y la estrategia in- 
tegral para la seguridad y convivencia ciudadana. 


En cuanto a la lucha contra el narcotráfico y la ilegali- 
dad, se propuso formular una política integral que per- 
mitiera la implementación de las distintas estrategias 
mediante una instancia permanente de coordinación 
institucional. En relación con los lineamientos de se- 
guridad y convivencia ciudadana, se plantearon la pre- 
vención social y situacional, presencia y control policial, 
justicia y denuncia, cultura de legalidad y convivencia y 
ciudadanía activa y responsable. 


El análisis de la Política de Defensa y Seguridad para 
la Prosperidad parte de establecer el comportamiento 
y evolución de los indicadores como ejes de la política 
contemplada en el Plan Nacional de Desarrollo, tomando 
como punto de partida la línea base formulada para de- 
terminar el logro alcanzado por el período 2010 a 2014. 


Es de anotar que las metas propuestas fueron formula- 
das para algunos aspectos que afectan a la población; 
sin embargo, no se establecieron para todos los delitos 
de mayor impacto. Se observa, además, que la línea 
base de algunas metas no son consistentes con los 
resultados de 2010. Por ejemplo para las “hectáreas 
de cultivo de coca existentes” se tomó 68.025 has. y 
el valor reportado por SIMCI? fue de 64.000 has.; para 
la tasa de homicidios por cien mil habitantes (PCMH) 
se partió de 34 y la tasa real para 2010 fue de 32 y la 
tasa de hurtos PCMH se tomó 201 y la real fue de 203, 
estas inconsistencias inciden en los resultados, por 
cuanto se dan sobre parámetros que no corresponden 
con la realidad. 


* Extracto del estudio: Evaluación Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 
“Prosperidad para Todos”, elaborado por la Contraloría Delegada para el 
Sector Defensa, Justicia y Seguridad (Elver Jesús Lemus Varela, Gloria Edith 
Rueda Molina, Blanca María González Aldana, Heriberto Agudelo Ramos, Ka- 
terine Mena Asprilla, Santos Germán Lambuley García, Pablo Antonio Pérez 
Atara). 


1 Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos. 
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Resultados del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 


Subsector Seguridad 


En las “Bases del PND 2010-2014”, se propuso para Seguridad y conviven- 
cia ciudadana alcanzar en 2014 una tasa de 28 homicidios PCMH, 47.495 
casos de lesiones personales, para Extorsión y micro extorsión 1.190 casos 
y en hurto una TPCMH de 182. 


COS Metas de seguridad y convivencia ciudadana 











Nombre del Indicador Unidad de medida Tipo de indicador Línea base 2010 Meta 2014 
Tasa homicidio Tasa por 100.000 habitantes Resultado 34 28 
Lesiones personales Número Resultado 52.772 47.495 
Extorsión y micro extorsión Número Resultado 1.352 1.190 
Tasa hurto común Tasa por 100.000 habitantes Resultado 201 182 























Fuente: Bases Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para todos”. 


El indicador de la tasa de homicidios por cien mil habitantes (THPCMH) es 
de mayor impacto por cuanto afecta la vida de los ciudadanos. Este delito 
ha presentado tendencia decreciente desde 2004, con excepción de 2011 
y 2012, donde los homicidios superaron los 16.000 casos por año; para 
2013 y 2014 registró tendencia a la baja y en 2014 12.958 casos, dando 
cumplimiento a la meta propuesta, de bajar a 28 la THPCMH. 


Tasa de homicidio y casos registrados (2010-2014) 
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Fuente: Policía Nacional, DANE. Cálculos DES-DJS/CGR. 


En lo referente a lesiones personales, se estableció la meta de reducir a 
47.495 los casos denunciados; y se tomó como línea base 52.772 repor- 
tadas en el año 2010; cifra que según la Policía Nacional alcanzó 53.168 
casos para 2010”, 


2 Policía Nacional. “Revista Criminalidad”, volumen 54, número 1, 2012. 
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En los años siguientes se evidencia tendencia creciente, registrándose en 
2013 la cifra más alta con 82.931 y terminando el año 2014 con 82.238 
casos, que representan aumento de 55% respecto del año base (2010). 
Contrario a lo esperado, este indicador se incrementó y la meta quedó lejos 
de cumplirse, con aumento superior a 34.000 casos, y de la tasa LPCMH, de 
116 en 2010 a 172 en 2014. 


G Lesiones personales (2010-2014) 
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Fuente: Policía Nacional, DANE. Cálculos DES-DJS/CGR. 


Así mismo, la extorsión y microextorsión son delitos que han venido pre- 
sentando incrementos constantes e importantes en los últimos 5 años, al 
pasar de 1.352 casos en 2010 a 4.888 en 2014, (262%), pasando de una 
tasa de 2,97 a 10,26 PCMH. 


El PND 2010-2014, propuso el indicador en número de casos, tomando 
como línea base 2010 con 1.352 y estimando reducir para 2014 a 1.190 
casos, meta que como ya se evidenció quedó lejos de ser alcanzada por 
más de 3.600 casos. 


| Gráfico3 | Extorsión (2010-2014) 
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Otro de los indicadores de impacto es el de hurto común sobre el cual se 
estableció como línea base la THPCMH de 2010, reportada en 201; cifra 
que según la Policía Nacional? fue de 203 en ese año. Es importante aclarar 
que el hurto común comprende las modalidades de personas, residencias y 
entidades comerciales; para establecer el indicador se toman las tres. 


El PND propuso reducir la THPCMH a 182, meta que al igual que los indica- 
dores anteriores no fue alcanzada, llegando en 2014 a 287, representando 
incremento de 48% respecto de 2010. Este resultado se distanció sustan- 
cialmente de la meta y lejos de disminuir aumentó considerablemente en 


más de 44.000 casos en el cuatrienio. 


G Hurto común (2010-2014) 
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Fuente: Policía Nacional, DANE. Cálculos DES-DJS/CGR. 
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Para atender lo relacionado con la política antinarcóticos, el PND propuso 
dos metas: hectáreas de cultivos de coca existentes y cocaína incautada 
respecto de la producción potencial. 


En lo referente al área de cultivos de coca, de acuerdo con el SIMCI£, el área 
sembrada a 31 de diciembre de 2014 ascendió a 69.132 hectáreas, mos- 
trando un incremento de 7.320 hectáreas (12%), respecto de las 61.812* 
has. de 2010. El departamento de Nariño es el más afectado con 17.285 
has.; además, en las vigencias estudiadas presentó aumento de 8%, segui- 
do por Putumayo con 13.609 has., y norte de Santander con 6.944 has. 


En el periodo de estudio los departamentos que registraron mayores incre- 
mentos de cultivos ilícitos, fueron: Norte de Santander 268%, Putumayo 
184% y Caquetá con 154%. No obstante, 17 de los restantes departamen- 
tos presentaron disminución; las más significativas fueron en Cundinamar- 
ca, La Guajira y Caldas con 100%. 


3 Ibídem. 
4 Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos -UNODC Colombia 


5 Monitoreo cultivos de coca 2010, Proyecto SIMCI. 
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| Cuadro2 | Cultivos de coca 2010-2014 (Hectáreas) 













































































ETS AFC 2011 20 2013 2014 N a 

Nariño 15.951 17.231 10.733 13.177 17.285 25% 8% 
Putumayo 4.785 9.951 6.148 7.667 13.609 20% 184% 
Norte de Santander 1.889 3.490 4.516 6.345 6.944 10% 268% 
Caquetá 2.578 3.327 3.695 4.322 6.542 9% 154% 
Cauca 5.908 6.066 4.325 3.326 6.389 9% 8% 
Guaviare 5.701 6.839 3.851 4.725 5.658 8% -1% 
Meta 3.008 3.040 2.699 2.898 5.042 7% 68% 
Antioquia 5.350 3.104 2.725 991 2.293 3% -57% 
Chocó 3.158 2.511 3.429 1.661 1.741 3% -45% 
Bolívar 3.324 2.207 1.968 925 1.565 2% -53% 
Valle del Cauca 665 981 482 398 561 1% -16% 
Córdoba 3.889 1.088 1.046 439 560 1% -86% 
Vichada 2.743 2.264 1.242 713 511 1% -81% 
Amazonas 338 122 98 110 173 0% -49% 
Vaupés 721 277 254 184 109 0% -85% 
Guainía 446 318 301 81 66 0% -85% 
Santander 673 595 111 77 26 0% -96% 
Arauca 247 132 81 69 25 0% -90% 
Boyacá 105 93 10 17 14 0% -87% 
César 0 0 13 13 10 0% 100% 
Magdalena 121 46 37 37 9 0% -93% 
Caldas 46 46 16 8 0 0% -100% 
La Guajira 134 16 10 6 0 0% -100% 
Cundinamarca 32 18 0 0 0 0% -100% 
Total nacional 61.812 63.762 47.790 48.189 69.132 100% 12% 
Departamentos Afectados 23 23 23 23 21 


























Fuente: Informe SIMCI 2011, 2012,2013 y 2014 - UNODC Colombia. 


G Municipios con cultivos de coca con mayor participación 
en total nacional 2010 — 2014 
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El incremento del área cultivada en Tumaco fue notable, al pasar de 6.463 
has. en 2010 (9%) a 8.963 has. (13%) en 2014, seguido por los municipios 
de Puerto Asís con 6.4%, Tibú con 4% y El Tambo con 3.6% de participación 
respecto del total nacional para 2014. 


Se resalta la concentración de cultivos que se está evidenciando en zo- 
nas protegidas como parques naturales, resguardos indígenas y consejos 
comunitarios de afrodescendientes, por cuanto en 2010 concentró 39% 
(23.985 has.) del área nacional cultivada con coca, y en 2014 alcanzó 34% 
(23.645 has.). 


| Cuadro3 | Cultivos de coca en areas protegidas (Hectáreas) 
























































Vigencia Parques Naturales Resguardos Indígenas ero AO ell BAGN el 
2010 3.675 5.806 14.504 23.985 39% 
2011 3.048 6.004 15.883 24.935 39% 
2012 3.379 5.756 9.558 18.693 39% 
2013 3.791 6.255 9.156 19.202 40% 
2014 5.477 7.799 10.369 23.645 34% 

Fuente: Informes SIMCI 2011, 2012,2013, 2014 y 2015 - UNODC Colombia. Cálculos DES-DJS/CGR. 

Se evidenció que a 2014, la meta propuesta de reducir los cultivos ilícitos 

a 30.000 has., no se cumplió por cuanto el área cultivada pasó de 68.000 

has. en 2010, a 69.132 has. en 2014. En consecuencia, no se redujo en 

56%, sino que contrario a lo esperado, se incrementó en 1.6%. Sobre este 

aspecto, queda la inquietud sobre la efectividad de las aspersiones y la erra- 

dicación manual como estrategia de lucha contra el narcotráfico, al inicio 

de la cadena de producción. 

En cuanto a las operaciones de erradicación manual y aspersión aérea por 

parte de la Policía en el periodo 2010-2014, se destruyeron 551.808 has de 

cultivos de coca, así: 

| Cuadro4 | Hectáreas de cultivos de coca destruidas 

Método 2010 2011 2012 2013 2014 

Por aspersión 101.940 103.302 100.678 47.052 55.532 
Por erradicación manual 43.792 35.203 30.486 22.121 11.702 
TOTAL HECTÁREAS COCA 145.732 138.505 131.164 69.173 67.234 














Fuente: Ministerio de Defensa Nacional, diciembre 2014. 


En lo relativo a la producción en la fase industrial, la base de cocaína en 
2014 alcanzó 540 toneladas reflejando aumento de 24% respecto de 
2010; así mismo, la producción de clorhidrato de cocaína durante el año 
2010 fue de 350 tn., y para 2014 de 442 tn., registrando incremento de 
26% comparado con 2010. 


De otra parte, en el periodo 2010-2014 se incautaron 832,4 tn. de cocaí- 
na, 10,74 tn. de marihuana, 2,1 tn. de Heroína; presentando aumentos 
en 2014 respecto de 2010 de 5.92%, 10,74% en cocaína y marihuana 
respectivamente. 
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| Cuadros | Droga incautada (Toneladas) 











Do 2010 2011 2012 Variación % 2010-2013 Total 2010-2014 
COCAÍNA 157,1 155,6 187,6 165,7 166,4 5,92 832,4 
MARIHUANA | 271,9 353,3 362,4 407,9 301,1 10,74 1.696,6 
HEROÍNA 0,3 0,6 0,5 0,4 0,3 g 2,1 
































Fuente: Ministerio de Defensa Nacional, diciembre 2014. 


En cuanto a la meta de cocaína incautada respecto de la producción po- 
tencial se incrementaría hasta 70%, teniendo como base que en 2010 se 
logró 38%. Sin embargo, la Cocaína incautada respecto de la producción 
potencial fue de 38%, mostrando retrocesos en el cumplimiento de la meta 
del PND que propuso incautar 70%, en consecuencia, la meta no fue cum- 
plida, por cuanto faltó 32% de lo planteado para 2014.. 


Cocaína incautada respecto de la producción potencial 





CONCEPTO 2010 2011 2012 2013 2014 





























Producción de clorhidrato de Cocaína pura en toneladas 350 345 309 268 442 
Incautación de cocaína toneladas Total Nacional 157 156 188 165 166 
Cocaína incautada respecto de la producción potencial % 44,86 45,22 60,84 61,94 38% 





Fuente: Ministerio de Defensa Nacional, diciembre 2014. 


Subsector Defensa 


Para el Subsector Defensa se propusieron metas relacionadas con la pre- 
sencia de bandas criminales en los municipios, desmovilización de miem- 
bros de grupos armados al margen de la Ley, atentados terroristas y accio- 
nes de cooperación, así: 


Plan Nacional de Desarrollo 2010 - 2014. Metas subsector defensa 


IE] Meta Meta 
Base  Proyectada Obtenida 
2010 2014 2014 


Unidad de Tipo de 


Indicador Medida Indicador 










Municipios sin presencia de Bacrim Porcentaje | Resultado 




















Desmovilizados individuales Número Resultado | 2.446 6.000 7.147 
Atentados contra la infraestructura energética Número Resultado 26 22 40 
Atentados contra la infraestructura hidrocarburos Número Resultado 31 23 141 
Atentados contra la infraestructura vial Número Resultado 23 20 27 
Piratería terrestre sobre la red troncal vial principal Casos Resultado 112 96 342 





Pasos informales controlados Número Resultado 








Número Resultado 





Planes binacionales de seguridad 





























Presencia en misiones de paz Número Resultado 2 
Países receptores de cooperación Número Resultado 14 25 49 
Implementación de APP para la generación de eficiencias del sector Número Resultado 0 3 3 





Fuente: Bases Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. 
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Los resultados de las metas propuestas, individualmente consideradas pre- 
sentan el siguiente resultado: 


El indicador referente a Municipios sin Presencia de Bandas Criminales-Ba- 
crim cuenta con una línea base de 83% en 2010 y la meta de 100% a 2014. 


Se describe el indicador como la medición de los municipios del país sin in- 
fluencia de Bandas Criminales-BACRIM. Se entiende por influencia a la habi- 
lidad que puede ostentar una persona o grupo ilegal (banda criminal), en el 
caso de que sus consecuencias afecten a una amplia mayoría de personas. 





Municipios con presencia de BACRIM 

















No. Municipios a nivel Nacional con BACRIM % con presencia de BACRIM % sin presencia de BACRIM 
2010 143 13,0% 87,0% 
2011 129 11,5% 88,5% 
2012 177 15,8% 84,2% 
2013 174 15,5% 84,5% 
2014 154 14,0% 86,0% 

















Fuente: MDN. DANE. Cálculos DES/DJS-CGR. 


La meta obtenida al cierre de 2014 fue de 86% de municipios sin presencia 
de Bacrim, de donde se concluye que no se cumplió la meta propuesta, 
dado que el 14% de los municipios del País se encontraban con presencia 
de éstos grupos al margen de la ley. 


En cuanto a los desmovilizados individuales, el indicador cuenta con una lí- 
nea base de 2.446 personas en 2010, para la cual se fijó una meta de 6.000 
personas para el cuatrienio. 


Se entiende por desmovilizado aquel que por decisión individual abandona 
voluntariamente sus actividades como miembro de organizaciones arma- 
das al margen de la ley y se entrega a las autoridades. 


Comportamiento del programa de desmovilizados 








Vigencia 2011 2012 2013 Total LEIA 
Presentaciones Voluntarias 2.446 1.528 1.140 1.350 1.349 7.813 832,4 
Certificaciones 2.067 1.357 938 1.215 n.d 5.577 1.696,6 





























Fuente: MDN- Grupo de Atención Humanitaria al Desmovilizado. 


La línea base de 2.446 individuos corresponde a las presentaciones volun- 
tarias, con lo cual se encuentra sobrestimada en 379 casos, debiendo co- 
rresponder a las personas certificadas (2.067). 


La información de los desmovilizados certificados para 2014 no fue sumi- 
nistrada por el MDN, por lo cual para efectos del análisis y siguiendo la 
tendencia de los años anteriores, se toma el porcentaje de 86% como pro- 
medio de los certificados en relación con las presentaciones voluntarias. 
Así las cosas, en el cuatrienio se alcanzó a cumplir la meta programada, al 


6 MDN Dirección Logística. 
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llegar a 6.737 individuos certificados. Cabe anotar que según la informa- 
ción del MDN de 2010 a 2014 se alcanzó 7.747 desmovilizados sin distin- 
guir si efectivamente son certificados. 


Para los atentados” contra infraestructura energética, cuenta con una línea 
base 26 atentados con una meta de 22 en 2014. 


La voladura de torres de energía corresponde a la destrucción parcial o 
total de una torre de conducción eléctrica, por efecto de la activación de 
un artefacto explosivo, casi siempre como consecuencia de una acción te- 
rrorista del cual se puede derivar la suspensión del fluido eléctrico. 


En este indicador se observa un elevado incremento de la voladura de to- 
rres de energía, que pasó de 39 en 2010 (cifra que no coincide con la línea 
base de 26 en 2010) a 40 en 2014, mostrando un incremento significativo 
de 14 casos en el accionar de los grupos al margen de la ley que afecta de 
manera significativa la economía del País. 


ES Atentados contra la infraestructura energética 
2010-2014 
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Fuente: MDN. Dirección de Seguridad Pública e Infraestructura. Cálculos CGR. DES. DJS. 


De acuerdo con lo anterior, este indicador no cumplió con la meta estable- 
cida, y por el contrario, muestra una tendencia creciente en el número de 
atentados al finalizar 2014. 


En lo relativo a los Atentados contra la Infraestructura de Hidrocarburos, 
este indicador cuenta con una línea base de 31 en 2010 y con una meta 
de 23 en 2014. 


La voladura de oleoductos corresponde a la rotura o rompimiento de una 
línea de transporte (oleoducto, poliducto, gasoducto) por efecto de la acti- 
vación de un artefacto explosivo, casi siempre como consecuencia de una 
acción terrorista, del cual se pueden derivar pérdidas económicas, la sus- 
pensión del bombeo o transmisión, el derrame de hidrocarburos, incendios 
y contaminación. 


7 Se entiende por terrorismo, todo hecho que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la 
población o a un sector de ella, mediante eventos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la 
libertad de las personas, o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o con- 
ducción de fluidos o fuerzas motrices, valiéndose de medios capaces de causar estragos. 
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Atentados contra la infraestructura 
de hidrocarburos 2010 — 2014 
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Fuente: MDN. Dirección de Seguridad Pública e Infraestructura. Cálculos CGR. DES. DJS. 


Dado que este indicador contaba con una línea base de 31 voladuras de 
oleoductos en 2010, tiene un comportamiento desfavorable en su resulta- 
do y muestra un crecimiento significativo en el número de eventos al termi- 
nar 2014 con 141 atentados, lo cual ocasionó que la meta de 23 formulada 
para 2014 no se haya cumplido. 


En cuanto a los Atentados contra la Infraestructura Vial, se cuenta con una 
línea base 23 atentados en 2010 y una meta de 20 para 2014. 


La voladura de puentes y vías consiste en su destrucción parcial o total por 
efecto de activación de un artefacto explosivo, casi siempre como conse- 
cuencia de una acción terrorista, del cual se puede derivar la restricción u 
obstrucción de la movilidad. 


Lo primero que se observa de la información reportada es que la línea base 
formulada (23 casos), no es consistente con lo presentado en 2010 en don- 
de se reportó 46 eventos, circunstancia que denota fallas en la información. 


Atentados contra la infraestructura vial 
y de puentes 2010 - 2014 
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Fuente: MDN. Dirección de Seguridad Pública e Infraestructura. Cálculos CGR. DES. DJS. 
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Se evidenció que a 2014, 
la meta propuesta de 
reducir los cultivos ilícitos 
a 30.000 has. no se 
cumplió por cuanto 

el área cultivada pasó 

de 68.000 has. en 2010, 
a 69.132 has. en 2014. 
En consecuencia, no se 
redujo en 56%, sino que 
contrario a lo esperado, 
se incrementó en 1.6%. 


TEMA CENTRAL 


La variación de este indicador muestra tendencia creciente y terminó en 27 
atentados al cierre de 2014, por lo cual se concluye que no se cumplió la 
meta programada para el cuatrienio. 


Para el delito de Piratería Terrestre sobre la Red Troncal Vial Principal, se 
tomó la línea base de 112 eventos en 2010 y se formuló una meta de 96 
atentados para 2014. 


Lo planteado como línea base en 2010, no corresponde con los resultados 
presentados para dicho año, en el cual se reportaron 435 casos. Nueva- 
mente se advierte inconsistencia de la información contenida en el PND y 
la reportada por el MDN. 


Este indicador mide la reducción del número de casos de piratería terres- 
tre que se ha registrado en el año, con relación al número de casos que 
se espera pueda registrarse durante dicho año (meta). Sirve como insumo 
para evaluar la efectividad de las acciones institucionales orientadas para 
acabar con este flagelo. 


KC Piratería terrestre sobre la red troncal 
vial principal 2010 - 2014 


500 


435 404 


400 


300 


200 


100 





2010 2011 2012 2013 2014 


Fuente: MDN. Dirección de Seguridad Pública e Infraestructura. Cálculos CGR. DES. DJS. 


El indicador reportó para 2014, 342 casos de piratería, el cual dista algo 
más de 3 veces respecto de la meta planteada para 2014 (96 casos), de 
donde concluye que la meta no se cumplió. 


De otra parte, para el indicador referente a Pasos Informales Controlados, 
se toma como línea de base O en 2010 y como meta 8 pasos para 2014. 


La finalidad de los pasos informales controlados consiste en la interven- 
ción bilateral de los países, que permite identificar dichos pasos, para pos- 
teriormente determinar conjuntamente la legalización, fortalecimiento o 
destrucción?, en donde se tiene en cuenta las condiciones económicas, 
sociales y de seguridad, entre otras. 


8 La legalización implica introducir las funcionalidades de la ley y de las entidades del Estado en el paso 
respectivo para regular y normativizar las actividades realizadas de cada paso; en el caso de la destrucción 
de acuerdo con los conceptos que realiza el Ministerio de Defensa, se demuelen o eliminan los pasos respec- 
tivos; y en caso de fortalecer, se procede a formalizar y fomentar el tráfico de bienes y servicios, la migración 
entre nacionales y extranjeros y la inclusión de los demás servicios que presta el Estado a nivel nacional. 
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Se concluye que la meta presenta- 
da en el PND (8) ha sido cumplida al 
100%, al haber identificado 43 pasos 
informales, tener claridad de fortale- 
cer 39 y legalizar 4, en la frontera en- 
tre Colombia y Ecuador, con lo cual 
se registra una importante gestión, 
tanto por parte del Ministerio de De- 
fensa como de las Fuerzas Militares. 
Sin embargo, es significativo indicar 
que en las fronteras con Panamá, Ve- 
nezuela, Brasil y Perú, no se presen- 
ta gestión alguna al respecto. 


Para el indicador relativo a los Pla- 
nes Binacionales de Seguridad, se 
tiene una línea base de O, y se pro- 
pone como meta 4 planes con paí- 
ses limítrofes durante el cuatrienio. 


Los Planes Binacionales de Seguri- 
dad Fronteriza-PBSF, son herramien- 
tas de cooperación celebrados entre 
el Ministerio de Defensa Nacional 
y los Ministerios competentes en 
cada uno de los Países con los que 
se comparte la frontera terrestre. 


En lo transcurrido de este cuatrie- 
nio, se han firmado 4 planes bina- 
cionales de seguridad fronteriza con 
Brasil, Ecuador, Panamá y Perú. 


En este sentido, se cumplió la meta 
formulada para 2014, que se tradu- 
ce en el cumplimiento del 100%. 


En cuanto al tema de Presencia en 
Misiones de Paz, la línea base del in- 
dicador registra como línea base de 
2 misiones con una meta de 4 du- 
rante el cuatrienio. Mide el porcen- 
taje de avance en el fortalecimiento 
del Sector Defensa para participar 
en misiones de paz. 


Se han iniciado acercamientos para 
la suscripción de acuerdos marco 
de cooperación con la Organiza- 
ción del Tratado del Atlántico Nor- 
te — OTAN, con la Organización de 
Naciones Unidad — ONU, y la Unión 
Europea — EU. 


El Gobierno Nacional ha puesto es- 
pecial énfasis, la meta de realizar 
dos misiones, ha sido cumplida al 
cierre de 2014. 
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Mide el número de acuerdos establecidos con los países 
en diferentes áreas como capacitación por medio de 
cursos, seminarios y entrenamientos, ofrecidos y recibi- 
dos a países, con el fin de fortalecer la implementación 
y desarrollo de la Política de Defensa y Seguridad. 


En el cuatrienio, el MDN logró que 71 países fueran re- 
ceptores de cooperación, de donde se concluye que la 
meta establecida en el PND se ha cumplido al 100%, 
mostrando una buena gestión en este indicador por 
parte del MDN. 


Finalmente, en cuanto a la meta sobre la Implementa- 
ción de Alianzas Pública Privadas-APP para la Genera- 
ción de Eficiencias del Sector, se tomó como línea base 
del indicador O y se propone como meta realizar 3 alian- 
zas durante el cuatrienio. 


El indicador muestra en el cuatrienio avance en lo re- 
lacionado con la etapa de prefactibilidad, al tener defi- 
nidas y decididas las tres líneas de acción bajo la figu- 
ra de APP, las cuales se identifican con el proyecto de 
simulación para entrenamiento de pilotos en Equipos 
Bell 212/412, la intervención del Complejo Centro Inter- 
nacional Tequendama y la modernización del Complejo 
Militar y de Policía en el Centro Administrativo Nacio- 
nal. Estas estructuraciones han dado como resultado 
descartar 2 de ellas, la primera por aspectos estratégi- 
cos, y la segunda, por viabilidad financiera. 


La línea base de algunas metas no son 
consistentes con los resultados de 2010. 
IIO c Ml (To ne tato EN 
ONO AERATAKO 
68.025 has. y el valor reportado por 
SIMCI fue de 64.000 has.; para la tasa 
0 rt AN RA OLLK LE 


se partió de 34 y la tasa real para 2010 
fue de 32 y la tasa de hurtos PCH (por 
cien mil habitantes) se tomó 201 y la 
real fue de 203, estas inconsistencias 
inciden en los resultados, por cuanto 
se dan sobre parámetros que no 
C O OECO A 





Ejecución Presupuestal 2011 - 2014? 


Para el periodo 2011-2014, el Subsector Seguridad, apropió un total de 
542,2 billones, de los cuales ejecutó $41,4 billones que representan 98%. 
En esta ejecución se destacan la Policía Nacional, la cual participó con 72% 
($29,6 billones) y CASUR con 20% ($8,4 billones). 


En la ejecución de 2014 respecto de 2011, el sector presentó crecimiento 
en la ejecución de recursos de 21%, representado en $1,9 billones; los prin- 
cipales crecimientos se registraron en la Policía Nacional, la UNP, CASUR y 
DNI. Porcentualmente, los principales crecimientos se encuentran en FON- 
DAS y la UNP. Por el contrario, las reducciones se presentaron en el DAS y 


la DNI. 


TEMA CENTRAL 


Sector seguridad. Ejecución presupuestal vigencias 2011 -2014 (Millones de pesos de 2014) 





























Entidad 2011 2012 2013 2014 Total CASA A Al! 

POLICIA NACIONAL 6.745.196 | 7.220.064 | 7.731.510 | 7.954.032 | 29.650.802 72% 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 1.899.360 | 2.121.779 | 2.176.705 | 2.229.828 | 8.427.671 20% 
FONDO ROTATORIO POLICIA 294.255 382.435 325.442 357.559 | 1.359.691 3% 
UNIDAD NACIONAL PROTECCION 14.831 253.996 402.091 461.532 | 1.132.450 3% 
DAS 177.701 67.086 79.360 20.454 344.601 1% 
FONDO ROTATORIO DAS 408 57.593 79.183 76.362 213.546 1% 
DIRECCION NACIONAL DE INTELIGENCIA 66.998 70.149 29.042 43.948 210.138 1% 
DEFENSA CIVIL 14.428 19.786 20.858 22.174 77.247 0% 
SUERINTENDENCIA DE VIGILANCIA Y 11.687 11.809 10.045 12.106 45.646 0% 
SEGURIDAD PRIVADA - SVSP 

TOTAL 9.224.864 | 10.204.696 | 10.854.235 | 11.177.995 | 41.461.791 100% 




















Fuente: Ministerio de Hacienda-SIIF. Cálculos DES-DJS-CGR. 


La inversión del sector ascendió a $1.6 billones, de los cuales 86% que 
representa $1,4 billones, fueron ejecutados por la Policía Nacional, seguida 
por FONDAS con $89.150 millones que corresponden a 6% del total. 


Con relación al Sector Defensa, las erogaciones realizadas para cada una de 
las estrategias y metas formuladas, el Ministerio de Defensa Nacional-MDN 
y las entidades del Sector no cuentan con la información económica res- 
pecto de los recursos invertidos en cada una de ellas, por lo tanto se toma 
como referencia el gasto realizado en las entidades del nivel central por 
el período de 2011 a 2014, el cual a precios de 2014 ascendió a $62.3 
billones. 


En conclusión, para los indicadores de seguridad ciudadana, el único que 
presentó el cumplimiento de la meta fue el de homicidio, al bajar a 28 HPC- 
MH; por el contrario los delitos contra el patrimonio presentaron incremen- 
tos constantes, particularmente el hurto común, que mostró un aumento 
de 85 casos por cada cien mil habitantes y la extorsión con un crecimiento 
de 7 casos en la misma relación; así como, el referente a lesiones persona- 
les, con incremento de 55%, demostrando los altos niveles de delincuen- 
cia, intolerancia y el estado de descomposición del tejido social por el que 
atraviesa el país. 


9 Cifras a precios constantes de 2014. 
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En la lucha de Colombia contra el narcotráfico se evidencia que en el perio- 
do de estudio, en términos reales, no se registró avance y no se cumplió la 
meta propuesta. En este orden de ideas, es cuestionable la efectividad de 
la erradicación de cultivos ilícitos como herramienta de lucha contra la pro- 
ducción de narcóticos. Lo expuesto evidencia la necesidad de implemen- 
tación de nuevas estrategias de intervención eficaces con miras a resolver 
esta problemática. 


En términos presupuestales el Subsector Seguridad en el periodo analiza- 
do, se evidencia un incremento constante con ejecución total de 98%, de 
la cual la Policía Nacional y CASUR son las entidades más representativas 
con 92%; así mismo, los gastos de funcionamiento ascendieron a 96% del 
presupuesto del sector y tan solo el 4% restante fue destinado a inversión. 


Se observa además, que las metas de carácter operativo, en las cuales apa- 
rece categorizado municipios sin presencia de Bacrim, atentados contra 
la infraestructura energética, de hidrocarburos y vial, y piratería terrestre 
sobre la red troncal vial principal, los cuales son ejes fundamentales en el 
desarrollo económico, han tenido un comportamiento desfavorable. 


Con respecto al último grupo de indicadores, en donde se encuentran los 
de pasos informales controlados, planes binacionales de seguridad, presen- 
cia en misiones de paz, países receptores de cooperación, e implementa- 
ción de APP para la generación de eficiencias del Sector, las metas progra- 
madas se han cumplido al cierre de 2014. 





Tomado dewuw.notihnerica.com Y 


En términos presupuestales en el subsector seguridad en el periodo analizado, se evidencia un incremento constante con ejecución total de 98%. Los gastos 
de funcionamiento ascendieron a 96% del presupuesto del sector y tan solo el 4% restante fue destinado a inversión. 
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TEMA CENTRAL 


La sostenibilidad ambiental 
en el Plan Nacional de Desarrollo: 


avance o retroceso 


La manera cómo se ha abordado el tema del crecimiento verde 

en los planes de desarrollo ha facilitado la modificación constante 

de la agenda ambiental y debilitado la capacidad institucional a través 
de la disminución de recursos del presupuesto nacional. 


Contraloría Delegada 
para el Medio Ambiente 


El Plan Nacional de Desarrollo 2014 
— 2018 intenta posicionar la sos- 
tenibilidad ambiental a partir de la 
formulación de la estrategia envol- 
vente de “Crecimiento Verde”. En 
el presente documento este análisis 
se realiza mediante el desarrollo de 
tres temas específicos: la institucio- 
nalidad, las inversiones y la envol- 
vente no envolvente. 


Institucionalidad 


A pesar de los esfuerzos por articular 
las metas y estrategias planteadas 
en el Capítulo sobre Crecimiento 
Verde a los sectores productivos, en 
el PND 2014 — 2018, desde el punto 
de vista estructural el sector ambien- 
tal mantiene cierto grado de margi- 
nalidad frente a ellos, esto se evi- 
dencia a través del listado de planes, 
programas y estrategias, sobre los 
cuales no se presentan metas cuan- 
tificables, ni indicadores que permi- 
tan su seguimiento y evaluación de 
logros. Además, nuevamente la asig- 
nación presupuestal se convierte en 
un elemento crítico de base, al repre- 
sentar tan solo el 1,35% del Plan Na- 
cional de Inversiones del cuatrienio 
y que concuerda con la tendencia 


observada en la participación que ha tenido el Sistema Nacional Ambiental 
- SINA en el Producto Interno Bruto (PIB) durante los últimos 20 años, que 
ha sido cercano al 0,4%!, 


Esta situación ha facilitado la modificación constante de la agenda am- 
biental y debilitado la capacidad institucional a través de la disminución de 
recursos del presupuesto nacional que, entre otros, genera la reducción de 
personal con capacidad técnica y el debilitamiento de una de las principales 
funciones de las Corporaciones Autónomas Regionales y las Corporaciones 
de Desarrollo Sostenible (CAR — CDS) como es la de autoridades ambienta- 
les, elementos sobre los cuales no se ahonda en las Bases del Plan. 


Así mismo, son grandes las dificultades en el trámite del estudio y la apro- 
bación de licencias ambientales a grandes proyectos así como en el otor- 
gamiento y control de concesiones y permisos; es decir, en el ejercicio de 
la autoridad ambiental. Sobre este tema, la CGR insiste en su crítica sobre 
la estrategia de auto-regulación de los sectores productivos a través de 
auto-declaraciones, auto-diseño de guías ambientales sectoriales y evalua- 
ciones ambientales estratégicas realizadas por los propios regulados, sin 
que por otro lado se precisen los medios para fortalecer la capacidad insti- 
tucional de las autoridades ambientales. 


Se considera necesario asegurar, en primer lugar, el cumplimiento de la 
normatividad ambiental, así como el control efectivo de la degradación de 
los recursos naturales y, a partir de allí, permitir el uso de este tipo de estra- 
tegias e instrumentos de auto-regulación. 


Por ello la CGR ha considerado que el equilibrio entre crecimiento económi- 
co y conservación de recursos naturales — desarrollo sostenible —, requiere 
esfuerzos en las cuatro dimensiones del desarrollo: socio-cultural, ambien- 
tal, económica y político—institucional. 


1 El promedio del gasto ambiental de los países de la OCDE está entre 1 - 2% del PIB. OCDE (2014). 
Evaluación del desempeño ambiental Colombia. pág. 102. 
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De otra parte, los instrumentos de gestión ambiental que fueron diseñados 
inicialmente con carácter económico, con el objeto de modificar el compor- 
tamiento contaminador/degradador de los agentes, aplicando el principio 
de “el que contamina, paga”, perdieron esa esencia y se sumaron a los 
demás mecanismos de financiación del SINA. 


El desempeño de los instrumentos económicos en Colombia durante el pe- 
riodo 2008 — 2014 es insatisfactorio. En general estos instrumentos se han 
convertido en fuentes de financiación de las entidades del SINA, sin que 
logren su objetivo de modificar paulatinamente el comportamiento conta- 
minador—degradador de los individuos. 


Los esquemas de pago por servicios ambientales a escala local o internacio- 
nal (REDD+ y MDL), que en mayor o menor medida han estado presentes 
en la política pública desde los años 90, no han logrado generar impactos 
significativos en el mejoramiento de la calidad ambiental. Los avances se 
dan, pero tienen una dinámica demasiado lenta y resultados muy dispersos 
que no logran permear a la sociedad, ni generar cambios de comportamien- 
to significativos. 


Lo anterior resulta aún más preocupante ahora que se propone gestionar 
el modelo de desarrollo desde una perspectiva de crecimiento verde, en la 
que los resultados exitosos dependen en gran medida del buen desempeño 
de este tipo de instrumentos. 


Las inversiones del PND 2014 - 2018 
en la estrategia Crecimiento Verde 


Como se observa en el Plan Nacional de Inversiones Públicas del cuatrienio 
2014 — 2018, la inversión proyectada para la Estrategia Crecimiento Ver- 
de se fijó en $9.530.975 millones, es decir se observa un incremento del 
19.8%, frente al cuatrienio anterior. Este aumento, se refleja en el aporte 
esperado del Sector Central, que se incrementa en 532%, principalmente 
por los recursos que se proyectan invertir en el objetivo de Lograr un creci- 
miento resiliente y reducir la vulnerabilidad frente a los riesgos de desastres 
y al cambio climático, en el cual se incluyen los recursos del Fondo de Adap- 
tación destinados a culminar el proceso de reconstrucción de los impactos 
generados por el fenómeno de La Niña 2010 — 2011. 


En contraposición, la financiación del Sector Descentralizado no contem- 
pló recursos y el aporte de las Entidades Territoriales se disminuye en un 
24% respecto de PND 2010 — 2014. Ver Tabla 1. 


Plan de inversiones y presupuestos plurianuales del PND 2014 - 2018 










para la estrategia Crecimiento Verde. 


IEA OE Eat AA G 




































Estrategia / objetivo 

l Central | E.Territoriales SGP SGR el total (%) 
Crecimiento Verde 4.371.652 1.414.565 2.895.407 | 849.352 | 9.530.975 
Porcentaje sobre el total de la estrategia (%) 45,9 14,8 30,4 8,9 100,0 
Avanzar hacia un crecimiento sostenible y bajo 4.341 498.385 162.546 22.183 687.454 7,21 
en carbono 
Lograr un crecimiento resiliente y reducir 
la vulnerabilidad frente a los riesgos de 3.490.938 755 1.580.917 | 47.039 | 5.119.649 53,72 
desastres y al cambio climatico 
Proteger y Ie ES OA 876.373 915.425 1.151.943 | 780.130 | 3.723.872 39,07 
capital natural y mejorar la calidad ambiental 








Fuente: Ley 1753 de 2015, Artículo 5.. 
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El sector ambiental mantiene cierto grado de marginalidad reniei a les sectores productivos enel PND 2014 - 2018. Esto se evidencia a través del listado 
de planes, programas y estrategias, sobre los cuales no se presentan metas cuantificables, ni indicadores que permitan su seguimiento y evaluación de logros. 


Del Plan de Inversiones 2015 — 2018 que se presenta 
en el artículo 5° de la Ley 1753 de 2015, se destaca 
lo siguiente en cuanto a la Estrategia de Crecimiento 
Verde: 


e La inversión en la Estrategia envolvente de Crecimien- 
to Verde corresponde únicamente al 1.35% del total 
de las inversiones del PND. Al desagregar por objeti- 
vos este porcentaje, se encuentra que se destinará 
tan solo el 39.07% al objetivo Proteger y asegurar el 
uso sostenible del capital natural y mejorar la calidad 
ambiental, valor que sigue siendo muy marginal frente 
a las necesidades reales de proteger los bienes y servi- 
cios naturales del país. Más aún si se tiene en cuenta 
el énfasis que se mantiene en este PND de continuar 
impulsando el desarrollo minero y energético. 


e Mientras que el 53.73% del presupuesto de esta es- 
trategia envolvente se destinará al Crecimiento resi- 
liente y reducir la vulnerabilidad frente a los riesgos 
de desastres y al cambio climático. Con este presu- 
puesto se espera, entre otros, cumplir con las metas 
de: el reasentamiento de Gramalote, la reducción del 
riesgo de inundación en el jarillón del Rio Cali y el de- 
sarrollo del Plan Integral de intervención para redu- 
cir el riesgo de inundación en la región de la Mojana. 


De otra parte, no es comprensible que el 30.4% del 
presupuesto de la Estrategia Crecimiento Verde 
(inversiones que se proyectan por $2.895.407), se 
encuentre apalancada con recursos del Sistema Ge- 
neral de Participaciones — SGP, cuando de esta fuen- 
te de ingresos, solo es posible destinar un pequeño 
porcentaje del componente de propósitos generales 
toda vez que con ellos se deben cubrir los sectores 
de deporte y recreación, cultura, pensiones, deudas, 
atención a grupos vulnerables, entre otros. 


Lo mismo sucedería con la nueva fuente de finan- 
ciación con cargo al SGR que se proyecta por valor 
de $849.532 millones. Sin embargo, la gestión de 
recursos para el medio ambiente dependerá de la 
eficiencia de las Entidades Ejecutoras para formular 
y presentar los proyectos de inversión ante los orga- 
nismos competentes (OCAD). 


Al analizar el presupuesto de Inversión del PGN 2016 
proyectado para el sector de medio ambiente, se 
encuentra que la reducción para la inversión es del 
40%; lo cual pondrá en riesgo el cumplimiento de las 
metas físicas formuladas en los Planes de Acción de 
las Entidades beneficiarias de estos recursos para la 
vigencia 2016. 
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La estrategia envolvente no envolvente El sector ambiental mantiene 
“Crecimiento verde”? cierto grado de marginalidad frente 
El PND 2014 — 2018 plantea propósitos sectoriales a los sectores productivos en el PND 
2014- 2018. Esto se evidencia 

a través del listado de planes, 
programas y estrategias, sobre 
los cuales no se presentan metas 
cuantificables, ni indicadores 
que permitan su seguimiento 


relacionados básicamente con el mejoramiento de al- 
gunos procesos productivos, como son la disminución 
del consumo de mercurio en la minería; la disminución 
de la ilegalidad en la explotación de minerales; la reuti- 
lización de vertimientos en los procesos de explotación 
de hidrocarburos; el aumento en el empleo de energías 
alternativas; la disminución de la edad promedio de 


vehículos de carga, buscando la reducción de emisio- 
nes; la inclusión de inventarios de zonas en riesgo en 
el ordenamiento territorial; la inclusión de medidas que 
mitiguen o reduzcan el riesgo de desabastecimiento de 
agua potable; el aumento en el tratamiento de aguas 
residuales; aumento de los municipios con disposición 
adecuada de residuos; mejoramiento de los indicado- 
res de salud ambiental; así como los sistemas producti- 
vos agropecuarios con medidas de adaptación al cam- 
bio climático. 


Aunque podría decirse que estas medidas conducirían 
necesariamente a mejorar el desempeño ambiental de 
los sectores, es preciso señalar que resultan innocuas 
frente al modelo de desarrollo que se mantiene en el 
PND 2014 — 2018, según el cual se busca aumentar la 
inversión extranjera y mantener como ejes del desarro- 
llo las actividades minero energéticas y los megaproyec- 
tos de infraestructura, con las conocidas afectaciones 
ambientales que ellos producen. 


En este sentido, la propuesta del PND 2014 — 2018 
fortalece el desarrollo e implementación del CONPES 
3762 de 2013, mediante el cual se establecen los Linea- 
miento de Política para el Desarrollo de los Proyectos de 
Interés Nacional y Estratégicos — PINES y así como el 
afianzamiento de los Contratos Plan. El CONPES 3762 
establece medidas estructurales para optimizar proce- 
dimientos y trámites en todos los proyectos de inver- 
sión y medidas especiales para los PINES, que incluyen 
trámites ambientales, participación social y diálogo con 
las comunidades (consulta previa), la gestión predial y 
jurídica de los proyectos. 


El fortalecimiento de los PINES?, implica que la CIIPE* 
tramitará de manera integral y exclusiva los permisos 
requeridos para la ejecución de estos proyectos ante 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales — ANLA’. 
Además, por ser considerados como de utilidad públi- 
ca, se entiende su superposición con el ordenamiento 
territorial, que en algunos casos, podrá desconocer la 
afectación de la oferta y fragilidad ambiental del terri- 
torio. Adicionalmente, todos estos proyectos pasarán a 
ser sujetos del licenciamiento ambiental por parte de la 
ANLA eliminando la competencia de las Corporaciones 
Autónomas en esta materia. 
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Se observa que en el PND 2014 — 
2018, se impulsan proyectos como 
la exploración y explotación de 
hidrocarburos en áreas marinas; 
la inclusión de la explotación de 
hidrocarburos no convencionales 
como una prioridad; la importancia 
otorgada al crecimiento en infraes- 
tructura energética para aumentar 
el mercado de exportación; el desa- 
rrollo de un Plan de Dragados; el au- 
mento de proyectos de generación 
eléctrica con fuentes no convencio- 
nales, que podrán tramitarse como 
PINES cuyas actividades generan 
un elevado impacto a los recursos 
naturales. 


Sumado a lo anterior, la reglamenta- 
ción recientemente expedida sobre 
Licencias Ambientales*, permite a 
muchas de ellas que su ejecución se 
adelante sin sujetarse a este trámi- 
te ordinario. Este es el caso de las 


2 Estrategia que promueve la adopción de prác- 
ticas verdes en la generación de valor agregado 
por parte de los sectores económicos. Exposi- 
ción de Motivos, pág. 2 


3 Entre los que se encuentran los proyectos 
de infraestructura y de minas los siguientes: 
construcción FFCC Carare, rehabilitación FFCC 
central hasta Chiriguaná, conexión FFCC Central 
con FFCC del Oeste, proyectos PIN minería zona 
centro del César (Prodeco, Drummond, CNR), 
proyecto la Colosa, Cajamarca Tolima. 


4 CIIPE- Comisión Intersectorial de Infraestruc- 
tura y Proyectos Estratégicos 


5 Consulta previa, licenciamiento ambiental, 
compra de predios y gestión jurídica 


6 Decreto 2041 de 2014, por el cual se regla- 
menta el Título VII de la ley 99 de 1993 sobre 
licencias ambientales. 


actividades de exploración y explo- 
tación de hidrocarburos en las áreas 
marinas a profundidades mayores 
de 200 metros”, la explotación de 
hidrocarburos no convencionales? 
que no se asume como un nue- 
vo proyecto, obra o actividad sino 
como parte de una explotación 
existente; las hidroeléctricas en zo- 
nas no interconectadas y los dra- 
gados de mantenimiento. Además 
del desconocimiento de los graves 
impactos sociales y ambientales 
generados por la construcción de 
hidroeléctricas, costo que se asume 
incrementando las ganancias priva- 
das en la exportación. 


Se prescinde aún de la definición de 
las escalas así como de la articula- 
ción de las investigaciones plantea- 
das? lo que puede conducir a la reali- 
zación de estudios muy generales y 
aislados que no permitan conocer el 
comportamiento de los acuíferos, ni 
de su interrelación con los recursos 
naturales renovables, biodiversidad 
y servicios ecosistémicos, como un 
sistema abierto, pero a su vez finito 
y muy vulnerable. 


Así mismo, la propuesta de PND 
establece como prioridad avanzar 
en la estructuración de una meto- 
dología para el proceso de consul- 
ta previa que permita el desarrollo 
ágil de los proyectos consideraros 
de Interés Nacional y Estratégicos 
y por lo tanto, omitiendo contar 
con un tratamiento cuidadoso que 
reconozca la expresión de derechos 
fundamentales de las comunidades 
a las que cobija*”. Aunado a esto, es 
necesario anotar que aún está pen- 
diente la radicación de un proyecto 
la ley para reglamentar las consul- 
tas previas. 


La visión territorial y ambientalmen- 
te responsable de la que se habla no 
se materializa en acciones, toda vez 
que ha sido claramente insistente 
el Gobierno en crear instrumentos 
que superponen la actividad minera, 
considerada como de interés social 
nacional, al ordenamiento ambien- 
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tal del territorio que realizan los municipios a través de los diferentes ins- 
trumentos (POT, EOT, PBOT, POMCAS). 


De otra parte, es rescatable que se mencione la atención a los abandonos 
mineros y las áreas afectadas por ataques a la infraestructura para hidrocar- 
buros aunque la carencia de metas no permite visualizar como se materia- 
lizarán dichos propósitos que resultan pertinentes y necesarios para avan- 
zar hacia la mitigación y disminución de los pasivos ambientales derivados 
de estas actividades. 


Se excluyen de la propuesta de Plan, recomendaciones relacionadas por la 
OCDE frente a: 


La evaluación de los incentivos fiscales con motivaciones ambientales y 
reformar los que no son ambientalmente eficaces ni económicamente 
eficientes. 


Evaluar la ampliación de la aplicación de impuestos relacionados con 
el medio ambiente (tributos de combustibles; supresión de exenciones 
fiscales al combustible para transporte y prospección minera y petrole- 
ra; impuestos sobre productos energéticos; gravámenes a productos 
agroquímicos)**. 


La licencia ambiental para las actividades de exploración minera”?, 


La realización de Evaluaciones Ambientales Estratégicas Sectoriales, 
que permitan conocer los impactos de un sector determinado de forma 
conjunta y por territorios, con el fin de involucrar estos análisis en la 
toma de decisiones sobre la pertinencia y sostenibilidad ambiental. 


La revisión de las tarifas por el suministro de agua a la agricultura que no 
incentivan el uso eficiente de los recursos hídricos?3; el uso eficiente de 
los fertilizantes nitrogenados y fosforados””; la reducción de emisiones 
de efecto invernadero del sector agropecuario** y limitar la ganadería 
extensiva!*, 


7 Aspecto que fue analizado en la función de advertencia sobre licenciamiento ambiental 


8 Frente a este tema la CGR ha proferido funciones de advertencia así como realizó una actuación especial 
de seguimiento. 


9 El Servicio Geológico Colombiano, el IDEAM y las CAR, en el marco de sus competencias, con el apoyo del 
sector energético colombiano, desarrollarán estudios relacionados con aguas subterráneas, incluyendo 
aquellas en áreas de interés hidrocarburífero. Los institutos del SINA, con el apoyo de las entidades del 
sector energético y bajo la coordinación del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, desarrollarán 
investigaciones y gestión del conocimiento en materia de recursos naturales renovables, biodiversidad, 
servicios ecosistémicos y medio ambiente en áreas de interés hidrocarburífero. Pág. 194 


10 DNP. 2013. Evaluación de operaciones al proceso de licenciamiento ambiental en sus etapas de pla- 
neación, evaluación y seguimiento, desarrollados por las entidades encargadas del sector, los peticionarios 
y las autoridades ambientales. Descargado de https://sinergia.dnp.gov.co/Sinergia/Archivos/ee8 92fb2- 
646e-40ab-b14f-72285366d26 1/Informe%20Ofinal%20Eval%2 OLicencias%20Ambientales.pdf. Con- 
sultado el 2 febrero de 2014. 


11 OCDE. 2014. Evaluaciones de desempeño ambiental. Colombia. Pág. 82 
12 OCDE. 2014. Pág. 46. 

13 Pág. 81, Pág. 94 

14 Pág. 29, Pág. 95 

15 Págs. 14, 84 

16 Pág. 15 


ECONOMÍA COLOMBIANA 71 


TEMA CENTRAL 


A pesar que el objetivo 3, de la Estrategia de Crecimien- 
to Verde, apunta a lograr un crecimiento resiliente y 
reducir la vulnerabilidad frente a los riesgos de desas- 
tres y al cambio climático, es necesario señalar que el 
PND 2014 - 2018 carece de la necesaria articulación 
que debe darse entre la Unidad Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres, el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos- 
tenible y el Fondo de Adaptación, en materia de Ges- 
tión del Riesgo de Desastres — GRD, toda vez que se 
han desarrollado desde 2005 actividades paralelas que 
han conducido a la producción de varios documentos 
y apoyos a los entes territoriales en materia de ajuste 
a los instrumentos de planificación territorial (POMCA, 
POT, EOT, PBOT) teniendo en cuenta el Riesgo y des- 
conociendo su complementariedad con las medidas de 
adaptación al cambio climático*”. Preocupa más cuan- 
do aún no se ha cumplido con la expedición del decreto 
de creación del SISCLIMA. 


Se mantiene el divorcio entre el manejo de la oferta y 
la demanda hídrica, cuando se plantea el propósito de 
mejorar la planeación del ordenamiento del recurso hí- 
drico con miras a satisfacer el acceso al agua potable y 
saneamiento básico, sin mencionar su articulación con 
los instrumentos de planeación establecidos norma- 
tivamente como son los Planes de Ordenamiento del 
Recurso Hídrico — PORH, los Planes de Ordenamiento 
y Manejo de Cuencas — POMCAS, Planes de Manejo y 
Saneamiento de Vertimientos — PSMV, Plan de Ordena- 
ción Forestal — POF y los Programa Agua y Saneamiento 
para la Prosperidad — Planes Departamentales para el 
Manejo Empresarial de los Servicios de Agua y Sanea- 
miento PAP — PDA. 


Por otra parte, se establece un producto relacionado 
con la disminución de municipios con riesgo por desa- 
bastecimiento sin que se haya planteado un diagnósti- 
co sobre el tema. Este riesgo se asocia a cuatro eventos 
hidrológicos principalmente: inundaciones, avalanchas, 
avenidas torrenciales y sequías. Por lo tanto, es necesa- 
rio que se revise de forma integral con los instrumentos 
anteriormente mencionados. 


En materia de salud ambiental es preciso mencionar que 
de acuerdo con los estudios adelantados por la CGR, la 
ausencia de trabajo sinérgico y coordinado entre el Mi- 
nisterio de Ambiente y Desarrollo sostenible (MADS) y 
el MINSALUD, ha sido la principal causa de que no se 
haya formulado la PISA*$, lo que tiene como consecuen- 
cia una gestión poco eficaz en áreas claves como el 
mejoramiento de la calidad del aire y del agua, sin que 
haya disminuido la prevalencia e incidencia de enferme- 
dades respiratorias y diarreicas en zonas con población 
vulnerable o ubicadas cerca de actividades altamente 
contaminantes como la explotación a gran escala de 
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minerales y zonas marginales de las grandes ciudades, 
donde el saneamiento básico es precario (CGR, 2013). 


De otra parte, no se visualiza en el PND la articulación 
de las acciones de construcción de distritos de riego 
con el ordenamiento de cuencas y demás instrumentos 
diseñados para la Gestión Integral del Recurso Hídrico. 


Tampoco toma en cuenta los resultados del estudio rea- 
lizado por el DNP* frente a la necesidad de incluir en el 
listado de los proyectos sujetos al proceso de licencia- 
miento ambiental, los megaproyectos agroindustriales, 
teniendo en cuenta el potencial de generar altos impac- 
tos sobre la biodiversidad y el ambiente. 


Sobre las metas 


El PND 2014-2018 define que el crecimiento verde es 
un enfoque que propende por un desarrollo sostenible 
que garantice el bienestar económico y social de la po- 
blación en el largo plazo, asegurando que la base de los 
recursos provea los bienes y servicios ecosistémicos 
que el país necesita y el ambiente natural sea capaz de 
recuperarse ante los impactos de las actividades pro- 
ductivas. 


Este PND, basado en un diagnóstico de las cuatro di- 
mensiones” avanza, frente a planes anteriores, en el 
reconocimiento más explícito de la posibilidad de insos- 


17 El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio - MUCT ha elaborado, 
entre otros: 


e Incorporación de la Prevención y la Reducción de Riesgos en los Procesos 
de Ordenamiento Territorial. 2005 


e Guía metodológica para el inventario de asentamientos en zonas de alto 
riesgo. 2014 


La Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres - UNGRD ha ela- 
borado, entre otros: 


e Guía Metodológica para la Formulación del Plan Local de Emergencia y 
Contingencias (PLEC's). 2008 


e Guía Municipal para la Gestión del Riesgo. 2010 


e Guía metodológica para la elaboración de Planes Departamentales para 
la Gestión del Riesgo. 


e Lineamientos para el proceso de ordenamiento territorial departamental 
- contenidos básicos 


e Guía Metodológica para la Elaboración de la Estrategia de Respuesta 
Municipal “Preparación para el Manejo de Emergencias y Desastres”. 
2013 


El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible - MADS incluyó en la 
Guía técnica para la formulación de los planes de ordenación y manejo de 
cuencas hidrográficas (Diciembre 2013), un capítulo de gestión del riesgo. 
Así como elaboró el Diagnóstico de riesgo ecológico en zonas marino costeras 
e insulares de Colombia. 2014. 


18 PISA - Política Integral de Salud Ambiental 


19 DNP. 2013. Evaluación de operaciones al proceso de licenciamiento am- 
biental en sus etapas de planeación, evaluación y seguimiento, desarrollado 
por las entidades encargadas del sector, los peticionarios y las autoridades 
ambientales. Pág. 17. 


20 Socio-cultural, ambiental, económica y político-institucional. 


tenibilidad del modelo y presenta muchas propuestas adecuadas para con- 
trarrestar la situación. Sin embargo, mantiene altos niveles de incoherencia 
entre los objetivos, las estrategias, y las metas, en tanto no presenta ni la 
cantidad ni la calidad de recursos (humanos, técnicos, financieros, institu- 
cionales) para alcanzarlas. 


Lo anterior se ve reflejado en las metas propuestas en las Bases del PND 
2014 — 2018, dentro del capítulo de Crecimiento Verde, en el objetivo 1, 
sobre avanzar en el crecimiento sostenible y bajo en carbono, como se 
expuso anteriormente. 


De otra parte, en el objetivo 2 se busca proteger y asegurar el uso sosteni- 
ble del capital natural y mejorar la calidad y la gobernanza ambiental, de los 
cuales se analizarán algunos puntos de interés: 


Protección de ecosistemas estratégicos 


En el Plan Nacional de Desarrollo (2014-2018), el tema de la protección 
de los ecosistemas de páramos y específicamente el de la prohibición de 
realizar actividades agropecuarias, de exploración o explotación de hidro- 
carburos y minerales, y la construcción de refinerías de hidrocarburos, fue 
retomado en el artículo 173, también se observa que esta disposición reco- 
gió varios aspectos contemplados la Resolución 2090 de 19 de diciembre 
de 2014, proferida por el MADS, por medio de la cual delimitó el páramo 
de Santurbán. 


Igualmente el PND 2014-2018, no tiene en cuenta metas relevantes 
para conservar y asegurar el uso sostenible del capital natural continen- 
tal como la delimitación de los ecosistemas de páramos y humedales a 
escala 1:25.000 que permitan adelantar la zonificación, ordenamiento y 
determinación del régimen de usos de dichos ecosistemas estratégicos 
para el país. 


Dicho debilitamiento se presenta, en primer lugar, en lo relacionado con 
la prohibición de realizar actividades mineras y de hidrocarburos en eco- 
sistemas de páramos ya que mientras la Ley 1450 de 2011 era expresa en 
señalar que en “los ecosistemas de páramos no se podrán adelantar actividades 
agropecuarias, ni de exploración o explotación de hidrocarburos y minerales, ni 
construcción de refinerías de hidrocarburos” sin ningún tipo de restricción, el 
PND 2014-2018, permite la continuidad de las actividades mineras al inte- 
rior del área delimitada como páramo, en aquellos casos en que se cuente 
con título e instrumento de manejo ambiental otorgados antes del 9 de 
febrero de 2010 y actividades de hidrocarburos si se iniciaron antes de 16 
de junio de 2011, hasta su terminación sin opción de prórroga (art. 173, 
parágrafo primero). 


La aplicación de la prohibición para actividades agropecuarias al interior del 
área de páramo delimitada, será gradual (con anterioridad al 16 de junio de 
2011), no obstante, no se establece un plazo para su acatamiento total, 
ni metas intermedias que permitan evaluar el avance o logros obtenidos. 


Y aunque el artículo 173, parágrafo segundo, establece que en el área de 
referencia que no sea incluida dentro del área del páramo delimitada, no 
estará permitido otorgar nuevos títulos mineros o suscribir nuevos con- 
tratos para la exploración y explotación de hidrocarburos, ni el desarrollo 
de nuevas actividades agropecuarias; no resulta claro qué ocurrirá con los 
proyectos que ya cuentan con contrato y licencia ambiental o con el instru- 


TEMA CENTRAL 


La visión territorial 

y ambientalmente 
responsable de la que 

se habla no se materializa 
en acciones, toda vez 

que ha sido claramente 
insistente el Gobierno 

en crear instrumentos 
que superponen la 
actividad minera, 
considerada como de 
interés social nacional, 

al ordenamiento ambiental 
del territorio que realizan 
los municipios a través 

de los diferentes 
instrumentos (POT, EOT, 
PBOT, POMCAS). 
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La Ley 1450 de 2011 era 
expresa en señalar que en “los 
E EN A RSS 
podrán adelantar actividades 
OILA ARA O OLL 
o explotación de hidrocarburos 
y minerales, ni construcción de 
refinerías de hidrocarburos”, 
mientras que el PND 2014-2018 


permite la continuidad 
de las actividades mineras al 
TAR ANT Aito M0) 


ll MAN RANA AAN 
título otorgado antes del 9 de 
febrero de 2010, y actividades 
de hidrocarburos si se iniciaron 
AN CANINA 





mento de control y manejo ambien- 
tal equivalente en área de referencia 
y que eventualmente podrían seguir 
su ejecución. 


En segundo lugar, la flexibilización 
de la escala requerida para adelan- 
tar dicha delimitación, ya que según 
la nueva norma es posible utilizar 
una escala 1:100.000 que no nece- 
sariamente tiene el nivel de detalle 
necesario para dirimir los conflictos 
que se presentan en los procesos de 
delimitación y sólo utilizar la escala 
1:25.000, cuando esta última esté 
disponible. A la escala generalizada 
no será posible reconocer los bienes 
y servicios ambientales adecuada- 
mente y por ello, al emplear esta de- 
limitación para la toma de decisio- 
nes sobre la ordenación del uso de 
los páramos, será posible aumentar 
el riesgo de afectación de los bie- 
nes y servicios ambientales de este 
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ecosistema vital, por usos no apropiados. También será 
posible reglamentar la cesación de actividades en áreas 
que sean aptas para este uso. 


Respecto de la delimitación de humedales no resulta 
claro el alcance mismo de las inversiones realizadas para 
tal fin (Convenio Interadministrativo 05 de 20132), ya 
que el nuevo PND 2014-2018 se enfoca en medidas de 
protección de estos ecosistemas (art. 172 del PL PND 
2014-2018), pero suprime el procedimiento mismo de 
la delimitación de los humedales que fue contemplado 
por la Ley 1450 de 2011. 


En el PND 2014-2018, las metas en materia de ordena- 
ción de cuencas no son claras en términos del alcance 
de las acciones propuestas, ya que se mezclan macro- 
cuencas, con cuencas y acuíferos en una misma meta 
de implementación que impide realizar un adecuado 
seguimiento, ya que por ejemplo sólo existen 5 macro- 
cuencas definidas en el Decreto 1640 de 2012. 


Entendiendo que la meta para el cuatrienio 2014-2018 
que se espera alcanzar es de 32 POMCAS formulados, 
estos representarían sólo el 8% del total de cuencas?2 
objeto de ordenación y manejo en el país identificadas 
por el IDEAM, que resulta insuficiente frente a los desa- 
fíos en materia de gestión del recurso hídrico. 


Se mantienen aislados los instrumentos de gestión in- 
tegral del recurso hídrico con aquellos relacionados con 
el cambio climático, la gestión del riesgo de desastres 
naturales, el desabastecimiento de agua potable, la or- 
denación de los páramos y los humedales, que además 
se ven afectados por la prioridad y superposición de los 
Proyectos de Interés Nacional y Estratégicos. 


La meta de 20 planes de cambio climático formulados 
del PND 2014-2018 es ambigua ya que no precisa sí se 
trata de Planes Sectoriales con incorporación de políti- 
cas de adaptación al cambio climático o de desarrollo 
bajo en carbono como había sido contemplado en el 
PND 2010-2014, de conformidad con lo dispuesto en el 
CONFPES 3700 de 2011 “Estrategia institucional para la 
articulación de políticas y acciones en materia de cam- 
bio climático en Colombia”. 


21 Suscrito entre el Instituto von Humboldt y el Fondo Nacional de Adapta- 
ción para la delimitación humedales ubicados en las cuencas hidrográficas 
afectadas por el fenómeno de “La Niña” 2010-2011, a escala 1.25.000. 


22 MADS. Resumen avance cumplimiento indicador “Planes de Ordenación y 
manejo de cuencas hidrográficas - POMCAS adoptados bajo el nuevo esque- 
ma legal incluyendo el componente de gestión del riesgo.” Cuatrienio 201 1- 
2014. Pág. 3. 


Igualmente ocurre con la meta de 
10 Entidades Territoriales que in- 
corporan en los instrumentos de 
planificación criterios de cambio 
climático, ya que no se establece 
claramente sí se trata de los Planes 
Territoriales de adaptación al cam- 
bio climático que se venían adelan- 
tando en el cuatrienio anterior o de 
los lineamientos y directrices para la 
incorporación de variables de cam- 
bio climático en la planificación te- 
rritorial y ambiental (adaptación), o 
de la estrategia de regionalización 
del cambio climático para reducción 
de emisiones en el sector AFOLU y 
REDD+ en la Amazonía y otras regio- 
nes (desarrollo bajo en carbono). 


Por lo anterior, se considera que 
las metas definidas no permiten 
realizar un adecuado seguimiento 
y evaluación de lo dispuesto en el 
CONFPES 3700 de 2011 sobre adap- 
tación y desarrollo bajo en carbono, 
y en el artículo 170 de la Ley 1753 
de 2015 (PND 2014-2018), sobre 
formulación de una política de creci- 
miento verde de largo plazo. 


Licenciamiento ambiental 
e información ambiental 


En concordancia con la visión de 
trámite que se da al proceso de li- 
cenciamiento ambiental, la meta 
planteada en el PND 2014 — 2018 
se relaciona exclusivamente con el 
cumplimiento de los tiempos, ello 
significa que nuevamente se enfa- 
tiza en que la optimización del pro- 
ceso de licenciamiento ambiental se 
mide por tiempos de trámite, a lo 
cual la CGR ha manifestado, en va- 
rias oportunidades, que esto resulta 
inconveniente toda vez que la com- 
plejidad de cada proyecto requiere 
de estudios y análisis específicos 
desde la fase de planeación. 


Particularmente en los proyectos 
que son competencia de la ANLA, 
se generan profundas transforma- 
ciones ambientales y sociales que 
deben considerarse y tratarse ade- 
cuadamente en el análisis para el 


otorgamiento o no de una licencia 
ambiental, que además exige un 
mejoramiento notorio de las capaci- 
dades técnicas y operativas de esta 
autoridad. 


Uno de los vacíos más relevantes 
dentro de la estructura del SINA y 
que ha sido motivo de análisis por 
parte de la CGR, es el problema de la 
dispersión y en ocasiones ausencia 
de información que impide la ade- 
cuada planeación, implementación, 
coordinación y seguimiento a las 
políticas públicas ambientales y sec- 
toriales. En este sentido, la propues- 
ta de Plan Nacional de Desarrollo 
carece de objetivos y metas claras 
de fortalecimiento de los institutos 
de investigación ambiental del SINA, 
así como de su articulación con el 
Sistema Nacional de Ciencia y Tec- 
nología, aspecto que debilita el de- 
sarrollo de la investigación científica 
necesaria en la toma de decisiones 
frente a las políticas públicas. 


Unido a las dificultades del Ejecuti- 
vo causadas por las debilidades de 
los sistemas de información, desde 
el punto de vista del control fiscal lo 
más grave es que no se presentan 
metas que hagan posible evaluar, en 
forma precisa, la eficiencia del gasto 
ambiental ni el impacto de la ges- 
tión institucional del SINA. 


Conclusión 


Para la Contraloría General de la 
República es claro que para denomi- 
nar como estrategia envolvente el 
Crecimiento Verde, debe mostrarse 
un mayor compromiso con la Go- 
bernanza Ambiental, ya que el Plan 
Nacional de Desarrollo 2014 — 2018 
no avanza hacia la construcción de 
un modelo de desarrollo coherente 
con el diagnóstico ambiental que in- 
dica un incremento de los conflictos 
ambientales, que han conducido a 
la pérdida y degradación de los bie- 
nes y servicios ambientales del país 
lo que conlleva a una pérdida de los 
recursos de la nación, representa- 
dos en las riquezas naturales. 
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La planeación 


en Colombia: 
funciona pero requiere ajustes 


Contar con líneas estratégicas de planeación de largo plazo podría 
ser inocuo si con el paso del tiempo persisten en el país los problemas 
que se pretenden solucionar con dichas políticas. 


Patricia Rincón Mazo* 


La planeación permite organizar propósitos que se 
quieren lograr en determinado período de tiempo, lo 
cual aplica como criterio a la vida diaria, a las empresas 
o hasta a un País. Los principios de planeación parten 
de un nivel estratégico que marca el norte, es decir, 
la gran meta a alcanzar, para constituirse en un nivel 
táctico que organiza ese objetivo en mediano plazo, 
buscando las herramientas y formas de llevarlo a cabo, 
para finalmente desarrollarse en un nivel operativo que 
especifica cada paso o tarea que se deba lograr. 


Si aplicamos este esquema a nivel de una nación, lo 
estratégico debería definir el propósito del país con 
enunciados de largo plazo y propuestas sostenibles a 
través del tiempo. Lo táctico ayudaría a implementar lo 
estratégico y se refleja en los logros de cada sector para 
ayudar a conseguir los objetivos del país. Y lo operativo 
detallaría a nivel de unidades ejecutoras las acciones y 
actividades para lograr las metas con su respectivo pre- 
supuesto. 


En Colombia la planeación desciende en cascada des- 
de el nivel estratégico, al táctico y al operativo. Así, el 
Gobierno Nacional diseña el Plan Nacional de Desarro- 
llo con los principales objetivos a lograr en un período 
presidencial de cuatro 4 años, que los Ministerios llevan 


* Contralora Delegada para Economía y finanzas públicas. 
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a planes estratégicos sectoriales 
del mismo período de tiempo, para 
finalmente determinar actividades 
en planes de acción anuales. La ilus- 
tración 1 muestra cómo la visión de 
largo plazo debe materializarse en 
el Plan Nacional de Desarrollo, los 
planes estratégicos sectoriales y el 
plan de acción. 


Una buena práctica de planeación 

e implementación táctica de política 
pública, que puede servir como 
buen ejemplo de lo que se debería 
hacer, es el Plan Vive Digital del 
Sector Tecnologías de Información 

y la Comunicaciones. Cuyo proceso 
de diseño, implementación y 
seguimiento generó buenos resultados 
e incluso reconocimientos 
internacionales. 
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Ieier IEE Esquema general de planeación en Colombia 


Visión de Largo Plazo 





VISIÓN COLOMBIA 2019 


PND 2006-2010 


EA ET PND 2010-2014 


Sectoriales 


Planes Estratégicos PND 2014-2018 
Sectoriales 


Planes Estratégicos PND 20138-2022 


Planeación Sectoriales 
ERE 


corto plazo Planes (dd 
Sectoriales 


Plan Acción Plan Acción Plan Acción Plan Acción Plan Acción Plan Acción Plan Acción Plan Acción 
anual anual anual anual anual anual anual anual 





Fuente: Realización del autor. 


Estos planes se acompañan de herramientas presupuestales como un plan 
plurianual de inversiones de cada plan nacional de desarrollo, soportados 
en un marco fiscal de mediano plazo a 10 años, un marco de gasto a 4 
años y un presupuesto anual. Se denota entonces que la mayoría de ins- 
trumentos de planeación y presupuestación tiene un horizonte de 4 años, 
exceptuando el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 


Los instrumentos existen y permiten generar en el mediano plazo una idea 
de la ruta que seguirá Colombia. No obstante, la evidencia empírica, como 
las pruebas internacionales de calidad educativa, la atención en salud o la 
distribución del ingreso, muestran la necesidad de ser calibrados de mane- 
ra periódica para mejorar en los resultados del diseño y la implementación 
de la política pública. 


¿Pero qué deberíamos mejorar? Para abrir el debate, se pueden hacer pro- 
puestas de mejoras en la planeación estratégica, táctica y operativa. 


La planeación estratégica 


La última senda de largo plazo que se trazó en el país fue “Visión Colombia 
2019”. Las líneas estratégicas definidas por Visión Colombia 2019 fueron: 
una economía que garantice un mayor nivel de bienestar, una sociedad 
más igualitaria y solidaria, una sociedad de ciudadanos libres y responsa- 
bles, y un Estado eficiente al servicio de los ciudadanos. Líneas que al pa- 
recer tratan de mantenerse en los últimos planes de desarrollo como ejes 
estratégicos, ver Tabla 1: Ejes estratégicos de Colombia 2019 y los Planes 
de Desarrollo —PND- 2010-2018. 
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Ejes estratégicos de Colombia 2019 y los Planes de Desarrollo —PND- 2010-2018 


Visión Colombia 2019 PND 2010-2014 PND 2014-2018 








Una economía que garantice mayor nivel de Crecimiento sostenible y competitividad Competitividad e infraestructura 
bienestar. estratégicas 
Una sociedad más igualitaria y solidaria. Igualdad de oportunidades para la prosperidad social | Movilidad social 


Seguridad, justicia y democracia 


Una sociedad de ciudadanos libres y responsables. | Consolidación de la Paz A 
para la construcción de la Paz 








Un Estado al servicio de los ciudadanos Soportes transversales de la prosperidad democrática | Buen gobierno 

El agro se planteó como un objetivo dentro del El agro se planteó como una locomotaora dentro 

eje estratégico: Una economía que garantice del eje estratégico: crecimiento sostenible y Transformación del campo 
mayor nivel de bienestar. competitividad 





El crecimiento verde se planteó como un objetivo 
dentro del eje estratégico: Una economía que 
garantice mayor nivel de bienestar. 


El crecimiento verde se planteó como un objetivo 


dentro del eje estratégico: Consolidación de la paz Crecimiento verde 

















Fuente: Visión Colombia 2019- Bases de los Planes Nacionales de desarrollo 2010-2018. 


Pero no siempre se organizan en los planes los objetivos que desarrollan a 
cada una de las estrategias. En el eje de crecimiento económico de Colom- 
bia 2019 se incluía como objetivo adecuar la estructura fiscal del país en 
temas como pensiones, impuestos y rentas parafiscales, pero este objetivo 
no aparece en el plan 2010-2014, y se registra muy tímidamente en el ca- 
pítulo de buen gobierno del plan 2014-2018. En otros casos los objetivos 
se presentan en una estrategia A pero se alinean a una estrategia B lo que 
dificulta su integración con otros sectores y su efectiva implementación, 
como es el caso del objetivo “fundamentar el crecimiento en el desarrollo 
científico y tecnológico” planteado en la Visión y en los planes de desarro- 
llo 2010-2014 como competitividad pero que la política está más cercana 
al componente de movilidad social a través de la educación. Finalmente, 
están aquellos objetivos que se plantean en cada plan, pero que la imple- 
mentación de la política no permite solucionar el problema de fondo, como 
es el caso de la cadena de producción de justicia o la propiedad de la tierra. 


Es una necesidad sentida, plantear horizontes de largo plazo con metas 
estratégicas, lo cual se hace evidente en los ejercicios de planes decenales 
para atender temas como en educación y salud, en los cuales participan no 
solo el sector público, sino la ciudadanía y el sector privado. Un reciente 
ejemplo se da en el sector educación donde actores de la ciudadanía, la 
academia, las organizaciones no gubernamentales y el sector privado die- 
ron muestra de una participación y construcción colectiva del pacto “Todos 
por la educación”. 


Pero la preocupación en la planeación estratégica no es solo si el diseño 
de la política pública tiene continuidad en el tiempo, sino también si la 
delineación e implementación de la misma permite atender las necesida- 
des de los ciudadanos y avanzar hacia mejores niveles de calidad de vida y 
de bienestar social. Contar con líneas estratégicas de planeación de largo 
plazo podría ser inocuo si con el paso del tiempo persisten en el país los 
problemas que se pretenden solucionar con dichas políticas. 


El proceso de planeación significa centrar esfuerzos e implementar accio- 
nes en búsqueda de los objetivos estratégicos y de las metas deseadas. 
Son asuntos pendientes por resolver: las líneas estratégicas que desarrolla- 
ran el país y el enfoque que cada objetivo estratégico tendrá para el uso de 
la maquinaria técnica y ejecutora de las políticas en el Estado, establecer el 
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arreglo institucional para su ejecución y las metas que 
se deben lograr. Y más en el marco de las nuevas condi- 
ciones que se avecinan en el país frente a un posible es- 
cenario de posconflicto que ineludiblemente planteara 
una nueva realidad nacional. 


La planeación táctica 


Los planes sectoriales, ejecutados por las entidades que 
lideran los sectores públicos, como los Ministerios y los 
Departamentos Administrativos, organizan los objeti- 
vos para desarrollarlos en metas que se planean acorde 
a los recursos disponibles. Una buena práctica de pla- 
neación e implementación táctica de política pública, 
que puede servir como buen ejemplo de lo que se debe- 
ría hacer, es el Plan Vive Digital del Sector Tecnologías 
de Información y la Comunicaciones, cuyo proceso de 
diseño, implementación y seguimiento generó buenos 
resultados e incluso reconocimientos internacionales. 


El diseño del plan partió de organizar la información, y 
estado del arte de las telecomunicaciones en Colombia. 
Esto permitió establecer la línea base en la que estaba 
el país y programar hacia dónde se quería avanzar. El 
modelo, permitió estructurar un esquema de círculo 
virtuoso que iba desde la infraestructura física hasta el 
uso y apropiación de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones -TIC. Así este sector pudo en los 
últimos años cumplir las principales metas a través de 
la implementación de cada uno de los planes de acción 
y de las iniciativas que fueron propuestas. 


En el presupuesto 
de los últimos 10 años, 
puede verse que la senda 
CAPUAE Aa A 
un mayor componente 


MAOO CALON 
en promedio 53% 
O A ORUA OL 
participó en promedio 
con 18%. 
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La construcción de la línea base, tener certeza sobre las 
condiciones actuales del sector y las necesidades de la 
ciudadanía son un buen principio de planeación que de- 
berían seguir todos los sectores con la guía del Depar- 
tamento Nacional de Planeación, pues es claro que para 
diseñar la política pública el diagnóstico real debe ser la 
base del análisis. En esto el Departamento Administra- 
tivo Nacional de Estadística tiene un rol preponderante 
en coordinar las acciones para que se cuente con la in- 
formación necesaria en el momento oportuno 


Luego del diseño viene la implementación, que en el 
caso del plan Vive Digital contó con expertos en cada 
una de las estrategias, que respondían continuamente 
por los avances, la contratación y la ejecución de las 
metas que se habían planteado en jornadas que permi- 
tían integrar las acciones entre los ejes estratégicos del 
plan. Seguimiento continuo y ajuste a planes, otra ne- 
cesidad imperante de cualquier proceso de implemen- 
tación de política pública, que dependerá del estilo de 
dirección de cada gerente público. 


La operativa 


La entrega de bienes y servicios se plantea en el plan de 
acción que logra coordinar las acciones entre lo planea- 
do, lo presupuestado, lo contratado y lo producido por el 
sector público. El plan de acción debería delimitar el pre- 
supuesto y la contratación en un ciclo anual que cambia 
cada 4 años con el período presidencial, pero en la prác- 
tica los procesos presupuestales se han impuesto sobre 
el proceso de planeación anual, debido a que estos están 
claramente definidos y con fechas delimitadas por el Es- 
tatuto Orgánico de Presupuesto, mientras que la planea- 
ción se rige por la Ley 152 de 1994, que se ocupa más en 
el proceso de aprobación y trámite del Plan Nacional de 
Desarrollo, que del proceso integral de planeación y de la 
priorización de las necesidades a ser atendidas. 


Así, mientras el presupuesto se programa con un año de 
anterioridad y su aprobación se hace en el mes de oc- 
tubre del año inmediatamente anterior a su ejecución, 
que va del primero del 1 de enero al 31 de diciembre, la 
planeación anual definitiva, por lo general, solo queda 
en firme el primer o segundo mes del año. Lo anterior, 
genera retrasos en el cumplimiento de los objetivos, 
pues no permite generar buenas prácticas de ejecución 
presupuestal como sería el caso de adelantar, en la me- 
dida de lo posible, procesos precontractuales un poco 
antes de que haya empezado el año fiscal. La ilustra- 
ción 2 establece las interrelaciones entre la planeación, 
el presupuesto y la contratación, con una propuesta de 
tiempos en los cuales podría llevarse a cabo cada etapa, 
sin contar con las restricciones y tiempos de las decisio- 
nes de política pública en el caso de que éstas requieran 
reformas legales. 
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La implementación de los planes y la priorización del gasto 


La planeación, no puede ser solo un cúmulo de buenas intenciones, es la 
organización de las estrategias y actividades para proveer a la sociedad de 
los bienes y servicios que necesite. Una forma de aproximarse a revisar si se 
ha tenido en Colombia una planeación organizada es analizar el presupues- 
to histórico del país. En el presupuesto de los últimos 10 años, puede verse 
que la senda del gasto público tiene un mayor componente de funciona- 
miento, en promedio 53%, mientras que la inversión participó en promedio 
con 18% (Gráfico 1). Esta distribución, en parte, se debe a que en los recur- 
sos de funcionamiento se encuentran gastos de obligatorio cumplimiento 
como la nómina del Estado, el pago de sentencias y las transferencias. 





Participación del funcionamiento, la deuda 
y la inversión en el PGN 
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Fuente: Realización propia del autor 


Así en los primeros sectores que han liderado el gasto se encuentran Salud, 
Defensa, Educación, Hacienda, Transporte e Inclusión Social (Gráfico 2). 
Salud, Educación y Hacienda siempre aparecerán dentro de los primeros 
rubros de gasto pues contienen las transferencias del Sistema General de 
Participaciones, y por su parte, el sector Defensa también se mantendrá 
en el ranking dado que contiene el pago de las nóminas y pensiones de las 
fuerzas militares y policiales del país. Bajo este panorama, la discrecionali- 
dad del gasto público para implementar nuevas políticas públicas y hacer 
ejercicios de planeación prospectiva es poca, dado que depende del monto 
de los recursos para inversión. 
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G Principales líneas de gasto del Presupuesto General de la Nación. 
Miles de millones de pesos constantes de 2014 
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Fuente: Datos de SIIF Nación. 


Al revisar solo la inversión se ven variaciones en el ranking de prioridades 
de asignación de gasto. El sector Salud y Protección social, que incluye 
trabajo, se encuentra entre las primeras 10 posiciones de gasto, mientras 
otros sectores, se reubican en lugares superiores por un año y vuelven a 
caer como Minas y Energía en 2007 y 2009, efecto de subsidios para el sec- 
tor minero energético; agropecuario en 2013 y 2014 por el paro agrario; y 
Vivienda que comienza a subir desde 2010 por las viviendas gratuitas (Grá- 
fico 3). Los cambios de prioridades en la inversión pueden dar pistas de la 
necesidad de tener líneas estratégicas que permitan priorizar el gasto por 
una senda de crecimiento sostenible y atender las necesidades de manera 
razonable y proactiva, y no reactiva. 


ECOS Primeros sectores de inversión del Presupuesto General de la Nación 
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Fuente: Datos de SIIF Nación. 
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Las líneas estratégicas de la planeación deben permitir un crecimiento eco- 
nómico sostenible, con una senda de ingresos Estatales estables en aras de 
tener una mayor capacidad de gasto social. El diseño de dicha planeación 
debería basarse en el diagnóstico de la situación del país, con indicadores 
sociales que permitan mejorar la toma de decisiones de la política pública. 
El modelo también debería plantear la integración de programas con inver- 
siones y esfuerzos intersectoriales generando así eficiencia en el uso de los 
recursos públicos y sinergia en las acciones, adicionalmente organizar las 
políticas intergeneracionales y por tanto requieren un horizonte de largo 
plazo porque sus resultados se ven a través de los años como esquemas de 
nutrición y atención infantil, calidad de la educación, atención y promoción 
en salud, deporte, cultura o agricultura diferenciadas de las acciones que 
pueden implementarse en el corto plazo e incluso ser de fácil medición 
como infraestructura vial, portuaria, tecnológica; competitividad; vivienda; 
agua potable o infraestructura educativa. Inclusive esa planeación y priori- 
zación debería contar con marco legal que la proteja. 


No se trata sólo de planes y números, es lo que cada número puede llegar 
a ser. La planeación, las metas y el uso del presupuesto representan niños 
en las escuelas, vacunas, pensiones, vías, jóvenes deportistas, soluciones 
judiciales efectivas, conexiones a Internet, entre otros. La planeación tiene 
sentido en la medida que veamos detrás de las metas la gente. Es impera- 
tivo renovar la visión del país en una construcción colectiva, acorde a las 
necesidades de la sociedad, que esté protegida de las decisiones políticas 
y sobre todo que permita que los intereses generales estén por encima de 
los particulares. 
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La Planificación en la 
Reforma Constitucional de 1968 


En octubre de 1971, antes de ser presidente de la República, 

Alfonso López Michelsen pronunció una conferencia ante la Sociedad 
Colombiana de Planificación, que entonces presidía Pedro Pablo Morcillo. 
Estos son los apartes de la intervención en la cual plantea el contexto 
en el que se daba la planeación del Estado para la época. 


Alfonso López Michelsen 


Muchas veces me ha preguntado 
por qué la planificación, como prin- 
cipio, llegó tan tarde al mundo de la 
economía. Nadie sueña, desde hace 
siglos en elevar una construcción 
sin planos. Nadie, en los propios 
negocios privados, se compromete 
en una aventura económica sin un 
presupuesto y sin un calendario. 
Un médico, que prescribe un trata- 
miento, prevé de antemano las dis- 
tintas fases de su desarrollo. Para 
un problema tan grande como el 
de la asignación de los recursos na- 
cionales para el bienestar común y 
la selección de las prioridades ¿por 
qué tardarnos tanto tiempo en se- 
guir un rumbo similar? Se me dirá 
que la doctrina económica prevale- 
ciente en las democracias liberales 
obligaba precisamente a precluír la 
intervención del Estado, y, en las 
sociedades primitivas, no era da- 
ble exigir una preparación para tal 
efecto. Sin embargo, me atrevería a 
aventurar otra hipótesis: la de que 
la planificación, tal como la conce- 
bimos hoy en día, corresponde a 
un fenómeno ignorado hasta hace 
cincuenta años. Me refiero al ritmo 
de crecimiento de la población. Las 
teorías económicas del siglo XIX es- 
tán fundadas todas sobre un presu- 


puesto que nadie ponía en duda en Europa, el de que la población de cada 
país era más o menos estacionaria. Aumentaba muy moderadamente, a 
veces, como en el caso de Alemania, o disminuía periódicamente, como 
en el caso de Irlanda o Francia. Era imposible prever el volumen inverosímil 
de exigencias sobre los recursos públicos para propósitos tales como la 
salud, la educación, el techo, los transportes, que una tasa de crecimiento 
fuera de lo común iba a exigir. No sin razón se consideró siempre que el in- 
cremento de la riqueza individual y, por ende colectiva, se traduciría inevi- 
tablemente en progreso. La población venía a ser no una variable sino una 
constante, con ligeras modificaciones. Yo diría que la planeación obedece 
a la necesidad de repensar todo el proceso económico, teniendo en cuen- 
ta este nuevo elemento. La ciencia económica no versa solamente sobre 
la producción, distribución y consumo de la riqueza, sino sobre esos mis- 
mos factores en relación con el crecimiento demográfico. No en vano se 
habla de planeación familiar. Sin tomar partido en un tema sobre el cual se 
podría discutir extensamente entre natalistas y antinatalistas, es evidente 
que la planeación familiar forma parte del edificio del desarrollo. La propia 
política, el Derecho mismo, acaban siendo afectados por la existencia de 
un nuevo punto de referencia con relación al aumento de la riqueza, como 
es el aumento de la población. Es la carrera entre la liebre y la tortuga o 
la carrera entre dos liebres. Resulta, entonces, que la competencia entre 
los dos crecimientos, el de la riqueza y el de la población, acaban condicio- 
nando la estructura del Estado y el ordenamiento de los propios partidos 
políticos. En esta segunda mitad, del siglo XX, la cuestión fundamental 
de la política es cómo se distribuye la riqueza y se asignan prioridades. 
Es lo que divide a la derecha de la izquierda, allí donde existe una clara 
demarcación de fronteras políticas. No se pueden asignar recursos para 
las necesidades sociales, en su orden de prioridades, si no se tiene un cri- 
terio sobre la cuestión tributaria y el gasto público, el control social y la 
responsabilidad colectiva frente a la totalidad del conglomerado. De que 
existan los recursos depende el poder atender a las necesidades, y sin una 
sana tasa de crecimiento, que supere la de la población, no es concebible 
la existencia de tales recursos sociales. 
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En el curso de los debates que pre- 
cedieron la Reforma Constitucional 
de 1968 el maestro Darío Echandía 
apuntaba en el seno de la Comisión 
Primera Constitucional, de qué ma- 
nera en el año de 1936 se había 
empleado como criterio de desarro- 
llo económico el de la “racionaliza- 
ción” y no el de la planificación, por 
una cuestión semántica. Entonces 
sólo planificaba el Estado Soviéti- 
co o el Estado Fascista y planificar 
tenía el olor de cosa non sancta. 
Se empleaba entonces el término 
“racionalizar” sobre el cual discu- 
tieron ampliamente los autores de 
la Reforma y sus comentadores, sin 
haberse acercado nunca al concep- 
to de planificación. Transcurrieron 
los años y, con la segunda guerra 
mundial, la desproporción entre los 
recursos y las necesidades, primero 
en el periodo bélico y, luego, en el 
de la reconstrucción, obligaron a los 
gobiernos a pensar en términos de 
prioridades en la asignación de los 
recursos y de responsabilidades so- 
cial en la dirección de la economía. 


Cándidamente quiero relatarles a 
ustedes cómo llegué yo a consi- 
derar la necesidad de lo que se ha 
dado en llamar “una planeación 
concertada”, siguiendo la expe- 
riencia francesa. Leí en un libro de 
Michel Drancourt, “Les Clés Du 
Pouvoir”, esta aseveración impre- 
sionante: “En 1938 (al comenzar la 
segunda guerra mundial) la produc- 
ción industrial francesa era prác- 
ticamente la misma que en 1913 
(en vísperas de la primera guerra 
mundial). Se explica así porque las 
gentes que vivieron antes de 1914 
situaban en el pasado la edad de 
oro y vivían al revés. En cambio, la 
tasa de producción de 1938 se ha- 
bía recuperado en 1947, es decir, 
en 9 años. En 1960 había subido 
al 2.40 y en 1964 hacia 33.5 o, sea 
que la producción de 1938 se había 
triplicado en menos de veinte años, 
mientras que, sin planificación, ha- 
bía permanecido estacionaria en 
los veinte años anteriores. Intrigado 
por el fenómeno, busqué la razón 
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de este gran impulso y, entre todas, 
me acogí a aquella según la cual es 
la tasa del gasto público la que viene 
a producir tan extraordinario fenó- 
meno. En 50 años el gasto público 
en los Estados Unidos pasó del 20/o 
de la renta nacional al 200/o, del 14 
al 32°/o en Francia, del 12 al 360/0, 
en Gran Bretaña. Igual experiencia 
hemos tenido en Colombia en los úl- 
timos años, en cuanto al desarrollo, 
en función de la inversión pública. 


Economia concertada 


La pieza maestra para la distribución 
de estos recursos es el Plan. El Plan 
hace parte de la llamada “Economía 
Concertada”. El nombre parece que 
fue utilizado por primera vez por 
Andrés Piettre, pero la idea de hacer 
de la Economía Concertada una po- 
lítica se le atribuye a Francois Bloch 
Lainé, Director General de la Caja 
de Depósitos de Francia. ¿En qué 
consiste la Economía Concertada? 
El artículo 32 de la Reforma Cons- 
titucional en su inciso lo. define cla- 
ramente el concierto o coexistencia 
de la economía de mercado con el 
plan, cuando dice: “Se garantiza 
la libertad de empresa y la iniciati- 
va privada dentro de los límites del 
bien común, pero la dirección ge- 
neral de la economía estará a cargo 
del Estado”. Como se trata de la pla- 


neación en la Reforma Constitucio- 
nal quisiera detenerme brevemente 
sobre algunos antecedentes: 


En el año de 1966 se presentaron 
al Congreso Nacional dos proyec- 
tos de Reforma Constitucional, el 
del M.R.L., anterior en el tiempo en 
varias semanas al oficial del Gobier- 
no, y éste último. Ambos contenían 
un esquema de la llamada “econo- 
mía concertada” y, desde luego, la 
idea de El Plan. Sin haber mediado 
comunicación ninguna, los artículos 
relativos al Plan eran casi idénticos. 
A semejanza del presupuesto, el 
Plan sería elaborado por el Gobier- 
no, presentado al Congreso para su 
aprobación o su rechazo, sin dere- 
cho a modificaciones, y tendría un 
carácter obligatorio, en cuanto a 
las inversiones públicas, compara- 
ble al de los gastos ordenados en el 
presupuesto ordinario. No creo del 
caso profundizar en el mecanismo 
por medio del cual el. Plan llega a 
la sesión pública del Congreso: Bás- 
tame puntualizar que en nuestro 
proyecto se creaba una comisión es- 
pecial del Plan con representación 
de un senador y un representante 
por cada departamento y dos re- 
presentantes por cada intendencia 
y comisaría, fórmula que acabó im- 
poniéndose por sobre la comisión 
propuesta por el Gobierno. Es lo que 


Con la segunda guerra mundial, 
la desproporción entre los recursos 
y las necesidades, primero en el periodo 
bélico y, luego, en el de la reconstrucción, 
obligaron a los gobiernos a pensar en 
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social en la dirección de la economía. 





el Senador Diego Tovar Concha calificaba de “El Con- 
gresito”, o sea una comisión que por su representación 
incluiría a todos los voceros de las distintas secciones 
administrativas, a semejanza de lo que ocurre con la 
Comisión de Presupuesto, pero mucho más numerosa, 
por estar integrada por un representante y un senador, 
a tiempo que la Comisión Cuarta de cada una de las Cá- 
maras sólo tiene un vocero por cada departamento. No 
teníamos discrepancias en cuanto a la concepción me- 
cánica del Plan. Paradójicamente nuestras diferencias 
surgieron en cuanto a la doctrina, en lo relativo a la ins- 
piración de la política económica. El Gobierno Nacional, 
para que su reforma fuera aprobada, trató de evitar las 
controversias ideológicas, a que somos tan dados los 
colombianos, y reducir el alcance de la enmienda a sus 
propósitos funcionales. Se pensaba, precisamente que 
pasaría con mayor facilidad una reforma de esta índole, 
dentro de la precaria fuerza electoral de que disponían 
las fuerzas oficiales, que comprometiéndose en defini- 
ciones de carácter discursivo. Ocurrió precisamente lo 
contrario. Fue en la medida en que se introdujeron re- 
formas doctrinarias, como se consiguió la vinculación 
del Movimiento Revolucionario Liberal y de la Alianza 
Nacional Popular al proceso de la Reforma. El caso del 
artículo 32 es altamente ilustrativo. Todo lo que propo- 
nía el proyecto oficial con respecto a este artículo era 
que se modificara en el sentido de que la intervención 
del Estado, tal como había quedado definida en 1936, 
pudiera ejercerse en uso de las facultades del artículo 
76, ordinal 12, de la Constitución. 


Vale decir, que se adoptaba el principio del Plan, pero, 
con una falta de coherencia que no dejó de sorprender 
a muchos. Se mantenía la misma noción de “racionali- 
zación” sobre la orientación económica del Estado, y, 
peor aún, se conservaba prácticamente el derecho de 
alterar el Plan por medio de las facultades extraordina- 
rias con que suele investirse el presidente de la Repú- 
blica, al tenor del artículo 76. Me explico: si la econo- 
mía no es ya una economía completamente libre, con 
esporádicas intervenciones del Estado, enderezadas a 
“racionalizar”, sino una economía de mercado, en don- 
de subsiste la iniciativa privada, pero las inversiones pú- 
blicas tienen carácter imperativo, es necesario decirlo 
y no dejar flotando la idea de que el Plan es un docu- 
mento descriptivo sin obligatoriedad. Por otra parte, si 
el Plan es una ley cuadro, sujeta a reajustes periódicos, 
no se ve claramente la razón por la cual el Congreso 
que, como se ha visto no podía modificar el Plan sino 
aprobarlo o rechazarlo, viniera luego, en virtud del ar- 
tículo 32, a tener la potestad de investir al Presidente 
de la República, de la facultad de intervenir en la econo- 
mía, es decir a tocar lo que el Plan mismo reglamenta. 
O hay Plan, y desaparece la intervención ocasional, o 
el gobierno sigue interviniendo esporádica e incidental- 
mente, todo lo cual quiere decir que no se respeta el 
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Plan. Se me dirá entonces: ¿y las calamidades públicas? 
Supongamos que la cosecha de algodón del norte del 
país, estimada en equis número de toneladas para un 
determinado año, se pierde por una inesperada cre- 
ciente de los ríos y las inundaciones consecuentes. ¿No 
sería el caso de apelar a las facultades extraordinarias 
para auxiliar a los damnificados y rectificar las metas 
señaladas en el Plan? No. Dentro del proyecto del M.R. 
L., que constituía un todo orgánico, la institución de la 
“emergencia económica” venía a sustituir a las faculta- 
des extraordinarias para esta clase de calamidades cau- 
sadas por la naturaleza, pero, al mismo tiempo, el Plan 
debe ser lo suficiente flexible y estar sometido a ajustes 
periódicos por parte del Congreso y del Gobierno que 
permita remediar, como sucede en todas las latitudes, 
las deficiencias en su ejecución por fuerza mayor. 


Lo anterior es lo que me permite afirmar que la clave 
de la planeación en Colombia está en el primer inciso 
del artículo 32, inspirado ¿por qué no decirlo? en el que 
había redactado sobre le economía concertada, el Co- 
mité de Acción de la Quinta República, presidido por el 
señor Pompidou, el 22 de febrero de 1967 cuyo texto 
es el siguiente: 


“Si la intervención del Estado es necesaria, particular- 
mente para definir los principales objetivos económi- 
cos y ayudar a su realización, la iniciativa privada sigue 
constituyendo un elemento esencial de desarrollo eco- 
nómico”. 
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Y la del Centro Democrático, que se 
expresa así: 


“La iniciativa privada de las personas 
y de los grupos, constituye uno de 
los motores del desarrollo y, debe 
ser orientada por el Estado”. 


Como puede verse, contrariamente 
a cuanto afirman muchos de nues- 
tros pontífices, no es tan absurdo 
ni tan anacrónico tratar de con- 
ciliar la planeación del Estado y la 
iniciativa privada, armonizándolas 
dentro del concepto de que las in- 
versiones públicas contenidas en el 
Plan son imperativas mientras que 
la inversión privada tiene el carácter 
de indicativa y, a veces, estimulada 
indirectamente dentro del mismo 
Plan. El grado de inversión pública 
o inversión privada viene a ser, en 
último término, lo que determina si 
se trata de un régimen capitalista o 
de un régimen, socialista, según el 
Plan acogido por el Congreso, vaya 
invadiendo o vaya abandonando el 
campo de la inversión privada. Es, 
por lo demás, lo que estamos con- 
templando en Chile: El tránsito gra- 
dual de una economía a otra, a me- 
dida que con el consentimiento de 
las Cámaras se vayan nacionalizan- 


do sectores que antes estaban reservados a la iniciativa 
privada, como es el caso de los bancos. Decir de una 
vez que el artículo 32, en su inciso primero, es capita- 
lista o es socialista constituye una afirmación gratuita. 
Yo diría más bien, que constituye el pilar de la economía 
concertada y que el pueblo mismo irá, a través de sus 
representantes, utilizando este instrumento según el 
grado de intervención del Estado y de nacionalizacio- 
nes a que aspire. 


La crítica que suele formularse a toda constitución ha 
sido tradicionalmente la de conciliar puntos de vista 
antagónicos. El señor Caro deploraba no haber podi- 
do consagrar la totalidad de su pensamiento en la de 
1886. El doctor Carlos Lozano y el doctor Tulio Enrique 
Tascón, igualmente, bien pronto se dieron cuenta de la 
contradicción que entrañaba en la de 1936, afirmar a la 
vez el carácter de derecho de la propiedad y el calificarla 
en otro artículo de “función social”. No hay nada nuevo 
en el caso de nuestros críticos, distinto de la estatura 
histórica y jurídica de quienes recogen el manido argu- 
mento de las incongruencias, que suelen presentarse en 
una redacción de transacción. 


Igual cosa podría argúirse cuando se dice que la religión 
católica es la de los colombianos y se consagra la liber- 
tad de conciencia. 


Aceptado el principio de que, en la enmienda de 1968, 
no se trata de la planeación totalitaria, en donde desa- 
parece la economía de mercado, sino de la coexistencia 
de la dirección del Estado y la economía privada, cabe 
preguntar entonces ¿qué criterio inspira el Plan mismo? 
Lo dice, implícitamente el artículo 32, cuando afirma 
que el Estado intervendrá para dar pleno empleo a los 
recursos humanos y naturales dentro de una política de 
ingresos y salarios “conforme a la cual el desarrollo eco- 
nómico tenga como objetivo principal la justicia social y 


oa ea OAI EID el mejoramiento armónico e integrado de la comunidad 
2 i ico ei unidad, 

XIX están fundadas todas sobre un yde y clases proletarias en particular”. El artículo origi- 
presupuesto que nadie ponía en duda nal del proyecto del M.R.L. era más breve y conciso; pero 
en Europa, el de que la población de no es el caso de polemizar sobre el carácter retórico de 
cada país era más o menos estacionaria. la e ed n ea algo que ve- 
nimos diciendo de tiempo atrás, desde el momento en 

Aumentaba muy moderadamente, n que se aprobó la Reforma. Toda constitución, pese a la 
a veces, como en el caso de Alemania, opinión contraría, expresada en un célebre salvamento 
o disminuía periódicamente, como de voto del Juez Holmes de la Corte Norteamericana, 
en el caso de Irlanda o Erancia. adopta una doctrina económica. La Constitución Sovié- 
. : tica, al abolir la propiedad privada, adopta el socialismo 

Era imposible prever el volumen como régimen del a COE Norteame- 
inverosímil de exigencias sobre los ricana de Filadelfia, con casi dos siglos de existencia 
recursos públicos para propósitos adoptó como patrón la economía capitalista burguesa. 
como la salud, la educación, el techo, Al recoger la enmienda constitucional de 1968 el prin- 
los transportes, que una tasa de cipio del pleno empleo de la mano de obra y de los re- 


E a cursos naturales, para lo cual deberá orientar el gasto 
crecimiento fuera de lo común público, la moneda, la tributación, etc., está haciendo 


iba a exigir. Keynesianismo, que es un correctivo del capitalismo, de 
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inspiración socialista. Al adoptar la 
política de ingresos y salarios, que 
algunos dicen incompatible con la 
del pleno empleo, y otros la conside- 
ran complementaria, en la realidad, 
se está proyectando una visión de 
Colombia sobre el cual quisiera de- 
tenerme unos minutos. 


Pleno empleo 


Decía yo, al comienzo de este escri- 
to, que la formulación de la política 
económica tiene lugar dentro de un 
marco nuevo en nuestro tiempo, en 
razón del crecimiento demográfico. 
En la carrera en la que esta explo- 
sión, tan temible como la atómica, 
desempeña un papel de primera lí- 
nea, en un país con mano de obra 
abundante y barata y recursos natu- 
rales inexplorados y desconocidos, 
el que el Estado sirva de eslabón 
del pleno empleo en ambos senti- 
dos: que se utilicen los recursos de 
la naturaleza para dar trabajo y que 
el trabajo se encauce hacia la ex- 
plotación de las riquezas naturales. 
Esta relación entre la comunidad y 
el bienestar individual había cons- 
tituído ya preocupación primordial 
del señor Caro, cuando en 1886 ha- 
blaba del interés público y el interés 
privado y la primacia del uno sobre 
el otro. Más adelante se transformó 
el concepto de interés público en in- 
terés social, atendiendo los requeri- 
mientos de la hora. En nuestros días 
podriamos decir que la regla de oro 
para interpretar el concepto de inte- 
rés social es el empleo o no empleo 
de un bien en términos de beneficio 
para la comunidad. Constitucional- 
mente, la expropiación por motivos 
de utilidad pública, consagrada a 
través de nuestras constituciones, 
se ha transformado en expropiación 
para mejor aprovechamiento social 
de aquellos objetos de propiedad 
privada que deben ceder frente a 
la política de pleno empleo, y, en 
consecuencia, a nombre del interés 
colectivo privar sobre el individual. 
Quizá no sea ocioso repetir. Si se 
examina la Reforma Agraria o la 


Reforma Urbana a la luz de las ne- 
cesidades sociales y a la luz de los 
principios económicos es incuestio- 
nable, aún para los espíritus más re- 
tardatarios, que en más de un caso 
se impone la expropiación por el Es- 
tado en beneficio de la comunidad, 
pero, en términos jurídicos, tal con- 
cepción económica de la expropia- 
ción mal podía quedar cobijada por 
el concepto de utilidad pública, de 
donde se hizo necesario apelar al de 
utilidad social. Si se quiere llegar al 
fondo del problema, la justificación 
o legitimación de una expropiación 
rural o urbana para fines de la re- 
forma viene a ser por el ángulo del 
empleo: a) que se va a aprovechar 
mejor la propiedad o b) que para dar 
empleo a un mayor número de per- 
sonas se impone expropiarla. 


Los fines del Estado, señalados en la 
enmienda constitucional de 1968, 
constituyen, por decirlo así, la orien- 
tación política. El Constituyente, 
primero, y luego el Congreso, con 
la intervención de los políticos, van 
creando el marco dentro del cual se 
debe mover la planificación. A los 
técnicos corresponde el desarrollo 
de esas directivas. Haciendo uso 
de un ejemplo trivial, podría decirse 
que del mismo modo que, en mate- 
ria de carreteras, el Plan Nacional in- 
dica las prioridades, desde el punto 
de vista político, corresponde a los 
ingenieros, desde el punto de vista 
técnico, estudiar el mejor aprove- 
chan-siento de los recursos, al ha- 
cer el trazado. Lo absurdo sería el 
proceso inverso: que, tomadas las 
decisiones políticas y desarrolladas 
desde el punto de vista técnico, 
intervinieran de nuevo considera- 
ciones políticas para afectar las 
soluciones técnicas. En tal caso no 
habría planeación sino simplemente 
la máscara de la técnica sirviendo 
propósitos políticos inconfesados. 
El análisis técnico es frío, objetivo, 
imparcial. Quienes hemos tenido la 
fortuna de conocer en estos años 
los documentos del Departamento 
Nacional de Planeación, “los cua- 
dernitos verdes”, escritos con una 
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gran economía de palabras, pero 
preñados de conceptos sustanti- 
vos, hemos podido apreciar de qué 
manera el Departamento no es una 
rueda loca dentro de la organiza- 
ción del Estado sino la dependencia 
en donde se evalúan y concretan, 
en futuras medidas administrativas 
o legislativas, los principios que in- 
forman la filosofía del gobierno o de 
la constitución. Ya sea tratándose 
de las inversiones extranjeras, del 
fomento eléctrico nacional, de los 
salarios mínimos, del incremento 
de las exportaciones, o cualquiera 
otra cuestión atinente a las inversio- 
nes públicas o a los incentivos en la 
actividad privada, nos encontramos 
con que, para emplear un barbaris- 
mo, la tarea de “implementar” las 
ideas del gobierno corresponde, en 
Colombia, como en otras partes, a 
este departamento eminentemente 
técnico. En efecto, a la luz de esas 
finalidades, que he veni=do expo- 
niendo como inspiración de la Cons- 
titución, se va midiendo la bondad 
de cada iniciativa. Si, al adoptarla, 
se va a aumentar el empleo, se van 
a generar diviasas, se va a servir a 
la desconcentración regional, o si 
se va a iniciar en nuevas técnicas a 
empresarios y obreros. La enumera- 
ción de estos criterios de evaluación 
sería interminable. 


Es verdaderamente lastimoso que, 
hasta el presente, por razones 
ajenas a la voluntad de los gobier- 
nos, no haya sido posible poner en 
práctica el Plan de desarrollo con el 
cumplimiento de todas las ritualida- 
des previstas en la Reforma. Se ha 
avanzado en la reglamentación de 
la Comisión del Plan—El Congresi- 
to—, pero los colombianos no he- 
mos tenido la oportunidad de pre- 
senciar el gran debate nacional a 
que dará lugar el Plan, cuando, por 
vez primera, se presente ante las 
Cámaras. Me atrevo a pensar que 
los propios términos de referencia 
de los partidos políticos, la materia 
de sus futuras diferencias, girará 
alrededor de la concepción política 
que lo inspire. 
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No quisiera terminar sin referirme a un tema al cual 
apenas comienz a a prestársele atención en Colombia, 
cuando, hoy por hoy, constituye el tema central del de- 
bate económico en muchos países. Me refiero a la po- 
lítica de ingresos y salarios que también se adoptó en 
el artículo 32 de la Reforma, con el propósito de que el 
desarrollo económico tenga como objetivo principal la 
justicia social. Generalmente se confunde una política 
de ingresos y salarios con lo que tradicionalmente se 
ha presentado como congelación de precios y salarios. 
No. Yo decía recientemente que un mal comparable 
a las plagas de la edad media, que asolaban regiones 
enteras de la tierra, es, en nuestro tiempo, la inflación. 
Es un mal al que escapan muy pocos países y que da 
al traste con las instituciones y los hombres, lo mismo 
en la Polonia de Gomulka que en el Chile de Frei. Los 
Estados Unidos, Inglaterra, Francia, Italia, para no ha- 
blar de nuestros colegas de subdesarrollo, en donde 
el mal se conoció de tiempo atrás, se debaten en una 
lucha desesperada contra la inflación, que golpea más 
duramente a las clases asalariadas. Se ha recurrido a 
los remedios clásicos contra esta peste, como son las 
restricciones bancarias y la esterilización de la mone- 
da, sin resultados. Hace apenas tres semanas, el Presi- 
dente Nixon reconoció tácitamente lo infructuoso de 
tales medidas y la incidencia que habían tenido sobre 
el retardo la expansión económica en los Estados Uni- 
dos, para justificar su abandono. La alternativa es una 
política de ingresos así no se le llame por el nombre, 
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que toque la raíz del mal, afectando aquellos factores 
que precipitan el alza de costos por concepto de traba- 
jo humano. Entre más difícil es la expansión económica, 
como ocurre en Colombia, y mayores los sacrificios, ma- 
yor la necesidad de una política de ingresos y salarios 
que, simultáneamente con la austeridad y la capitaliza- 
ción, tengan en cuenta la justicia. Entre más sacrificios 
se impongan, mayor debe ser el énfasis en la igualdad 
de restricciones para todos los gremios y clases. La 
productividad solamente no es criterio suficiente para 
una política de ingresos. Desde un punto de vista nacio- 
nal se comprende la insistencia en que todo aumento 
de salarios debe ser acompañado de un aumento de 
productividad. Pero la manera como debe distribuirse 
ese margen, es un problema distinto. Para producir 
las diferencias entre las distintas clases sociales se ha 
comprobado que la tributación no es suficiente. Por el 
contrario, la experiencia demuestra, que aún en el caso 
de los impuestos directos, su aplicación tiende más a 
ahondar las diferencias que a salvarlas. La intervención 
del Estado en los ingresos, lo mismo de los asalariados 
de las ciudades que de los rentistas, los campesinos o 
de los servidores del Estado, es otro instrumento de 
política económica para la justa distribución de los re- 
cursos. La igualdad no es un problema de patrimonio 
sino principalmente de ingreso. En términos del siglo 
XX, las gentes no están interesadas en lo que puedan 
exhibir en su activo patrimonial como en aquello de que 
puedan disponer mes tras mes. La gama de reacciones 
que eso suscitan alrededor del ingreso es interminable. 
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Si los sindicatos con capacidad de negociar, merced a 
su disciplina y a su organización, obtienen ventajas por 
encima de lo común y los patronos están en capacidad 
de concedérselas, trasladándole el costo al consumidor 
nos encontramos con que son frritas, todas las medidas 
monetarias para detener la inflación, agravadas con la 
paradoja de aumento simultáneo del desempleo y de 
los salarios. El resto de la población acaba pagando el 
costo y, tarde o temprano, otras industrias y el mismo 
sector público, siguen por el mismo camino de alzas, 
en las que la gran mayoría de la población acaba siendo 


Aceptado el principio de que, 
en la enmienda de 1968, 
LOA AOR OU T 
totalitaria, en donde desaparece 
la economía de mercado, sino 


de la coexistencia de la dirección 


sacrificada. El arreglo de las cuestiones laborales dentro 
del marco de una política general de ingresos, no pue- 
de ser indiferente al gobierno, como no puede serio 
tampoco la distribución de utilidades de las compa- 
ñías o su reinversión. La propia cuestión agraria, tan 
debatida en nuestros días, debiera ser, contemplada 
igualamente por el ángulo del ingreso, buscando el 
mejoramiento de las condiciones de vida del campe- 
sino, no tanto garantizándole ingreso. Descuidar un 
frente cual” quiera en materia de ingreso acaba, tarde 
o temprano por afectar el conjunto. 


En el caso de Colombia, en donde el mayor obstáculo 
para el desarrollo reside en el cuello de botella de las 
exportaciones, sin las cuales no es concebible ninguna 
forma de desarrollo sostenido, es evidente que tarde o 
temprano, tendrá que imponerse una política de ingre- 
sos como único medio de mantener el avance de ese 
renglón dinámico que son las manufacturas y semima- 
nufacturas con una posición competitiva, en los merca- 
dos mundiales, pero sobre todo, en lo regional y subre- 
gional. Y no a otra cosa, sino a una política de ingresos, 
se debió durante la Administración Lleras el éxito en 
la lucha contra la inflación, el auge de las exportacio- 
nes menores, no tradicionales, y la sorprendente tasa 
de desarrollo. También, la impopularidad del Gobierno 
fue el precio de la resistencia a los distintos grupos de 
presión, pero, para que una política de ingresos no se 
limite a ser eficaz sino justa, debe obrar, como lo decía 
yo anteriormente, no sólo sobre los salarios sino sobre 
las rentas. A menor tasa de desarrollo nacional, mayor 
necesidad de buscar la mejor distribución de la riqueza 
colectiva, mediante la intervención del Estado en la jun- 
gla de los ingresos. El tema es demasiado vasto para cu- 
brirlo al margen de la cuestión constitucional de la pla- 
nificación. Bástenos, para terminar, llamar la atención 
del de que, si el trabajo es una mercancía tan estimable 
y valiosa como cualquiera otra, no existe razón ninguna 
para que la intervención del Estado obre únicamente 
sobre los productos, mientras que simultáneamente se 
sigue la política del Estado gendarme frente al trabajo, 
dejando a los unos y a los otros debatirse en la selva de 
sus conflictos, en la lucha del tiburón y la sardina, sin 
tener en cuenta todo el contexto nacional. 


del Estado y la economía 

AO ORA T 
entonces ¿qué criterio 
inspira el Plan mismo? 





Tareas como ésta, de poner en eje- 
cución la política de ingresos y sa- 
larios, señalada en la Constitución 
como camino hacia la igualdad es 
tarea propia de planificadores. 


De igual manera, si aspiramos a con- 
servar nuestra autonomía económi- 
ca y que no vuelvan los representan- 
tes de los institutos internacionales 
o del gobierno norteamericano a 
tener escritorios en nuestros minis- 
terios, tenemos que tener confianza 
en nuestro propio equipo de planifi- 
cadores, que han sorteado con tan- 
ta fortuna las difíciles circunstancias 
de estos años. 


Quiero, para concluir, reafirmar mi 
convencimiento íntimo de que exis- 
ten los instrumentos institucionales 
para poner en marcha en Colombia 
una política de economía concerta- 
da. Creo, por sobre todo, que exis- 
ten los hombres, las capacidades, 
que bajo una dirección experta pue- 
den llevar adelante ese programa. 
Con la voluntad política de trans- 
formar en realidades los postulados 
de la Constitución, nos encamina- 
remos con paso firme no sólo por 
la ruta del crecimiento sino la de la 
justicia social. 
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ANÁLISIS 


Unidad Nacional de Protección, f 
Esquemas de protección 


y contratación asociada 


2012-2014 


Este análisis sobre la Unidad Nacional de Protección muestra cómo el au- 
mento del gasto en los esquemas de protección y su inflexibilidad puede 
llegar a convertirse en una vena rota para el erario. 


Contraloría Delegada 
para el sector Defensa, justicia y seguridad" 


El aumento del gasto en los esquemas de protección y 
su inflexibilidad, puede llegar a convertirse en una vena 
rota para el erario?. 


La protección de los derechos a la vida, libertad, inte- 
gridad y seguridad personal de grupos, comunidades 
y personas en situación de riesgo extraordinario o ex- 
tremo, como consecuencia directa del ejercicio de sus 
actividades o funciones políticas, públicas, sociales o 
humanitarias, o por el ejercicio de su cargo, se ha cons- 
tituido en una grave problemática del Estado, particu- 
larmente en la historia reciente de nuestro país, lo que 
ha conllevado al aumento permanente del gasto en es- 
quemas de protección, aunado a la inflexibilidad en el 
desmonte de esquemas de protección, que se constitu- 
yen prácticamente en gastos fijos para la UNP. 


Por lo anterior, la Contraloría General de la República 
(CGR), en cumplimiento de sus funciones constitucio- 
nales y legales, realizó la evaluación de las acciones 


*1 Extracto del estudio elaborado por la Contraloría Delegada para el Sec- 
tor Defensa, Justicia y Seguridad, “Unidad Nacional de Protección - UNP- Es- 
quemas de Protección y Contratación Asociada 2012-2014” (Gloria Edith 
Rueda Molina, Blanca María González Aldana, Katerine Mena Asprilla, Pablo 
Antonio Pérez Atara). 


2 Saúl Franco Agudelo. MD. Ph.D. Profesor Asociado Universidad Nacional 
de Colombia. MOMENTO Y CONTEXTO DE LA VIOLENCIA EN COLOMBIA. Rev. 
Cubana Salud Pública 2003; 29(1):18-36 


emprendidas por el Estado por medio de la Unidad 
Nacional de Protección (UNP), en su misión de aten- 
der lo relacionado con los esquemas de protección, 
teniendo en cuenta que es la Entidad encargada de 
cumplir con las funciones de protección en el marco 
de la política pública de prevención de violaciones a 
los derechos humanos a la vida, libertad, integridad y 
seguridad personal, consagrada en el documento ba- 
ses del Plan nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos 


“3 


por un nuevo pals . 


Numerosa producción normativa 


En cuanto a los aspectos normativos que rigen la mate- 
ria, se ha generado diversa producción normativa, basa- 
da en el siguiente contexto: 


“...los homicidios alcanzan niveles y promedios nunca antes 
registrados. ... es el mismo período en el cual se desarrollan 
y alcanzan impactar seriamente la vida nacional tres fenó- 
menos esencialmente relacionados con el....ciclo de violen- 
cia: el problema narco...; el conflicto político-militar,...y,... 
el desarrollo y consolidación del modelo económico y de 
concepción del estado y de la sociedad sintética y global- 
mente denominado neoliberal. El análisis de la relación de 
estas tres situaciones coyunturales con la violencia, mirada 
a través de los homicidios, constituye parte fundamental del 
esfuerzo de contextualización y comprensión del problema 
en cuestión.” ? 
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Así las cosas, en el año 1992, los 
Decretos: 1793 declaró el Estado 
de conmoción Interior y 1873, del 
mismo año, que dictó medidas para 
la seguridad y protección de servi- 
dores públicos de la rama judicial; 
posteriormente, la ley 104 de 1993, 
conocida como Ley de Orden Pú- 
blico expedida con una vigencia de 
dos años, consagró instrumentos 
para la búsqueda de la convivencia 
y eficacia de la justicia. Esta norma 
fue modificada posteriormente por 
la ley 241 de 1995, que la prorrogó 
por un término igual e incorporó ins- 
trumentos para la negociación con 
grupos armados al margen de la Ley. 


Otras normas regularon Progra- 
mas de Especial Protección como 
el Decreto 978 de 2000, para diri- 
gentes, miembros y sobrevivientes 
de la Unión Patriótica y del Partido 
Comunista Colombiano con com- 
ponentes como asistencia humani- 
taria, protección a sedes y residen- 
cias de los dirigentes, miembros y 
sobrevivientes y la protección per- 
sonal. El componente de protección 
a cargo del Departamento Adminis- 
trativo de Seguridad, en el marco 
del programa existente entre el DAS 
y el PCC-UP, mediante la adopción 
de medidas tales como esquemas 
duros de seguridad y cursos de au- 
toprotección. Esta norma se com- 
plementó y fortaleció con el Decre- 


Entre 2012 y 2014, 

la Unidad Nacional 

de Protección recibió 
39.672 solicitudes 

de protección. 

Las solicitudes que 
cumplieron los requisitos 
ascendieron a 31.383 
(79% del total). En 2012 
y 2013 hubo más de 
11.000 solicitudes, y 

en 2014, una reducción 
de 17% con 9.200. 
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to 2958 de 2010 con el apoyo en 
transporte, vivienda, realización de 
talleres y atención psicosocial entre 
otros. 


Igualmente, el Decreto 1700 de 
2010, que reguló la protección y 
seguridad para los ex presidentes y 
ex vicepresidentes de la República, 
y a su vez señaló que sus cónyuges 
supérstites, hijos y familiares, man- 
tendrían un servicio de seguridad 
permanente no inferior a dos miem- 
bros de la Policía Nacional. 


Con la expedición de la Ley 418 
de 1997, se derogaron las normas 
anteriores, y se dotó al Estado Co- 
lombiano de instrumentos eficaces 
para asegurar la vigencia del Estado 
Social y Democrático de Derecho y 
garantizar la plenitud de los dere- 
chos y libertades, con una vigencia 
de dos años. En su artículo 81, dis- 
puso que el Ministerio del Interior es 
el responsable de poner en funcio- 
namiento un programa de protec- 
ción a personas que se encuentren 
en situación de riesgo, por causas 
relacionadas con la violencia políti- 
ca o ideológica, o con el conflicto 
armado interno. 


Sólo hasta el año 2010, este artícu- 
lo fue reglamentado con el Decreto 
1740, derogado posteriormente 
por el Decreto 4912 de 2011, que 
organiza el Programa de Preven- 
ción y Protección de los derechos 
a la vida, la libertad, la integridad y 
la seguridad de personas, grupos y 
comunidades que se encuentran en 
situación de riesgo extraordinario o 
extremo como consecuencia direc- 
ta del ejercicio de sus actividades o 
funciones políticas, públicas, socia- 
les o humanitarias, o en razón del 
ejercicio de su cargo. 


Este decreto dispone que el riesgo 
es la probabilidad de ocurrencia 
de un daño al que se encuentra ex- 
puesta una persona, un grupo o una 
comunidad, como consecuencia 
directa del ejercicio de sus activida- 
des o funciones políticas, públicas, 
sociales o humanitarias, o en razón 


al ejercicio de su cargo, en unas con- 
diciones determinadas de modo, 
tiempo y lugar. 


Clasifica el riesgo en ordinario, al 
que están sometidas todas las per- 
sonas, y no obliga a adoptar medi- 
das de protección. Extraordinario 
que debe ser específico e individua- 
lizable, concreto, presente, serio, 
claro, discernible, que amenace con 
lesionar bienes jurídicos protegidos, 
excepcional, y desproporcionado, 
es el que las personas no están obli- 
gadas a soportar y comprende el 
derecho de recibir del Estado la pro- 
tección especial por parte del Pro- 
grama. El riesgo extremo tiene las 
características anteriores y además 
debe ser grave e inminente confor- 
me a la Ley. 


Esta norma establece que el Progra- 
ma de Prevención y Protección debe 
ser ordenado, sistemático, coheren- 
te, eficiente y funcionar en armonía 
con la Policía Nacional, autoridades 
del orden nacional, departamen- 
tal y municipal, para la prevención 
y protección conforme el riesgo. 
Igualmente contempla el enfoque 
diferencial teniendo en cuenta es- 
pecificidades y vulnerabilidades por 
edad, etnia, género, discapacidad, 
orientación sexual, y procedencia 
urbana o rural. 


Con fundamento en el artículo 50 
de la Ley 418 de 1997, se dispuso la 
expedición del Protocolo específico 
con enfoque de género y los dere- 
chos de las mujeres, obligación que 
se cumplió con la expedición de la 
Resolución 0805 de 2012, para la 
aplicación del programa de preven- 
ción y protección de los derechos a 
la vida, libertad, integridad y seguri- 
dad de las mujeres y de los grupos y 
comunidad en las que estas hagan 
parte. 


La Unidad Nacional de Protección 
(UNP) se creó mediante el Decreto 
4065 de 2011, como una unidad 
administrativa especial del orden 
nacional, con personería jurídica, 
autonomía administrativa y finan- 


ciera y patrimonio propio, adscrita 
al Ministerio del Interior, que hace 
parte del sector administrativo del 
interior, con carácter de organis- 
mo nacional de seguridad y como 
entidad especializada para asumir 
las funciones que desarrollaba el 
Ministerio del Interior y de Justicia y 
el Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS). 


Posteriormente, se expidió el De- 
creto 1225 de 2012, que consideró 
indispensable reestructurar y definir 
algunos de los conceptos y procedi- 
mientos del Decreto 4912, modificó 
y adicionó parcialmente esta norma, 
ajustó el Programa de Prevención y 
Protección con el fin de optimizar 
recursos, financieros, humanos y 
físicos, e incluir otros grupos po- 
blacionales que por su condición 
requieren una protección mínima 
primaria. 


La principal modificación en relación 
con el principio de subsidiariedad y 
de colaboración administrativa? es 
la ampliación de entidades obligada 
a adoptar medidas necesarias para 
prevenir la violación y proteger los 
derechos a la vida, libertad, inte- 
gridad y seguridad, de acuerdo con 
sus competencias y capacidades 
institucionales, administrativas y 
presupuestales. En efecto, la norma 
señalaba antes, que los obligados 
son: “El municipio, o en su defecto el 
departamento” y ahora “Los muni- 
cipios, departamentos y demás enti- 
dades del Estado del orden nacional y 
territorial”. 


Igualmente, excluyó de la protec- 
ción de personas en situación de 
riesgo extraordinario o extremo a 
hijos y familiares de ex presidentes 
y ex vicepresidentes de la República, 
Embajadores y Cónsules extranjeros 
acreditados en Colombia y las Auto- 
ridades Religiosas. 


Dispuso además, que la protección 
de servidores públicos* estaría a car- 
go de la Policía Nacional y la Unidad 
Nacional de Protección de manera 
subsidiaria aporta los recursos fí- 
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sicos y los escoltas, en los casos en que la entidad correspondiente, no 
cuente con los medios o partidas presupuestales necesarias. Entendiendo 
que las medidas de protección serán adoptadas sólo en los casos en que las 
entidades a las que están vinculados los servidores públicos hayan agotado 
los mecanismos internos para preservar la seguridad de sus funcionarios. 


El Decreto 2096 de 2012, unifica el Programa Especial de Protección Inte- 
gral para dirigentes, miembros y sobrevivientes de la Unión Patriótica y el 
Partido Comunista Colombiano. Dispone la reglamentación que las medi- 
das de prevención y protección tienen carácter temporal y se mantendrán 
mientras persista un nivel de riesgo extraordinario o extremo de las perso- 
nas beneficiarias. 


Establece las medidas de prevención, tales como, curso de autoprotección, 
patrullaje, revista policial y medidas de protección, y a cargo de la Unidad 
Nacional de Protección, el esquema de protección, compuesto por los re- 
cursos físicos y humanos otorgados a los protegidos del Programa. Los físi- 
cos son vehículos blindados o corrientes, motocicletas, escudos blindados, 
entre otros; los de movilización: tiquetes aéreos internacionales o naciona- 
les, apoyo para transporte terrestre, reubicación temporal, trasteo; medios 
de comunicación, blindaje de inmuebles e instalación de sistemas técnicos 
de seguridad, actividades para autoprotección, atención psicosocial, todo 
conforme a las exigencias de la reglamentación. 


Con lo anterior se evidencia una gran producción normativa no solo para 
la regulación de la prevención del riesgo, sino para los temas asociados a 
éste, quizá por vincularse de manera estrecha con los derechos fundamen- 
tales constitucionales de las personas o grupos especialmente vulnerables. 
Esta estructura legal se remonta a los años 90, y ha transitado en el tiem- 
po, con diversas modificaciones y derogatorias, con la supresión de entida- 
des como el DAS y la creación de otras nuevas como la UNP, reiterando 
principios y fines preceptivos. No obstante, la problemática se mantiene, 
lo que resulta explícito en la existencia misma de este cuerpo normativo. 


Si bien los avances en esta materia son necesarios, no se puede manejar la 
solución de la problemática de seguridad e integridad personal de grupos o 
personas determinadas, mediante respuestas paliativas y coyunturales. Se 
requiere, como las mismas normas indican, la implementación de una polí- 
tica pública de prevención del riesgo articulada, integral y diferencial, que 
promueva eficazmente el respeto y la garantía de los derechos humanos de 
los sujetos a su jurisdicción. 


Desde esta perspectiva es importante considerar que la prevención del ries- 
go, es compromiso de todas las autoridades que desde su competencia lo 
minimicen, no es responsabilidad exclusiva de una entidad, sino que debe 
ser un compromiso Estatal. 


Igualmente, es responsabilidad de la sociedad civil, que en muchos casos es 
ausente en el cumplimiento de los deberes y obligaciones constitucionales 
tales como respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios, en 
obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con accio- 
nes humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud 


3 Artículo 2 numeral 14. 


4 Con excepción de los responsables del diseño, coordinación o ejecución de la política de derechos huma- 
nos y paz del Gobierno Nacional y funcionarios de la Procuraduría y Fiscalía General de la Nación quienes 
tienen su propio marco normativo para su protección. 
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de las personas, en defender y difundir los derechos humanos como funda- 
mento de la convivencia pacífica, en participar en la vida política, cívica y 
comunitaria y en propender por el logro y mantenimiento de la paz. 


Esquemas de protección y sus costos asociados 


Frente a las estadísticas de los esquemas de protección, durante el periodo 
de análisis 2012 - 2014, la UNP recibió un total de 39.672 solicitudes de 
protección, con una reducción durante el periodo de 6%. Las solicitudes 
que cumplieron los requisitos establecidos en el Decreto 4912 de 2011 as- 
cendieron a 31.383 (79% del total), con una reducción de 16% entre 2012 
y 2014. Es así como, mientras los requerimientos iniciales cayeron 6%, el 
79% continuó con la ruta de protección. Las solicitudes que cumplieron los 
requisitos provienen de diversos grupos poblacionales, así: 


Unidad Nacional de Protección 
Población objetivo de esquemas de protección 2012-2014 


Población objetivo 
































Servidores públicos 42,3 
Víctimas violación DD.HH. y DIH 17 
Dirigentes, representantes o activistas de organizaciones de DD.HH., cívicas, comunitarias o campesinas 7,7 
Dirigentes o activistas sindicales 7,6 
Docentes 7,4 
Miembros de la Agencia Colombiana de Reintegración 5 

Otros 13 
Total 100 

Fuente: UNP. 


En términos de las solicitudes por año, se evidencian más de 11.000 en 
los años 2012 y 2013, y una reducción de 17% en 2014 con 9.200. En 
el análisis de las principales variaciones por grupos poblacionales, se en- 
cuentran incrementos importantes en los servidores públicos que tienen o 
han tenido bajo su responsabilidad el diseño, coordinación o ejecución de 
la política de DDHH y Paz del gobierno nacional, los cuales pasaron de 9 
casos en 2012 a 94 en 2013, disminuyendo a 3 casos en 2014; en cuanto 
a dirigentes, miembros y sobrevivientes de la Unión Patriótica y del Partido 
Comunista pasó de 24 solicitudes en 2013 a 229 en 2014. Otros grupos 
que presentaron incrementos entre 2013 y 2014 fueron los dirigentes, re- 
presentantes o miembros grupos étnicos (de 343 a 719) y dirigentes o 
activistas políticos (de 111 a 206). 


Los beneficiarios de las medidas de protección pasaron de 6.384 en 2012 a 
9.638 en 2014 (24% del total de los requerimientos recibidos y 31% de las 
solicitudes que cumplieron requisitos en el periodo analizado), que repre- 
sentó un incremento de 51% (3.254) en el número de esquemas prestados 
a la población objeto de la gestión institucional entre 2012 y 2014. 


Para el año 2012, 46% de los beneficiarios fueron servidores y ex servidores 
públicos, seguidos por víctimas de violaciones a los DDHH con 10%, los 
Servidores públicos (DDHH y Paz) y miembros de la Unión Patriótica y del 
Partido Comunista con el 9%, dirigentes y activistas sindicales con 8% y 
los dirigentes, representantes o activistas de organizaciones de DDHH, cf- 
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Las solicitudes vicas, comunitarias o campesinas con 7%. En este grupo se concentró 89% 
de protección para de las medidas de protección ofrecidas por la UNP en este año. 
dirigentes, miembros Para el año 2013, el 43,2% de los beneficiarios fueron servidores y ex ser- 


y sobrevivientes de la vidores públicos, seguidos por víctimas de violaciones a los DDHH con 

Unión Patriótica y del 14,3%, dirigentes y activistas sindicales con 9% y los dirigentes, repre- 

. . sentantes o activistas de organizaciones de DDHH, cívicas, comunitarias o 

Partido Comunista campesinas y los miembros de la Unión Patriótica y del Partido Comunista 

pasaron de 24 en 2013 con 8%. En este grupo se concentró 82% de las medidas de protección 
a 229 en 2014. ofrecidas por la UNP en este año. 


Finalmente, para el año 2014, 51,6% de los beneficiarios fueron servidores 
y ex servidores públicos, seguidos por víctimas de violaciones a los DDHH 
con 15,9%, dirigentes, representantes o activistas de organizaciones de 
DDHH, cívicas, comunitarias o campesinas con 7,4%; los dirigentes y acti- 
vistas sindicales con 6,2%, y los dirigentes, representantes o miembros de 
grupos étnicos con 4,7%. En este grupo se concentró 86% de las medidas 
de protección ofrecidas por la UNP en este año. 


Como se evidencia, la gestión de la UNP, tomando como parámetro el nú- 
mero de esquemas proporcionados, ha estado concentrada en cinco grupos 
poblacionales: servidores y ex servidores públicos; víctimas de violaciones 
a los DDHH; dirigentes y activistas sindicales; dirigentes representantes o 
activistas de organizaciones de DDHH, cívicas, comunitarias o campesinas; 
y miembros de la Unión Patriótica y el Partido Comunista. 


De acuerdo con lo anterior, las solicitudes se redujeron pero el número de 
esquemas se incrementó en 51%, sugiriendo inflexibilidad en los esquemas 
aprobados y la dificultad de decidir sobre el retiro de medidas para lograr 
estabilidad en la demanda y mantener un gasto sostenible en la gestión 
institucional. 


KN Solicitudes de protección y esquemas prestados 


12.000 
10.000 
8.000 
6.000 
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2.000 





0 


2012 2013 2014 


E Solicitudes S.E.R. El Esquemas prestados 
Fuente: UNP. Cálculos DES-DJS/CGR. 


Entre 2012 y 2014 el grupo de valoración preliminar de la Subdirección de 
Evaluación del Riesgo, realizó un total de 33.267 evaluaciones y revalua- 
ciones, de las cuales 88% requirió la implementación de medidas de pro- 
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tección al ciudadano amenazado (50% con riesgo extraordinario y 38% 
con riesgo ordinario)?. Del 12% restante, 9% fueron devoluciones, 2,6% 
correspondió a otros conceptos y tan sólo 0,4% (145 casos) finalizó con 
la desinstalación de los esquemas de protección, por el cese de la ame- 
naza. De acuerdo con lo anterior, mientras las medidas de protección se 
incrementaron en 3.254 beneficiarios, durante el periodo de estudio, la 
desinstalación de medidas por revaluación fue de 145 casos (0,4%), lo cual 
reafirma la inflexibilidad de los esquemas aprobados y las dificultades de 
retiro en el corto plazo. 


En el análisis por esquema de protección, se tiene, que dependiendo de 
su tipo, estos se componen de: vehículo convencional, vehículo blindado, 
hombres de protección, conductor, chaleco antibalas y medio de comuni- 
cación. 


En este sentido, los principales ítems de incremento entre los años 2013 a 
2015, fueron los vehículos convencionales (28%), seguido de hombres de 
protección y conductores (8%) y los vehículos blindados (5%), que con- 
trastaron con el aumento en el IPC (3,66%). Como excepción se encuen- 
tran los medios de comunicación, que presentaron una reducción en costo 
del 35%. 


En términos de recursos destinados para los esquemas de protección, se 
presentó un incremento de 85% durante el período de análisis. 


KN Solicitudes de protección y esquemas prestados 
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Fuente: UNP. Cálculos DES-DJS/CGR. 
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Respecto de la planta de recurso humano con que cuenta la UNP, la cual 
asciende a 941 empleados, ésta se encuentra dividida en 283 contratistas 
(30%) y 658 funcionarios (70%). 


5 De acuerdo con el procedimiento, un mismo esquema puede registrar varias revaluaciones. 


Específicamente, en cuanto al personal de la Subdirección de Protección, 
que es la dependencia encargada de prestar los esquemas de seguridad, se 
compone en 14% de funcionarios (470 vinculados a la planta de personal) 
y 86% de contratistas, dentro de los cuales se registran 2.810 escoltas del 
operador privado y 77 de personal administrativo, para un total de 3.357 
personas que laboran en la dependencia. De acuerdo con estas cifras, se 
observa que la función misional de la UNP, en cabeza de la Subdirección de 
Protección, se encuentra tercerizada, por cuanto 84% se presta por medio 
de un operador privado. 


En síntesis, se evidencia disminución en el número de solicitudes de pro- 
tección UNP entre los años 2012 a 2014, de estas 21% son rechazadas 
por no cumplir los requisitos exigidos y de las que son aceptadas 88% re- 
sultan objeto de protección, la mitad de ellas con riesgo ordinario y la otra 
mitad con riesgo extraordinario. Los esquemas se encuentran focalizados 
en cinco grupos poblacionales en los que se destacan los servidores y ex 
servidores públicos, las víctimas de violaciones a los DDHH y los dirigentes 
y activistas sindicales. 


No obstante la reducción en el número de solicitudes, el número de esque- 
mas y el gasto destinado para cubrirlos se incrementaron debido al sos- 
tenimiento de los servicios aprobados y el bajo número de revaluaciones 
que pudieran dar como resultado la desinstalación del esquema por cese 
de la amenaza, por ello se mantiene la tendencia creciente de los gastos 
de funcionamiento, lo cual no ha permitido la estabilización en términos 
presupuestales. 


Pese a que el incremento en el número de esquemas prestados entre 2013 
y 2014, fue de 51%, el gasto por esquema se incrementó en 85%, explica- 
do especialmente por el aumento en los gastos por vehículos convenciona- 
les, lo cual resulta preocupante por la implicación que tiene para el presu- 
puesto de la Entidad. Además, los incrementos en gastos por concepto de 
hombres de protección, conductores y vehículos blindados; se encuentran 
muy por encima del IPC del año 2014. 


En materia presupuestal, el Estado ha realizado esfuerzos con el fin de 
atender a la población beneficiaria de protección por parte de la UNP. Es así 
como, de acuerdo con la información registrada en el Sistema Integrado de 
Información Financiera (SIIF) del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
durante el periodo 2011-2014 la Unidad Nacional de Protección ejecutó 
recursos por $1,12 billones (precios de 2014). 
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Pese a que el incremento 
en el número de esquemas 
prestados entre 2013 

y 2014, fue de 51%, 

el gasto por esquema 

se incrementó en 85%, 
explicado especialmente 
por el aumento en los 
gastos por vehículos 
convencionales, lo cual 
resulta preocupante por 
la implicación que tiene 
para el presupuesto 

de la Entidad. 


EOS Unidad Nacional de Protección (UNP). Apropiación inicial y definitiva 2011-2015 
Cifras en millones de pesos de 2014 























Funcionamiento AEO T 
Yanie 7 a h r Inicial/ m o r % a 
Aprop. Inicial DS efinitiva Aprop. Inicial Da efinitivo presup. tota 
2011* - 15.342 - - - 15.342 
2012 204.031 251.128 23% - - 251.128 
2013 247.036 398.741 61% 3.216 3.216 401.957 60% 
2014 383.375 475.824 24% 3.000 3.000 478.824 19% 
2015 368.252 368.252 - 3.000 3.000 371.252 22% 


























Fuente: SIIF — Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Cálculos DES DJS — CGR. *De noviembre a diciembre de 2011. 
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El presupuesto inicial aprobado para 
la UNP durante el período 2012 
- 2014 presentó variaciones signi- 
ficativas, especialmente en 2013, 
cuando alcanzó 61% de incremento 
debido a adiciones presupuestales, 
denotando debilidades en el proce- 
so de planeación presupuestal de la 
Entidad, como consecuencia de au- 
mentos en el número de esquemas 
de protección y comisiones de ser- 
vicios autorizados a los operadores 
privados, por cuanto se carecía de 
procedimientos para su aprobación. 


La apropiación vigente para 2015 al- 
canza $371.352 millones, reflejan- 
do un incremento de 68% respecto 
de 2012, explicado, principalmente, 
por el rubro de horas extras, días 
festivos e indemnización por vaca- 
ciones con 1.012%, seguido por 
servicios personales indirectos con 
340%. De otra parte, el rubro de 
impuestos y multas presentó una 
variación negativa de 57%. 


El rubro con ejecución más repre- 
sentativa fue el correspondiente a 
gastos de funcionamiento con 99% 
($1,1 billones) y mientras que para 
inversión fue de 0,55% ($6.216 mi- 
llones) del total ejecutado durante 
el periodo 2011-2014. Con respecto 
a la ejecución efectiva de los recur- 
sos apropiados, se comprometió, en 
promedio, 97,5% en cada vigencia y 
sólo 6% se constituyó como cuentas 
por pagar o reservas presupuestales. 


Vale resaltar que en el rubro Adqui- 
sición de bienes y servicios se eje- 
cutó 89% ($1,1 billones) del total 
del presupuesto de las vigencias 
analizadas, debido a que por este 
rubro que se ejecutan los contratos 
de servicios de protección, renta de 
vehículos, armamento y las comisio- 
nes de servicios de los esquemas de 
protección prestados por los opera- 
dores privados. 


La planeación presupuestal de la 
UNP, presenta deficiencias significa- 
tivas, por cuanto las adiciones pre- 
supuestales realizadas en cada una 
de las vigencias analizadas fueron 
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relevantes, en especial en 2014 y el primer cuatrimestre de 2015, lo cual 
impone la necesidad de mejorar los procesos aplicados para la planeación 
de su presupuesto. 


Órdenes judiciales agudizan la situación fiscal 


Aunado a la deficiente planeación, toda esta variación presupuestal tiene 
origen igualmente en las acciones de tutela promovidas por los ciudadanos 
que solicitan esquemas de protección. Las motivaciones de las tutelas, son 
principalmente: inconformidad con el estudio de riesgo, solicitud, desmon- 
te o ajuste de las medidas de protección o de medidas provisionales por 
retiro del esquema de seguridad, mantenimiento de las medidas cautela- 
res, solicitud de consignación de medida de apoyo de transporte, solicitud 
de esquema de seguridad para el accionante y su familia o reintegro del 
esquema, requerimiento de estudio de riesgo, amenazas varias, inconfor- 
midad sobre las medidas asignadas, desconocimiento de pruebas, petición 
de reubicación, traslado de lugar donde labora como docente, solicitud de 
viáticos para los escoltas para acompañamiento a zonas diferentes a las 
evaluadas como de riesgo. 


Es así como, los jueces constitucionales han proferido diferentes órdenes 
frente a las solicitudes de protección: entre otras, evaluar el riesgo y/o ame- 
naza y conforme al resultado tomar las medidas necesarias, en término 
perentorio responder petición, realizar nueva motivación de la decisión, 
adoptar medidas de seguridad del demandante, exhortar a la UNP para que 
asigne una vigilancia a la medida de apoyo de transporte, iniciar estudio 
de seguridad, evaluar de nuevo los factores de riesgo del accionante, dar 
continuidad o restituir medidas de protección, realizar estudio de nuevos 
hechos de amenaza, informar por escrito las circunstancias que se valora- 
ron para efectos de modificar el esquema de protección, ordenar que se 
preste de manera eficiente completa y oportuna el esquema de seguridad, 
mantener en su totalidad las medidas de seguridad. 


De acuerdo con la UNP, sólo en el periodo enero a abril de 2015, los re- 
cursos que deben destinarse al cumplimiento de órdenes judiciales que 
resuelven tutelas, ascienden a $1.431,5 millones. Los accionantes buscan 
mediante la protección de sus derechos que se destinen recursos para su 
protección, lo cual genera una importante gestión por parte de la Entidad, 
que en tiempo perentorio debe dar cumplimiento a las sentencias, priori- 
zando su atención. En este sentido, es el juez desde una perspectiva cons- 
titucional quien solicita la evaluación o reevaluación del riesgo, adoptar 
medidas de seguridad, entre otras, sin reparar en la asignación de recursos 
públicos. La protección de derechos fundamentales por un procedimiento 
sumario y especial escapa a los trámites administrativos ordinarios. 


El creciente número de esquemas de protección prestados - que implican 
un aumento constante del presupuesto de la UNP-, la dificultad de ordenar 
desinstalaciones de esquemas aprobados y la creciente tercerización de los 
servicios, hacen necesario un rediseño de la política pública de protección 
personal, que defina una capacidad instalada de la Entidad y logre un equi- 
librio en la demanda de servicios que implique la estabilización y sostenibi- 
lidad de los gastos de funcionamiento. 





SIGLAS 
CGR Contraloría General de la República DDHH Derechos Humanos 
UNP Unidad Nacional de Protección S.E.R. Subdirección de Evaluación del Riesgo 
DAS Departamento Administrativo IPC Índice de precios al consumidor 
de Seguridad SIIF Sistema Integrado de Información 





DNE OSAE: 
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¿simplemente un cambio de nombre 


en la administración 


de bienes incautados?* 


El Frisco, que es el fondo adonde van los bienes incautados a los 
narcotraficantes, lejos de ofrecer beneficios económicos para el Estado 
continúa generando gastos, sin que a la fecha se evidencie una mejora 
significativa en la gestión de este fondo estatal. Este estudio muestra 
que el el país no cuenta con un inventario preciso y depurado 

de esos bienes lo cual crea incertidumbre sobre las cifras registradas. 


Contraloría Delegada 
para el sector Defensa, justicia y seguridad” 


La administración de bienes incautados tradicionalmente en Colombia ha 
presentado problemas de corrupción, falta de control y deficiente gestión, 
lo que ha conllevado a que el Estado genere profusa normatividad al res- 
pecto, que no ha resuelto de fondo la problemática. 


No obstante la asignación de la administración de estos bienes a la Socie- 
dad de Activos Especiales — SAE, persiste el desorden y la falta de infor- 
mación confiable, lo cual no ha permitido procesos de optimización en la 
incautación, manejo, destinación provisional y definitiva de los bienes así 
como su monetización y generación de ingresos para el erario. 


Antecedentes de la Política Pública de bienes 
con extinción de dominio 


De conformidad con el Art 2%, Núm. 3 del Decreto 2897 de 2011, el Mi- 
nisterio de Justicia y del Derecho, es el encargado de formular y coordinar 
las políticas públicas contra las drogas ilícitas, lavado de activos, enrique- 
cimiento ilícito, financiamiento del terrorismo, administración de bienes 
incautados y acciones de extinción de dominio. Sin embargo, cabe resaltar 
que es la Carta Política de 1991, la que en su articulado fija los parámetros 
para que el legislador y/o el ejecutivo dictaminen sobre estas materias así: 


1 Artículo elaborado por Doris Parra Salas, Juan Alejandro Morales Sierra, Celmira Mantilla Villegas y 
Carlos Enrique Uribe Lozada, funcionarios de la Dirección de Estudios Sectoriales de la Contraloría Delega- 
da para el Sector Defensa, Justicia y Seguridad. 


“ARTICULO 34. Se prohíben las penas 
de destierro, prisión perpetua y con- 
fiscación. No obstante, por sentencia 
judicial, se declarará extinguido el do- 
minio sobre los bienes adquiridos me- 
diante enriquecimiento ilícito, en per- 
juicio del Tesoro Público o con grave 
deterioro de la moral social.” 


Sobre lo anterior, preceptuó la Ho- 
norable Corte Constitucional, me- 
diante Sentencia C-374 de 1997, 
en lo que tiene que ver con la extin- 
ción de dominio de bienes incauta- 
dos por actividades ilícitas: 


“Definición 


...La extinción del dominio es una ins- 
titución autónoma, de estirpe consti- 
tucional, de carácter patrimonial, en 
cuya virtud, previo juicio independien- 
te del penal, con previa observancia de 
todas las garantías procesales, se des- 
virtúa, mediante sentencia, que quien 
aparece como dueño de bienes adquiri- 
dos en cualquiera de las circunstancias 
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previstas por la norma lo sea en realidad, pues el origen de 
su adquisición, ilegítimo y espurio, en cuanto contrario al or- 
den jurídico, o a la moral colectiva, excluye a la propiedad 
que se alegaba de la protección otorgada por el artículo 58 
de la Carta Política. En consecuencia, los bienes objeto de la 
decisión judicial correspondiente pasan al Estado sin lugar a 
compensación, retribución ni indemnización alguna... 


“Carácter patrimonial 


...El carácter de la extinción del dominio es exclusivamen- 
te patrimonial y constituye una consecuencia no penal sino 
económica de los actos imputables a una persona. Estos, 
por tanto, no exigen necesariamente el dolo para merecer 
sanción, aunque no puede olvidarse que la culpa grave, de 
acuerdo con nuestra ley civil, se asimila al dolo. 


...Se trata de una acción real, pues el proceso se inicia y se 
desarrolla en relación con bienes concretos y determinados, 
y la sentencia, salvo el caso de los llamados bienes equiva- 
lentes, ha de referirse a ellos, especificándolos, para decla- 
rar -si la acción prospera- que se ha extinguido el dominio 
que sobre ellos ejercía la persona contra la cual se ha inten- 
tado, o sus causahabientes que actuaron de mala fe.” 


De acuerdo con lo anterior, la acción de extinción de 
dominio persigue en sí misma una sentencia declarati- 
va acerca de la inexistencia del derecho aparente que 
se ostentaba al estar en posesión de bienes adquiridos 
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ilícitamente, cuyos efectos se retrotraerán al momento 
de la supuesta adquisición de aquel derecho. 


Otros importantes ordenamientos que definen esta 
figura son: la Ley 793 del 2002, que en su artículo 1° 
señala la Extinción de Dominio como “la pérdida de 
este derecho a favor del Estado, sin contraprestación ni 
compensación de naturaleza alguna para su titular. Esta 
acción es autónoma en los términos de la presente ley.” 


El nuevo Estatuto de Extinción de Dominio o Ley 1708 
de enero 20 de 2014, en su artículo 15 establece: “La 
extinción de dominio es una consecuencia patrimonial 
de actividades ilícitas o que deterioran gravemente la 
moral social, consistente en la declaración de titulari- 
dad a favor del Estado de los bienes a que se refiere esta 
ley, por sentencia, sin contraprestación ni compensa- 
ción de naturaleza alguna para el afectado.” 


El Gobierno Nacional, con el propósito de implementar 
un mecanismo de administración de bienes incautados 
por su origen ilícito, creó la Dirección Nacional de Es- 
tupefacientes -DNE-, mediante Decreto 494 de 1990, 
como una Unidad Administrativa Especial adscrita al 
Ministerio de Justicia, con personería jurídica, autono- 
mía administrativa y presupuestal, patrimonio propio y 
régimen especial de contratación administrativa, con el 
fin de coordinar el desarrollo y ejecución de políticas 
del gobierno nacional en materia de control, preven- 


ción y represión de Estupefacientes; 
elaborar y mantener actualizado el 
inventario de los bienes ocupados 
o decomisados por su vinculación 
con los delitos de narcotráfico y 
conexos; la correcta disposición de 
los bienes ocupados o decomisados 
por su directa o indirecta vincula- 
ción con los delitos de narcotráfico 
y conexos, de enriquecimiento ilíci- 
to y supervisar la utilización, de los 
bienes por parte de los destinatarios 
provisionales o depositarios. 


Adicionalmente, en el parágrafo 
1* del Artículo 12 de la Ley 793 de 
2002, modificado por el artículo 80 
de la Ley 1453 de 2011, se define 
al Fondo de Rehabilitación, Inver- 
sión Social y Lucha contra el Crimen 
Organizado — FRISCO--, como una 
cuenta especial sin personería jurídi- 
ca, bajo la administración de la DNE 
y cuyos recursos tienen destinación 
específica. El Fondo estará cons- 
tituido? por todo bien susceptible 
de valoración económica, mueble 
o inmueble, tangible o intangible, 
y aquellos sobre los cuales pueda 
recaer derecho de propiedad. Igual- 
mente, lo estará por todos los fru- 
tos y rendimientos de los mismos, 
afectados en procesos de extinción 
de dominio o penales por delitos de 
narcotráfico y conexos. 


Debido a las irregularidades que se 
presentaron en la administración de 
los bienes incautados por parte de 
la DNE, se ordenó la liquidación de 
la entidad y se trasladó la función de 
administración del FRISCO al Minis- 
terio de Justicia y del Derecho, con 
el fin de garantizar la continuidad 
en su función administrativa, pero 
al mismo tiempo el artículo 30 del 
Decreto 3183 de 2011 le atribuyó, 


2 Artículo 4 de la Resolución 27 de 2004 del 
Consejo Nacional de Estupefacientes. 


3 Estas acciones se encontraban enmarcadas 
dentro de la Política Pública, que esperaba para 
el cuatrienio 2010-2014, fortalecer con la ex- 
pedición del Código de Extinción de Dominio, no 
solo el sector Justicia, sino también la inversión 
social, la lucha contra las drogas, el desarrollo 
rural y la reparación a las víctimas. 
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de manera transitoria, dicha tarea a la Dirección Nacio- 
nal de Estupefacientes en Liquidación, para ser ejercida 
durante el curso de la liquidación y en todo caso por el 
término máximo de un año. 


Con la liquidación del DNE, se hizo necesario que las 
funciones relacionadas con la administración de los bie- 
nes del FRISCO, fueran desarrolladas por una entidad 
descentralizada por servicios cuya naturaleza jurídica 
permitiese desarrollar mecanismos de administración 
ágiles y eficientes. Con la entrada en vigencia de la Ley 
1708 del 2014 o Código de Extinción de Dominio, se 
propuso a la Sociedad de Activos Especiales S.A.S. - SAE 
como la entidad administradora de los bienes en dicha 
situación jurídica, para que se encargara de su custodia 
y mantenimiento; y sobre todo, para que implementara 
medidas tendientes a su monetización. Es decir, para 
que gracias a su naturaleza jurídica, pudiera realizar las 
gestiones necesarias para hacer productivos una serie 
de bienes que hasta entonces habían generado más 
gastos que beneficios para el Estado colombiano?. 


Adicionalmente, en el Código de Extinción de Domi- 
nio se estableció que la monetización de dichos bie- 
nes tendrá una destinación específica de veinticinco 
por ciento (25%) para la Rama Judicial; veinticinco por 
ciento (25%) para la Fiscalía General de la Nación, para 
proyectos de inversión previamente aprobados por el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público; y el cincuenta 
por ciento (50%) restante para el Gobierno Nacional, 
quien podrá invertirlo en otros proyectos, como el de 
Reparación a las Víctimas. 





Los bienes incautados, entregados 
a la SAE, a 31 de diciembre de 2014, 
ascendían a 100.496, de los cuales, 

los que se encuentran en proceso de 
extinción de dominio corresponden a 


92.9% (93.367 bienes), lo que quiere 
decir, que la Entidad sólo dispone 
de 7% del inventario de los bienes 

DEBRA A RMC 
de dominio. 
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La reglamentación para la administración de los bienes se encuentra pen- 
diente de realizar, a pesar que la normatividad estableció un período de 
doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia del Código (20 de julio 
de 2014), para adelantar esta labor. Adicionalmente, a la fecha tanto en los 
proyectos de ley de la Cámara de Representantes como en los del Senado 
de la República, no aparece ninguno que se haya elaborado tratando este 
importante tema para el Estado, ni se conocen iniciativas sobre el respec- 
tivo decreto. Esta situación puede generar que se continúen presentando 
debilidades en la administración y custodia de los bienes, como ya ocurrió 
en el pasado. 


Inventario actual de bienes incautados y extinguidos 


De acuerdo con las actas de entrega, la SAE recibió por parte de la DNE el apli- 
cativo MATRIX y la información de bienes en él contenidos, el pasado mes de 
septiembre de 2014. Sin embargo, SAE precisa que “dicha entrega no implicó la 
aceptación de las características, congruencia y veracidad de la información so- 
bre los bienes que contiene, por tanto, las cifras proporcionadas están con base 
en los datos contenidos en este sistema de información actualizados de acuerdo 
al desarrollo de la operación.. .”*. 


Lo anterior implica que la SAE tendrá que determinar con exactitud la natu- 
raleza, cantidad y tipo de bienes que debe administrar y realizar el respec- 
tivo seguimiento y control de los mismos, para evitar posibles detrimentos 
patrimoniales de los bienes tanto incautados como extinguidos, al no tener 
la certeza de la totalidad del inventario de los bienes registrados. 


Ahora bien, de acuerdo con la Tabla 1, con corte a 31 de diciembre de 2014, 
los bienes incautados entregados a la SAE ascendían a 100.496, de los 
cuales, los que se encuentran en proceso de extinción de dominio corres- 
ponden a 92.9% (93.367 bienes), lo que quiere decir, que la Entidad sólo 
dispone de 7% del inventario de los bienes que ya cuenta con extinción de 
dominio, situación que incide directamente en la productividad y rentabi- 
lidad de los bienes provenientes del FRISCO y su correspondiente distribu- 
ción de los recursos entre las diferentes entidades del Estado. 


Bienes incautados por DNE entregados a SAE 


























INIA Inventario al 30-Dic-14 ANS ad 
1. Bienes Inmuebles NO Sociales 19,982 17,294 
2. Sociedades 1,153 878 
3. Activos Sociales - Sociedades 4,054 3,168 
4. Establecimientos de Comercio 425 390 
5. Activos Sociales - Establecimientos de Comercio 64 56 
6. Medios de Transporte NO Sociales 11,526 9,736 
7. DAO (obras de arte y otros bienes) 61,539 60,251 
8. Dinero 1,016 859 
9. Sustancias 737 735 
TOTAL 100,496 93,367 














Fuente: Sociedad de Activos Especiales —SAE-SAS. 
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4 Oficio de respuesta de la SAE No. CS2015-63 17 del 28 de marzo de 2015. 


De otra parte, en los estados financieros del FRISCO se encuentran regis- 
trados en la cuenta de inventario la suma $1.36 Billones, correspondiente 
a 7.129 bienes extinguidos de acuerdo con el siguiente detalle: 
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Inventario de bienes del FRISCO con extinción de dominio con corte a Diciembre 31/2014 





















































(Millones de $ de 2014) 
SOECES Bienes pendientes de legalizar 
Meis dirt Ley 30 de 1986 | Extinción de | Ley 30/1986 | PRUA 
1510980101 | Vehículos 336.67 558.57 188.75 695.27 1,779.27 
1510980103 | Inmuebles urbanos 54,119.58 464,357.90 4,621.10 6,067.49 529,166.07 
1510980104 | Inmuebles rurales 53,125.92 324,035.59 3,166.09 6,256.42 386,584.02 
1510980108 | Sustancias químicas 112.65 0.00 0.00 0.00 112.65 
1510980202 | Aeronaves 0.00 19.10 0.00 0.61 19.71 
1510980205 | Sociedades 0.00 370,550.34 0.00 69,622.22 440,172.56 
1510980206 | Establecimientos de comercio 0.00 2,877.83 0.00 1,448.34 4,326.17 
1510980208 | Motonaves 0.00 5.00 0.00 468.26 473.26 
1510980210 | Bienes muebles DAO 0.00 2.37 0.00 0.00 2.37 
1510980211 | Obras de arte DAO 0.00 915.06 0.00 0.00 915.06 
1510980212 | Joyas 0.00 3.88 0.00 0.00 3.88 
TOTALES 107,694.83 1,163,325.64 7,975.94 84,558.61 1,363,555.03 
TOTAL INVENTARIO DE BIENES EN EXTINCION 1,363,555.03 











Fuente: Sociedad de Activos Especiales —SAE-SAS. 


De acuerdo con el ejercicio de depuración que ha venido realizando la SAE, 
las anteriores cifras han sido afectadas por varias contingencias como: ca- 
talogación de vehículos en chatarra, carencia de avalúos de bienes muebles 
e inmuebles, algunos se desconoce el estado en que se encuentran, bienes 
pendientes de legalizar, falta de ubicación de bienes, bienes no suscepti- 
bles de comercializar aun, ocupación ilegal de inmuebles, deudas por im- 
puestos, almacenamientos, comparendos, etc. 


De los anteriores planteamientos se puede concluir que hasta tanto el in- 
ventario entregado por la DNE no se encuentre totalmente recibido, identi- 
ficado y saneado, la SAE no tendrá clara su actuación y adicionalmente, se 
genera incertidumbre sobre los bienes susceptibles de comercialización y 
su correspondiente monetización. 


Debido a la multiplicidad de Sistemas de Información con los que cuenta 
SAE, se espera que en un corto plazo se consolide la información de los sis- 
temas FARO”, MATRIZ‘ y OLYMPUS”, con el que actualmente se encuentra 
en etapa de construcciónë. Para ello, el proceso de sistematización de los 


5 Perteneciente a la DNE 
6 Perteneciente a la antigua SAE 


7 Controla integralmente la totalidad de las operaciones relacionadas con la administración, arrenda- 
miento y venta de los inmuebles recibidos por SAE, y el cual tiene la capacidad para efectuar el control de 
todos los inmuebles que se entreguen para administración y/o venta. 


8 Acorde con una nueva arquitectura empresarial por procesos sistematizados y automatizados; adicio- 
nalmente, un diseño de un nuevo modelo para administración de depositarios y liquidadores, abordando 
componentes de registro, clasificación, asignación, seguimiento, evaluación y control de los mismos, me- 
diantes las TIC's, 
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Cuenta con 28 personas 
vinculadas en Planta 
y 298 mediante 
outsourcing, es decir 
que el cumplimiento 
misional y el manejo 
de la información se 
encuentran bajo la 
responsabilidad de 
terceros, situación que 
eventualmente podría 
poner en riesgo 

la seguridad en la 
administración de 

los bienes del FRISCO 


inventarios se ha venido realizan- 
do con una inversión de $1.132,8 
millones, de los cuales $892,8 mi- 
llones se han utilizado en sistemas 
de información y $240 millones por 
el uso que CISA le otorga a la SAE 
del licenciamiento de los software 
Temis, Zeus, Concisa, Pac, y Sigep. 


Aunado a la modernización tecno- 
lógica, se adelantó un estudio de 
reestructuración Organizacional de 
la SAE, que determinó que se nece- 
sitaba una planta de 204 personas 
entre el nivel directivo, asesor, pro- 
fesional, técnico y asistencial. En el 
informe del consultor se establece 
la figura de tercerización para algu- 
nos de los procesos y actividades 
misionales y de apoyo. 


Actualmente, para desarrollar la 
función de administración del FRIS- 
CO, SAE cuenta con 28 personas 
vinculadas en Planta y 298 me- 
diante outsourcing, es decir, que el 
cumplimiento misional y el manejo 
de la información, se encuentran 
bajo la responsabilidad de terceros, 
situación que eventualmente po- 
dría poner en riesgo la seguridad en 
la administración de los bienes del 
FRISCO. 


De otra parte, de acuerdo con el 
acta No 1, de socialización de la in- 
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formación presupuestal del DNE-FRISCO con la SAE, de fecha 29 de julio de 
2014, el valor de las pretensiones por demandas en contra asciende a $1,6 
billones, que de ser falladas a favor de los demandantes, podría redundar 
en pérdida de importantes recursos del erario. 


Encargo fiduciario 


De conformidad con el artículo 90 de la Ley 1708 de 2014, y el artículo 7 
del Decreto No. 1335 de 2014, SAE adelantó estudios previos de mercado 
para la contratación de un encargo fiduciario. Fu así como se celebró el 
contrato No. 054 de 2014 con la sociedad fiduciaria FIDUPREVISORA S.A., 
para el recaudo, administración, inversión y pagos, relacionados con los 
recursos líquidos que ingresan al FRISCO. Recursos que deben destinarse 
para la administración, saneamiento y comercialización de los activos, así 
como para el cumplimiento de las destinaciones legales y los gastos de 
funcionamiento del Administrador del FRISCO. 


Así, en febrero de 2015, se trasladó un portafolio (Títulos) por $408.027,36 
millones distribuidos en: extintos ($85.183,52 millones) e incautados 
($322.843,82 millones). Posteriormente, se trasladaron recursos líqui- 
dos por valor de $11.843,77 millones ($10.367,44 millones incautados y 
$1.476,33 millones extintos). Esto quiere decir que en total se están ma- 
nejando en el Encargo Fiduciario $419.871,13 millones, de los cuales, 20% 
se encuentran a disposición de la SAE, debido a que ya se encuentran ex- 
tintos. 


Patrimonio de SAE 


En sesión extraordinaria del 23 de abril de 2012, la Asamblea General de Ac- 
cionistas de SAE — S.A.S., como consta en el Acta No. 12, aprobó incremen- 
tar el capital autorizado a $7.780,8 millones, con la emisión de 1.200.800 
acciones, permitiendo a los accionistas suscribir en total 2.200.792 accio- 
nes ordinarias equivalentes a $2.200,7 millones?. Igualmente Central de 
Inversiones CISA aceptó suscribir y pagar $2.200.0 millones, equivalente 
a 2.200.000 acciones y la Corporación Fundación Financiera de Occidente 
$0.7 millones equivalente a 771 acciones. 


Para el cierre del ejercicio a 2013, se evidencia la causal de disolución (Ley 
1258 de 2008, artículo 34), ocasionada por las pérdidas que reducen el 
patrimonio líquido por debajo del 50% del capital social. El artículo 35 de la 
citada Ley, otorga un plazo de 18 meses para que la sociedad pueda conju- 
rar la causal de disolución. 


Cuentas de patrimonio SAE 2013 
(Millones de $ corrientes) 


DESCRIPCIÓN AEO: 











Capital Suscrito y Pagado 7.800,78 
Perdida resultados ejercicios anteriores (215,5) 
Resultado del ejercicio (3.598,91) 
Total del Patrimonio (3.806,67) 








Fuente: Estados Financieros SAE — S. A. S., análisis DES DJS. 


9 Tomado del Informe Final de Auditoria, vigencia 2012 realizado a la SAE 


Posteriormente, en 2014, según acta 017 de 27 de junio de 2014, la Asam- 
blea General de Accionistas de SAE, aprobó una capitalización, mediante la 
emisión de 18.000.000.021 acciones ordinarias equivalentes a dieciocho 
mil millones veintiún pesos $18.000.000.021. En agosto de este mismo 
año, CISA aceptó suscribir y pagar $17.422,4 millones, en los siguientes 
términos, por el monto total de las acreencias financieras a favor de CISA 
$6.187,4 millones y para la transferencia de recursos en efectivo $11.235 
millones. 


Por lo anterior, se concluye que a la fecha de su última capitalización y 
como lo evidenció la visita de la CGR, con corte a junio de 2013, “SAE no 
contaba con un modelo de viabilidad financiera auto sostenible, que garantizará 
un flujo de ingresos necesarios para el desarrollo de sus funciones, bajo las esti- 
maciones de inventario, volumen de ventas y comisiones por concepto de admi- 
nistración de los bienes productivos e improductivos”*”, 


Cuentas de patrimonio SAE 
Noviembre de 2014 (Millones de $ Corrientes) 


17.430,27 


Capital Suscrito y Pagado 














Perdida resultados ejercicios anteriores (3.814,47) 
Resultado del ejercicio 2.503,82 
Total del Patrimonio 16.119,62 








Fuente: Estados Financieros SAE — S. A. S., análisis DES DJS. 


En agosto de 2014, CISA adquiere el 96.78% de las acciones emitidas me- 
diante el Acta No 27 de junio de 2014, que la Asamblea General de Accio- 
nistas del SAE aprobó por un valor de $18.000 millones. Esta nueva capita- 
lización significó salvar a la entidad de la causal de disolución. Igualmente, 
implicó, por primera vez desde su creación, una ganancia operacional como 
se Observa en las cuentas de patrimonio a noviembre de 2014. 


Conclusiones 


La administración del FRISCO tanto por parte de la DNE como por parte 
de la SAE, lejos de ofrecer beneficios económicos para el Estado continúa 
generando gastos, sin que a la fecha se evidencie una mejora significativa 
en la gestión de este fondo estatal. 


Como se evidenció en el presente estudio, actualmente el país no cuenta 
con un inventario preciso y depurado de los bienes que han sido incauta- 
dos y extintos al narcotráfico, hecho que crea incertidumbre sobre las cifras 
registradas en los estados financieros de la SAE y su razonabilidad. 


Frente a los bienes extinguidos, la SAE aún tiene tareas pendientes por 
realizar como la depuración de la información del inventario de bienes mue- 
bles, inmuebles, sustancias, etc., establecer cuáles bienes presentan ocupa- 
ción ilegal y restablecer la información que la mayoría de los depositarios 


10 Informe de Auditoría, CGR, Junio de 2013. 


11 “Artículo 4°. Principios de la administración de datos. En el desarrollo, interpretación y aplicación de la 
presente ley, se tendrán en cuenta, de manera armónica e integral, los principios que a continuación se es- 
tablecen: Principio de veracidad o calidad de los registros o datos. La información contenida en los bancos 
de datos debe ser veraz, completa, exacta, actualizada, comprobable y comprensible. Se prohíbe el registro 
y divulgación de datos parciales, incompletos, fraccionados o que induzcan a error.” 


ANÁLISIS 


de los mismos, no han rendido en 
los términos correspondientes. 


Así mismo, la ausencia de registro 
de un inventario real entregado por 
la DNE a la SAE, debidamente identi- 
ficado y saneado, no permite tener 
seguridad sobre el destino que ten- 
drán dicho bienes. 


Por otra parte, es claro que la SAE, 
no estaba preparada ni administrati- 
va ni financieramente para la recep- 
ción y administración del FRISCO, 
el cual a su vez evidenciaba serias 
irregularidades administrativas por 
parte de la DNE. Las expectativas 
del país frente a la gestión de la 
Sociedad siguen siendo amplias, 
mucho más ahora con la refinancia- 
ción que tuvo por parte del Estado 
colombiano. 


Se espera así mismo, que la SAE 
logre sanear las numerosas incon- 
sistencias en los inventarios, en la 
administración de los bienes mane- 
jados por el FRISCO, así como en 
los Sistemas de Información, lo que 
permitiría la garantía en el cumpli- 
miento del Principio de Veracidad y 
Seguridad Informática, consagrado 
en la Ley 1266 de 2008**, y Ley 594 
de 2000. 
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La coyuntura económica 
de Colombia 


a agosto de 2015 


Indicadores como inflación, devaluación y precios del petróleo 
permiten hablar de un proceso de desaceleración de la economía 
colombiana en 2015. Mientras que otros como el empleo y el 
crecimiento económico muestran resultados positivos. 


Juan Pablo Radziunas P. 
Miguel Alfonso Montoya O. 


La economía colombiana ha eviden- 
ciado un proceso de desaceleración 
durante 2015, originado, principal- 
mente, en variables de origen exter- 
no. La caída de los precios interna- 
cionales del petróleo y el carbón, el 
precario desempeño económico de 
los países europeos y el complejo 
panorama de los países emergen- 
tes y China, aunado con el estanca- 
miento de la industria, han coincidi- 
do para afectar los fundamentales 
de la economía nacional. 


El crecimiento económico 


Al cierre del segundo trimestre de 
2015 la economía colombiana cre- 
ció 3,0%, siendo inferior al 4,2% 
registrado en el mismo período 
del año anterior pero superior 0.2 
puntos porcentuales al trimestre 
inmediatamente anterior. Desde la 
oferta, la mayor dinámica del PIB se 
originó en el incremento del sector 
de la construcción (8.7%, uno de 
los principales generadores de em- 
pleo), lo que permitió una recupe- 


ración del ritmo de crecimiento económico que se venía desacelerando. 
El único sector que mostró resultado negativo fue el manufacturero (que 
cayó 2,1%), acumulando cinco trimestres consecutivos de comportamien- 
to recesivo, especialmente por 14 subsectores en su mayoría relacionados 
con la actividad petrolera. El sector de explotación de minas y canteras, 
que venía en retroceso, registró una recuperación del 4.2%, explicada por 
la producción de esmeraldas (92,6%), sal marina (50%) y en menor medi- 
da la producción de crudo (5,7%). 


Otro sector a destacar es el agropecuario que registró un resultado de 
2,5% soportado en el subsector de café pergamino (16.4%); pues si se 
miran solamente los productos agrícolas sin café el resultado es -0.4% 
explicado por la caída de los cultivos transitorios en 4%. Los sectores del 
comercio y establecimientos financieros presentaron una ligera disminu- 
ción en su dinámica pero se mantuvieron por encima del resultado total al 
crecer 3,8% y 3,6% respectivamente (Gráfica 1). En el caso del comercio, 
vale la pena destacar que presentó la primera caída en 6 años, desde 
2009, al reducirse en 0.04% frente al trimestre anterior. 


Desde la demanda del PIB, con datos disponibles al primer trimestre de 
2015, se observa una menor dinámica en el componente interno y un 
desempeño desfavorable del sector externo, materializado en un mayor 
déficit comercial, producto de la caída de las exportaciones minero ener- 
géticas. Según el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), frente al trimestre inmediatamente anterior, la variación del PIB 
se explicó por el gasto de consumo final, el cual se redujo en 0,7%, las 
exportaciones que cayeron 2,2% y las importaciones que disminuyeron en 
3,4%, mientras que la inversión (formación bruta de capital) logró amorti- 
guar el menor resultado global con un aumento del 3.6%. 
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Dado este comportamiento del PIB por oferta y demanda, las proyeccio- 
nes de crecimiento para 2015 se mueven en un rango entre 1,8% y 3,6%, 
donde el Fondo Monetario Internacional (FMI) señaló un 3,0% en su más 
reciente reporte sobre Colombia*; el Banco de la República afirmó que 
“Para todo 2015, la cifra más probable se revisó desde 3,2% a 2,8%, conte- 
nida en un rango entre 1,8% y 3,4%”?; por su parte, la Asociación Nacional 
de Instituciones Financieras (ANIF) señaló que “Para 2015, los analistas 
corrigieron a la baja su pronóstico de crecimiento del PIB, al pasar de 3,1 
% en julio a 2,8 % en la última medición””, y finalmente el Gobierno Na- 
cional redujo sus expectativas al 3,6% y las mantiene una vez conocido el 
resultado del segundo trimestre de 2015. 


GE Crecimiento económico trimestral, Colombia, por sectores del PIB de oferta 
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Empleo 


El mercado laboral se caracterizó por un aumento neto de la ocupación, a 
pesar de la menor dinámica del crecimiento económico durante los prime- 
ros meses de 2015 y la pérdida de empleo que se generó en los sectores 
productivos más afectados en la actual coyuntura. Otros sectores com- 
pensaron este efecto y elevaron la demanda de empleo, lo que generó una 
reducción de la tasa de desempleo*. 


Luego de presentar un aumento en los dos últimos meses de 2014, la 
tasa de desempleo, tanto a nivel nacional como en las ciudades, registró 
una tendencia a la baja en lo corrido de 2015. A julio de 2015 la tasa de 
desempleo nacional fue de 8,8%, tras alcanzar un pico del 10,8% en enero; 
mientras que la tasa desempleo en las 13 ciudades? pasó en ese mismo 


1 Perspectivas Económicas para América Latina y el Caribe. Julio 2015. 
2 Minutas de la reunión de la Junta Directiva del Banco de la República del 3 1 de Julio de 2015. 
3 Fedesarrollo. Encuesta de Opinión Financiera (EOF) ++ 124, Agosto de 2015 


4. La tasa de desempleo es la relación porcentual entre el número de personas que buscan trabajo (desem- 
pleados) y las que integran la fuerza laboral. 


5 Comprende las trece ciudades capitales de mayor tamaño a nivel nacional con sus respectivas áreas 
metropolitanas. 


lapso del 11,8 % al 9,0 % (Gráfica 2). Cabe señalar que, con respecto a ju- 
lio de 2014, la tasa de desempleo también presentó una reducción, luego 
de pasar del 9,3% al 8,8% a nivel nacional, y del 9,9% al 9,0% en las trece 
principales ciudades. 


G Tasa de desempleo (%) 
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Fuente: DANE. 


La reducción de desempleo a nivel nacional, en lo corrido del año, obe- 
dece a un aumento de la demanda superior al incremento de la oferta de 
trabajo. En efecto, mientras la tasa global de participación? se incrementó 
en 0,2% entre enero y julio, la tasa de ocupación? lo hizo en 1,4 %. En las 
trece ciudades, por su parte, la oferta se mantuvo estable, mientras que la 
demanda creció 2,0%. 


Los sectores económicos que más contribuyeron al aumento de la ocupa- 
ción a julio de 2015 fueron las actividades inmobiliarias (10,3%), construc- 
ción (10,1%), intermediación financiera (6,8%) y comercio (5,5%), que 
compensaron la reducción del empleo en explotación de minas y canteras 
(-6,3%), afectadas por la caída de los precios del petróleo y la disminución 
del empleo en el sector de suministro de electricidad, gas y agua (-7,1%). 
Por su parte, sectores que más contribuyen al empleo total, como el de 
servicios comunales (27,4% del total), agricultura (20,3% del total) o in- 
dustria (11,3% del total), presentaron estancamiento o una reducción en 
la demanda de empleo (Gráfica 3). 


6 La tasa global de participación es la relación porcentual entre las personas que trabajan o están bus- 
cando empleo y la población en edad de trabajar (12 años en la parte urbana y 10 años en la parte rural). 


7 La tasa de ocupación es la relación porcentual entre la población ocupada y la población en edad de 
trabajar. 
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ES Población ocupada según rama de actividad 


(total nacional) Contribución al total y crecimiento 
(Mayo-julio 2015 | Mayo-julio 2014) 
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Por tipo de posición ocupacional? en las trece principales ciudades, se 
destacó en el trimestre mayo-julio el crecimiento de labores como el em- 
pleado doméstico (8,1%), patrón o empleador (5,0%), trabajo familiar sin 
remuneración (4,1%) y la de jornalero o peón (4,5%). Las posiciones ocu- 
pacionales que tienen más participación en el empleo total, como el obre- 
ro o empleado particular (37,9% del total), así como el de cuenta propia 
(42,8% del total) se incrementaron de manera similar al crecimiento total 
de la ocupación en las treces ciudades (2,5%) (Gráfica 4). Si se compara 
las tasas de informalidad para el trimestre mayo-julio 2015 con respecto 
al mismo trimestre de 2014, según el DANE, la tasa de informalidad se in- 
crementó en las trece ciudades del 47,90% al 48,67%, mientras en las 23 
principales ciudades pasó del 49,16% al 49,72%. 


E Población ocupada según posición ocupacional 


(13 ciudades) Contribución al total y crecimiento 
(Mayo-julio 2015 | Mayo-julio 2014) 


i 2,4 
Cuenta propia Be 125 
Obrero empleado particular 2,6 
37,9 
Patrón o empleador 5,0 
p E 
Trabajo familiar sin remuneración mu 4,1 
J fm 3,9 
Obi leado del gobi a 
rero empleado del gobierno 4,0 E s 39 
Empleado doméstico 8,1 
3,5 
5 4,5 
Jornalero o peón mr, > 
Trabajador sin remuneración 712:1 
aj A 
en otras empresas I 0,5 
Otros -30,8 0,1 





-40,0 -30,0 -20,0 -10,0 0,0 10,0 20,0 30,0 40,0 50,0 


E Crecimiento En Participación 
Fuente: DANE. 


8 Es la posición que la persona adquiere en el ejercicio de su trabajo, ya sea como asalariado, empleado 
doméstico, trabajador por cuenta propia, empleador o trabajador familiar sin remuneración. 
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Los precios del petróleo 


El principal factor que ha impactado negativamente las principales varia- 
bles macroeconómicas en Colombia en 2015 ha sido la caída de los pre- 
cios del petróleo. Su importancia en la economía colombiana radica en 
su participación en los ingresos fiscales, las exportaciones y la inversión 
extranjera directa (Cuadro 1). 


ECON Indicadores para medir la importancia del petróleo 


en la economía Colombiana 














% de los ingresos fiscales (Imporenta + CREE + regalías) 17% 
% de las exportaciones totales 52,8% 
% del sector hidrocarburos en la IED 30% 
% de extracción de petroleo y gas/PIB 7% 








Fuente: Ecopetrol, DANE, Banco de la República. A fines de 2014 


El precio promedio del petróleo WTI entre julio de 2014 y agosto de 2015 
se redujo en 58,4 %, mientras que el Brent lo hizo en un 55,9% (Gráfica 
5). Como consecuencia, desde el punto de vista fiscal, la renta petrolera 
que recibe el Estado colombiano pasó de $23,6 billones en 2013 a $ 19,6 
billones en 2014 y se proyecta una reducción de hasta $ 9,6 billones en 
2015. 


G Evolución de los precios del petróleo 
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Fuente: PEMEX. 


La devaluación 


El descenso de las cotizaciones de las materias primas, básicamente pe- 
tróleo y carbón, además de las perspectivas de una desaceleración de la 
economía de China y el probable incremento de las tasas de interés de la 
FED a fines de 2015, ha traído como consecuencia la caída de las principa- 
les monedas latinoamericanas, entre ellas el peso colombiano. La fuerte 
dependencia del país hacia la exportación de commodities se ha visto más 
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afectada con las recientes medidas adoptadas por China, como la reva- 
luación del yuan en 5%, que reducirá la demanda de ese país sobre los 
productos exportables de América Latina. 


Hasta el 9 de septiembre de 2015, el precio del dólar se ha incrementado 
en 31,2 % desde comienzos de año (Gráfica 6). Si la comparación se hace 
año completo, la devaluación de la Tasa Representativa del Mercado se 
sitúa en 66,0%. El modelo económico colombiano, fundamentado en una 
tasa de cambio flexible, restringe la política monetaria ejecutada por el 
Banco de la República al control de la inflación, que les resta maniobrabili- 
dad para intervenir el mercado cambiario. 
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Fuente: Banco de la República. 


Déficit en cuenta corriente 


La balanza de pagos se descompone en balanza en cuenta corriente y 
cuenta financiera, donde a su vez la cuenta corriente tiene tres divisiones: 
balanza comercial, renta factorial y trasferencias. La caída de las cotiza- 
ciones de los commodities ha repercutido en el valor de las exportaciones 
colombianas e incrementado el desbalance externo. En efecto, el déficit 
en cuenta corriente pasó de 5,2% como proporción del PIB a fines de 2014 
a 7% en el primer trimestre de 2015, equivalente a US$ 5,136 millones, 
el cual se financió con entradas de capital de US$4,796 millones. Dicho 
déficit fue mayor en US$1.103 millones frente al presentado en el mismo 
período del 2014 (Gráfica 7). 
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Cuenta corriente, Colombia, componentes principales 
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Fuente: Banco de la República. 


Como se observa en la gráfica 8, el origen del déficit en cuenta corriente 
está en la balanza comercial y en la renta de factores, el cual no es com- 
pensado con el superávit en transferencias. 


Entre enero y julio de 2015 las exportaciones totales del país se redujeron 
en 40.5% frente al mismo período de 2104. Las exportaciones de petróleo 
y sus derivados disminuyeron 53,8% en el primer semestre del año, mien- 
tras que las de manufacturas cayeron 18,4% y los productos agropecua- 
rios, alimentos y bebidas se redujeron en 7,0% (Gráfica 8). 


Exportaciones de Colombia Enero — Junio 
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Fuente: DANE. 


Las importaciones durante el período enero - junio se redujeron en 10,2% 
frente al mismo periodo del año anterior, principalmente debido a la caída 
de 35,1% en las importaciones de combustibles y del 6,6% en las manu- 
facturas. 
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COYUNTURA 
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2015 


E Ingreso secundario (transferencias corrientes) 
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La balanza comercial en los primeros seis meses del año acumuló un défi- 
cit de US$ 6.717,5 millones FOB?, mayor al registrado en el mismo período 
de 2014 por US$1.133,6 millones. Los mayores desbalances se presen- 
taron con China (US$3.635,9 millones) y Estados Unidos (US$2.673,9 
millones). 


En los primeros tres meses de 2015, la cuenta financiera presentó entra- 
das netas de capital por US$4,796 millones (6,5% del PIB), cifra superior 
en US$558 millones a la observada en el mismo periodo de 2014. Ese ma- 
yor ingreso de capitales se explica por el incremento del crédito externo 
(USs$1.614 millones más que en el primer trimestre de 2014). 


Sin embargo, el fenómeno de la devaluación del peso puede alentar, en 
lo que resta del año, la entrada de capitales por este concepto, debido al 
efecto comprador, en un escenario donde los precios de los activos finan- 
cieros domésticos (en dólares) disminuyen, lo que podría fortalecerse con 
un probable aumento de tasas por parte del Banco República atrayendo 
inversionistas externos. 


Con respecto a la Inversión Extranjera Directa —IED-, los datos a julio de 
2015 según la balanza cambiaria, muestran una reducción del 21,9% 
(US$7.513 millones) frente al mismo período del 2014. La causa de esta 
caída está ligada a la baja de los precios del petróleo, que ha desincentiva- 
do la inversión de las multinacionales minero — energéticas. Sólo en este 
sector la IED se redujo en US$8.038 millones frente al 2014. 


Los efectos de la reducción en la entrada de capitales también se han re- 
flejado en el mercado de valores interno. En efecto, hasta el 19 de agosto 
de 2015, el índice Colcap completó una reducción del 18,02%, mientras 
que en los últimos 12 meses la disminución alcanzó el 29,15% (Gráfica 9). 


KC Índice COLCAP, Bolsa de Valores Colombia 
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Fuente: Bolsa de Valores Colombia. 


La percepción de riesgo de los agentes —tanto externos como internos— 
ante la desaceleración del ritmo de crecimiento, la dependencia del país a 
los cambios en el precio del petróleo y la volatilidad de la tasa de cambio, 
se han convertido en los factores impactaron el precio de los activos de 
renta variable. 


9 Free on board. 
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Inflación 


A fines de agosto de 2015 la inflación en el año completo se ubicó en 
4,74%, por encima del rango superior estimado por el Banco de la Repú- 
blica de 4%. Diferentes analistas, han coincidido en que son dos los prin- 
cipales factores para explicar este fenómeno. De un lado, el aumento en 
los precios de los alimentos ocasionado por la volatilidad en la producción 
agropecuaria, resultado, en parte, del fenómeno de El Niño y, por otro, el 
mecanismo del pass through*”, es decir el traspaso de la devaluación del 
peso a los precios internos. 


La tasa de inflación está fuera del rango meta propuesto por el Banco de la 
República y las diferentes mediciones” realizadas muestran que el proce- 
so inflacionario no proviene de la demanda, sino que se generar desde la 
oferta (inflación de costos). En la gráfica 10 se observa el comportamien- 
to del índice de precios al productor, destacando el incremento de los bie- 
nes importados en contraste con los bienes nacionales, lo cual evidencia 
la inflación de costos. 


Ca Índice de Precios al Productor 
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Fuente: DANE, DNP y Banco de la República. 


Este comportamiento del Índice de Precios al Productor (IPP) parece refle- 
jarse en el Índice de Precios al Consumidor (IPC), como se demuestra en la 
gráfica 11. Las variaciones de precios en el grupo de alimentos han estado 
por encima del total del IPC desde mediados de 2014, aunque la brecha 
entre los dos índices se ha cerrado en los meses recientes de 2015, lo que 
permite inferir que este factor de demanda no es el responsable de la ace- 
leración de la inflación. Además, las fuertes variaciones de precios de los 
bienes transables también podrían insinuar que el componente importado 
podría ser el factor que este acelerando la inflación (Gráfica 11). 


10 “Coeficiente de traspaso” del tipo de cambio a los precios internos. 


11 Como la inflación núcleo, el crecimiento de precios de los bienes transables, el componente importado 
del IPP. 
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CS Variaciones de precios, IPC, alimentos y transables 
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Fuente: DANE, Banco de la República. 


Prospectiva 


La economía colombiana atraviesa una coyuntura compleja que exige una 
serie de medidas que permitan afrontar los choques externos y reacomo- 
dar los fundamentales nacionales. Las autoridades económicas deben to- 
mar decisiones de política económica que redireccionen el rumbo de la 
economía hacia una senda de crecimiento sostenible. 


De acuerdo al crecimiento del PIB en el último trimestre de 2015 la econo- 
mía colombiana se está soportando en los sectores de construcción, esta- 
blecimientos financieros y en los subsectores de la producción de café y 
comercio. Sectores claves como la industria y el agro siguen decreciendo. 


El retroceso en el sector manufacturero pone en evidencia que la tasa de 
cambio devaluada no se ha reflejado en la industria exportadora. Por su 
parte, el sector minas y canteras se recupera después de registrar cuatro 
trimestres decreciendo, lo que implica que, en parte, se está ajustando a 
la etapa anterior a la crisis del sector petrolero. 


Preocupa el lento crecimiento del agro, donde solamente el café crece 
mientras los cultivos transitorios caen de manera importante. Adicional- 
mente, en todo el 2014 se importaron 10 millones de toneladas de alimen- 
tos convirtiéndose en el sector que más está jalonando la inflación por 
efecto de la devaluación dado que los precios mayores. 


El deterioro fiscal se hará más evidente en 2016, cuando se sienta plena- 
mente la fuerte reducción de la renta petrolera y la mayor desaceleración 
económica lo cual traería reducción en el recaudo tributario. En este con- 
texto, se reitera la necesidad de presentar a consideración del Congreso 
un proyecto de reforma tributaria estructural que recoja las recomenda- 
ciones de la Misión de Expertos para adaptar nuestro sistema a los nuevos 
retos económicos. 


De otro lado, el Gobierno Nacional, dentro del proceso de ajuste del gas- 
to público (austeridad inteligente, como lo ha denominado el Ministerio 
de Hacienda), tendría la opción de implementar mecanismos para que el 
motor de desarrollo —entiéndase las obras de infraestructura y el sector 
de la construcción— mantengan una dinámica suficiente para afrontar la 


época de menor crecimiento. Adi- 
cionalmente, se podría poner en 
marcha políticas complementarias 
al PIPE 2.0, que permitan dinamizar 
la industria y la agricultura y com- 
pensar los efectos de los choques 
externos. 


No existe aún la certeza de que la 
reducción en la tasa de crecimien- 
to del gasto público para 2016 (por 
debajo de la tasa de inflación ob- 
servada), producto de los menores 
ingresos proyectados por el Gobier- 
no, sea suficiente para detener el 
posible deterioro fiscal. Y si se pre- 
tende solucionar el problema de la 
caída de la renta petrolera con la re- 
ducción del gasto, ésta deberá ser 
más fuerte de lo que se había pla- 
neado y no solo afectaría los gastos 
de funcionamiento sino que tendría 
que afectar fuertemente la inver- 
sión. Posiblemente será necesario 
acudir a mayor endeudamiento y 
a la modificación de la regla fiscal 
para obtener recursos adicionales. 
Todo encaminado a no detener las 
fuentes de crecimiento internas en 
un entorno externo complicado. 


El Banco de la República se encuen- 
tra ante el dilema de incrementar 
las tasas de interés para evitar el 
crecimiento de los precios y anclar 
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las expectativas inflacionarias o reducir las mismas para fortalecer la de- 
manda agregada, el crecimiento y el empleo. Sin embargo, el tener una 
brecha del producto negativa (PIB observado menor al potencial) y una 
inflación esperada mayor a la observada no aclara la posición que debe 
tomar el Banco de la República, pues los dos fenómenos requieren medi- 
das opuestas. 


Aparte de ello, deberá empezar a adoptar políticas para evitar una deva- 
luación mayor que, contrario a lo esperado, no ha conducido a revertir la 
tendencia deficitaria de la balanza comercial. La tasa de cambio debería 
apalancar las exportaciones no tradicionales, aunque los costos de insu- 
mos importados, las deficiencias de infraestructura y la pérdida de com- 
petitividad le imponen restricciones a este propósito. 


Es importante no dejar la responsabilidad exclusiva de fijar el precio del 
dólar al mercado cuando se está sufriendo del fenómeno del overshoo- 
ting*”. Para amortiguar la devaluación del peso, una opción es intervenir 
el mercado cambiario con la venta de divisas provenientes de las reservas 
internacionales. De esta manera, el Emisor no necesitaría elevar las tasas 
de interés para controlar la inflación porque bajando el precio del dólar 
estaría eliminando el componente de inflación importada y no necesitaría 
incentivar la entrada de capitales especulativos de largo plazo atraídos 
por la elevación de las tasas de interés. Por el contrario, al controlar la 
volatilidad de la tasa de cambio se enviaría un mensaje tranquilizador a los 
mercados para retornar a los flujos normales de inversión extranjera que 
se necesitan para paliar el déficit de cuenta corriente. 


Finalmente, en el corto plazo el mercado laboral podría experimentar el cho- 
que de la reducción del gasto por parte del Gobierno Nacional, la contrac- 
ción de la demanda de empleo por la debilidad en el consumo y la inversión y 
el posible aumento de las tasas por parte del Banco de la República; factores 
que podrían afectar la reducción de la tasa de desempleo exhibida durante 
los últimos meses, con un probable aumento de la tasa de informalidad. 


12 Desbordamiento del tipo de cambio (Concepto desarrollado por R. Dornbusch en 1976) 
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